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Resumen 
En el presente documento, inicialmente se realiza una revisión del marco normativo 
concerniente a la ronda hidráulica y a los temas ambientales que se deben tener en 
cuenta para que su delimitación sea integral. Además de precisar el criterio de ronda 
hidráulica empleado en Colombia, también se consideran los criterios de Dominio Público 
Hidráulico y Vía de Intenso Desagüe empleados en España y en Estados Unidos 
respectivamente. Posterior a esto, los criterios mencionados se aplican en tres casos de 
estudio y se evalúan con el fin de establecer su aplicabilidad, sus ventajas y limitaciones. 
Finalmente y con base en los resultados obtenidos, se elabora una propuesta de ronda 
hidráulica que tiene en cuenta criterios técnicos como la peligrosidad de inundación, la 
geomorfología y los usos del suelo para su delimitación, y con ello llegar a proponer 
como mejoras a la normatividad nacional la incorporación de este criterio de ronda como 
parte de la gestión del riesgo de inundaciones en lo concerniente al conocimiento del 
riesgo, y más específicamente a la determinación de la amenaza. 




In this document, initially is performed a review of the regulatory framework concerned 
to the hydraulic round and environmental issues to be taken into account so that their 
delimitation be integral. Besides, hydraulic round criteria used in Colombia is defined, as 
well as hydraulic public domain and floodway criteria, used in Spain and United States 
respectively. After this, those criteria are applied in three study cases and evaluated in 
order to stablish its applicability, advantages and limitations. Finally, and based on the 
results, a proposed hydraulic round which takes into account technical criteria such as the 
danger of flooding, geomorphology and land use for delimitation is made, and thereby 
reach propose as improvements to national regulations incorporating this criterion as part 
of the flood risk management, whit regard to the knowledge of risk, and more specifically 
the determination of natural hazard. 
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Las inundaciones que se presentaron en gran parte del territorio colombiano en el año 
2010 y en el año 2011, así como las inundaciones recurrentes que se presentan año a 
año, ponen de manifiesto la necesidad de analizar las razones que conllevan a que un 
evento natural se convierta en un desastre para miles de personas que habitan las 
riberas de los ríos colombianos y que se encuentran en una condición de alta 
vulnerabilidad. 
Colombia cuenta con un marco normativo para la gestión integral del recurso hídrico, el 
cual considera entre otras disposiciones, las concernientes a la organización del territorio, 
y dentro de éstas se encuentran los conceptos y definiciones para la delimitación de una 
zona de ronda hidráulica de los ríos. La ronda se define en la normatividad colombiana 
como una faja paralela a la línea de mareas máximas o a la del cauce permanente de 
ríos y lagos, hasta de treinta metros de ancho. Cuando estas zonas de ronda son 
ocupadas, pueden presentarse desastres asociados a las inundaciones, pues dichos 
asentamientos invaden zonas que pertenecen a la dinámica natural de los ríos, entonces 
surge la pregunta sobre si tales asentamientos están incumpliendo la normatividad, si la 
delimitación de la zona de ronda no tiene en cuenta las características físicas de nuestro 
territorio o si los contenidos de la norma en cuanto a la delimitación de ronda tienen 
alguna falencia. 
Bajo esta consideración, se buscó realizar inicialmente una evaluación de la 
normatividad colombiana en los temas referentes a la ronda hidráulica, mediante la 
comparación de su aplicación en tres casos de estudio seleccionados para la presente 
investigación y que corresponden a i) Útica – Cundinamarca, quebrada La Negra y río 
Negro, ii) Villavieja y Aipe – Huila, río Magdalena y iii) Barrancabermeja – Santander, río 
Magdalena, con la aplicabilidad de los criterios de Dominio Público Hidráulico de España 
y de Vía de Intenso Desagüe de Estados Unidos a estos mismos tres casos. 
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En el presente documento se precisan los criterios de ronda hidráulica de Colombia, de 
Dominio Público Hidráulico de España y de Vía de Intenso Desagüe de Estados Unidos. 
La aplicación del criterio de ronda hidráulica en los tres casos no arrojó resultados 
positivos, pues dos de las poblaciones (Útica y Barrancabermeja) se encuentran 
asentadas en las zonas inundables, por lo cual la determinación de una franja de 30 
metros no es adecuada a estos casos de estudio. En el caso de Villavieja y Aipe, estas 
dos poblaciones no se ven afectadas por las inundaciones debido a que se encuentran 
localizadas en unidades geomorfológicas de terrazas altas, pero al momento de delimitar 
la franja de 30 metros, se logró establecer que muchas viviendas, e incluso el cementerio 
de Villavieja se encuentra invadiendo la ronda hidráulica. 
En cuanto a la aplicación del criterio español de Dominio Público Hidráulico, se logró 
establecer para los tres casos de estudio que es el criterio más amplio y que define 
mayores restricciones a partir de aspectos técnicos a la ocupación del espacio fluvial, por 
lo cual se identificó como el criterio más completo y con más aplicación en nuestro 
territorio. 
Igualmente, se definió que el criterio de Vía de Intenso Desagüe no tiene tanta 
aplicación para el tema de ronda, pero sí que es una herramienta que puede ser de gran 
utilidad para la aplicación de medidas estructurales. 
Después de realizar la aplicación y posterior evaluación de la conveniencia de los 
criterios mencionados a los casos de estudio seleccionados, se ha visto la necesidad de 
elaborar una propuesta para la definición de ronda, en el sentido de tener en cuenta 
criterios técnicos más amplios y precisos que los que se encuentran en la normatividad 
vigente, tales como la incorporación de la peligrosidad de inundación y la geomorfología, 
entre otros. 
En dicha propuesta de mejoramiento a la normatividad vigente, se sugiere que la ronda 
se incorpore a la gestión del riesgo de desastres como parte del conocimiento del riesgo 
y su delimitación se ligue a la determinación de la amenaza. 
Adicionalmente, se sugieren responsabilidades para precisar las entidades que deben 
tener a su cargo la realización y el posterior cumplimiento de estudios de esta naturaleza. 
Se advierte que la presente investigación se ha limitado a la consideración de cauces 
naturales como ríos o quebradas, quedando por fuera de su alcance el análisis de otros 
cuerpos de agua superficial como embalses, humedales o lagunas. 
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1. Objetivos y metodología 
En el presente capítulo se muestran los objetivos establecidos para el desarrollo de la 
investigación objeto de este documento y la metodología planteada para alcanzarlos. 
1.1. Objetivos 
Los siguientes son el objetivo general y los objetivos específicos referentes a la 
presente tesis. 
1.1.1. Objetivo general 
Proponer el fortalecimiento técnico de la normatividad colombiana en relación con la 
definición y delimitación del dominio de los cauces y riberas de las aguas fluviales, a partir 
de los resultados de una comparación de la aplicación del marco normativo colombiano 
en tres casos de estudio, con los criterios de vía de intenso desagüe y de dominio público 
hidráulico empleados en Estados Unidos y España respectivamente. Los casos de estudio 
han sido seleccionados de acuerdo con diferentes tipologías de ríos y con la 
disponibilidad de suficiente información, incluyendo las áreas afectadas por las 
inundaciones de 2010 – 2011. 
1.1.2. Objetivos específicos 
 Precisar el criterio de ronda hidráulica definido en la normatividad colombiana, su 
aplicación, sus limitaciones y conflictos, así como precisar los conceptos de vía de 
intenso desagüe y de dominio público hidráulico empleados en Estados Unidos y 
España respectivamente. 
 Aplicar el criterio colombiano de ronda hidráulica y los de vía de intenso desagüe y 
de dominio público hidráulico, en tres casos de estudio correspondientes a áreas 
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afectadas por la ola invernal 2010 – 2011, con el fin de evaluar la aplicación de 
dichos criterios en los casos de estudio seleccionados para la presente 
investigación, estableciendo sus ventajas y limitaciones. 
 Proponer un concepto técnico de ronda hidráulica con base en la evaluación de la 
aplicación de la normatividad colombiana y de los criterios internacionales 
realizada en los casos de estudio, y con esto formular una propuesta de mejoras o 
complementaciones a la normatividad para la delimitación de ronda hidráulica de 
acuerdo con los resultados de la evaluación realizada. 
1.2. Metodología 
A continuación se presenta la metodología planteada para la presente investigación, 
establecida para el desarrollo y alcance de los objetivos propuestos. 
1.2.1. Obtención de información 
Esta etapa corresponde a la recopilación de información necesaria para establecer todo 
el marco normativo colombiano referente a la definición de ronda hidráulica, incluyendo 
las leyes, decretos, resoluciones y demás, formuladas por las diferentes autoridades 
colombianas de las ramas del poder público. Igualmente, se recopila la información 
referente a las definiciones de vía de intenso desagüe y dominio público hidráulico 
empleados en Estados Unidos y España. 
Así mismo, se realiza la recopilación de la información morfológica, hidráulica, 
hidrológica, geomorfológica y cartográfica, necesaria para la caracterización de las zonas 
de estudio. De la misma manera, se considera de la mayor importancia tener en cuenta 
los planes de ordenamiento territorial de los entes territoriales con jurisdicción en los 
tramos de estudio, los cuales son documentos base para reconocer las políticas de 
ordenamiento del territorio en estas zonas inundables. 
1.2.2. Revisión y análisis interpretativo normatividad 
colombiana 
Se realiza una revisión y posterior interpretación de la normatividad colombiana vigente 
en cuanto a la definición de dominio público de cauces y riberas de las aguas fluviales, 




con el fin de establecer su alcance y de entender los términos legales involucrados, de tal 
manera que se pueda dimensionar técnicamente el marco normativo respectivo. 
Se realizaron consultas a diferentes oficinas asesoras jurídicas de entidades como el 
Ministerios de Ambiente y Desarrollo Sostenible - MADS, la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca - CAR, el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales – IDEAM, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – EAAB, con 
el fin de aclarar algunas definiciones contenidas en dicho marco normativo. 
1.2.3. Revisión y análisis interpretativo criterios internacionales 
Esta etapa comprende la revisión y la interpretación de los criterios relativos a la vía de 
intenso desagüe, considerados en el Programa Nacional de Seguros Frente a 
Inundaciones de Estados Unidos, el cual es administrado por la Agencia Federal de 
Gestión en Situaciones de Emergencias (FEMA1) como criterio de ordenamiento de las 
zonas inundables y el criterio de Dominio Público Hidráulico – DPH, establecido en la 
normatividad de España, el cual tiene como objetivo el ordenamiento de las zonas 
inundables para la protección de las personas, los bienes y el medio ambiente. 
1.2.4. Selección de los casos de estudio y aplicación de los 
criterios 
En primer lugar, se seleccionan los tramos de río para la aplicación de los criterios 
objeto de análisis en la presente tesis y para el posterior análisis de resultados, de 
acuerdo con diferentes tipologías de ríos y de acuerdo con la disponibilidad de 
información suficiente para los análisis de la presente investigación. 
Igualmente, se realiza una caracterización de los tramos de estudio, a partir de la 
información recopilada como referencia. Dicha descripción se basa en las características 
morfológicas y geomorfológicas de las zonas de estudio que orienten sobre la extensión 
potencial de las inundaciones, en los estudios hidrológicos, en los estudios hidráulicos 
para determinar la capacidad de desagüe de los cauces, los puntos de desbordamiento y 
la magnitud de la inundación donde se produzca, para lo cual se emplea un modelo 
hidrodinámico en dos dimensiones. 
                                               
1 Federal Emergency Management Agency 
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Una vez realizada la caracterización de las zonas de estudio, se aplican en ellas los 
criterios de ronda establecidos en la normatividad colombiana y de Vía de Intenso 
Desagüe y Dominio Público Hidráulico empleados en Estados y España, con el fin de 
analizar el comportamiento de los caudales evaluados en relación con el territorio. 
1.2.5. Comparación y análisis de resultados 
Es esta etapa se comparan los resultados espaciales de la aplicación de los criterios 
bajo estudio, analizando la finalidad de cada criterio, referencias históricas de las 
inundaciones, la condición de peligrosidad de inundación para las personas y sus bienes, 
los usos del suelo en las zonas delimitadas, y la geomorfología, contrastando todo lo 
anterior con las franjas demarcadas. 
Se realizan los análisis correspondientes para determinar la pertinencia de la 
normatividad colombiana vigente, para evaluar la aplicación de los criterios de ronda 
hidráulica, de zona de flujo preferente, de vía de intenso desagüe, de zona inundable y 
demás conceptos relacionados y definidos para cada caso de estudio, estableciendo cuál 
es la validez para cada tramo estudiado, qué ventajas y limitaciones tienen unos criterios 
sobre otros, y cuáles podrían ser las conclusiones y recomendaciones para un 
ordenamiento del territorio (específicamente para el ordenamiento de las zonas 
inundables) bajo el enfoque de la gestión del riesgo de desastres. 
1.2.6. Recomendaciones 
De acuerdo con los resultados se busca proponer complementaciones o modificaciones 
al criterio de ronda hidráulica colombiano, para lo cual se elabora una propuesta que 
consigna los aportes a la normatividad resultantes de la presente investigación, de modo 
que se puedan involucrar en la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso 
Hídrico – PNGIRH en relación con el dominio público de cauces y el ordenamiento de las 
zonas inundables en el marco de la gestión del riesgo de inundaciones. 
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2. Normatividad colombiana 
Para el desarrollo de la presente investigación, se realizó la revisión del marco 
normativo colombiano relacionado con el tema de ronda hidráulica, el cual se encuentra 
contenido en la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico – PNGIRH. 
En primer lugar, se estableció en forma general cuáles eran las normas que podían 
tener aplicación en la investigación. En segundo lugar, se realizó la lectura de cada una 
de las normas antes mencionadas, con el fin de depurar la selección inicial, determinando 
simultáneamente cuáles eran los artículos que tenían aplicación al tema de tesis. 
Finalmente, se realizó la selección de los artículos más relevantes, los cuales se 
organizaron según unas líneas temáticas, para la posterior interpretación y síntesis en el 
presente documento, lo cual se muestra con detalle en apartados siguientes. 
A continuación se presenta el marco conceptual general concerniente a la normatividad 
colombiana. 
2.1. Marco conceptual 
En primera instancia se muestran algunos conceptos básicos sobre el Estado 
colombiano y su organización, y posteriormente, se establece de manera general quienes 
elaboran las leyes en nuestro país. 
 El Estado Colombiano y su organización 
Debido a que el objetivo que se pretende alcanzar con el desarrollo de la presente tesis 
de investigación es el fortalecimiento técnico de la normatividad colombiana en relación 
con la definición de ronda hidráulica, se hace necesario precisar algunos conceptos 
relacionados con el Estado colombiano y su organización política y administrativa, de tal 
manera que se pueda tener claridad de quiénes desarrollan las normas en Colombia y 
cómo lo hacen, entre otros aspectos. 
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 El concepto de Estado 
De manera general, el Estado es “una entidad política que se forma cuando, en una 
porción de la superficie terrestre, un conjunto de personas se organiza jurídicamente bajo 
el mando de un conjunto de organizaciones que buscan mantener el orden en la 
convivencia en sociedad” (DNP D. N., 2010). 
Los elementos que conforman en términos generales el Estado son los siguientes (DNP 
D. N., 2010): 
 
 Población 
Corresponde al conjunto de individuos (elemento humano), que asentados sobre un 
territorio, se rigen bajo un conjunto de normas proferidas por la autoridad del Estado, para 
convivir en armonía y con ello alcanzar un determinado nivel de desarrollo social, cultural 
y económico, entre otros. 
 
 Territorio 
Es el elemento físico o material, en términos espaciales, donde se desarrollan todas las 
interacciones de la población, dentro del cual se ejerce el poder del Estado. Está 
constituido por los elementos que se muestran en la Figura 2-1. Cabe resaltar que para 
la presente tesis el elemento del territorio más relevante corresponde al suelo. 
 
 Soberanía 
Es el derecho que tiene la población de elegir a sus gobernantes, regirse bajos las 
leyes del Estado, y a que le sea respetado el territorio donde están asentados. En 
Colombia la soberanía es ejercida por el pueblo directamente, o por sus representantes, 
en virtud de lo cual el pueblo delega al Estado el poder para mandar sobre su territorio e 
interactuar con otros Estados. 
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Figura 2-1:  Elementos del territorio colombiano 
 
Fuente (DNP D. N., 2010) 
 
 Estructura del poder púbico en Colombia 
 
La Constitución Política de Colombia establece que existen tres ramas del poder 
público, las cuales son, la rama legislativa, la rama judicial y la rama ejecutiva. En la 
Figura 2-2 se presenta un diagrama que ilustra la interrelación que existe entre las ramas 
mencionadas, las cuales, aunque tengan independencia de funciones, colaboran entre sí 
para cumplir con los objetivos del Estado (DNP D. N., 2010). 
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Figura 2-2: Funciones tradicionales del Estado 
 
Fuente: (DNP D. N., 2010) 
 
 Rama Legislativa 
La Rama Legislativa está representada por una corporación pública de elección 
popular, es decir, por un grupo de personas que son elegidas por el pueblo, denominada 
Congreso de la República, el cual a su vez está integrado por el Senado y por la Cámara 
de representantes (DNP D. N., 2010). 
Así, “Corresponde al Congreso de la República reformar la Constitución, hacer las leyes 
y ejercer control político sobre el gobierno y la administración…” 2. 
Dentro de sus funciones, se encuentra la función constituyente, la cual corresponde a 
reformar la Constitución Política mediante actos legislativos, y la función legislativa, la cual 
corresponde a la elaboración, interpretación, derogación y reforma de las leyes. La 
expedición de las leyes es la principal función del Congreso de la República, las cuales 
son normas escritas que se aplican en todo el territorio colombiano (DNP D. N., 2010). 
 
 
                                               
2 Artículo 114 de la Constitución Política de Colombia. 
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 Rama Judicial 
Es el ente encargado de administrar justicia y decidir cuestiones jurídicas controvertidas 
mediante pronunciamientos que pueden ser sentencias, fallos o autos. 
Las sentencias corresponden a decisiones dictadas por una autoridad de la Rama 
Judicial, poniendo fin a un proceso, las cuales pueden ser apeladas. Los fallos 
corresponden a una sentencia proferida por la autoridad judicial y tienen el carácter de 
definitivos, es decir, no pueden ser apelados. Los autos son decisiones que resuelven 
asuntos secundarios, para los cuales no se requiere sentencia (DNP D. N., 2010). 
La Rama Judicial está representada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General 
de la Nación, los Tribunales y los Jueces. 
 
 Rama Ejecutiva 
La Rama ejecutiva, según la Constitución Política, está representada en el orden 
nacional por la Nación, y en el orden territorial por las entidades territoriales como los 
departamentos, los distritos y los municipios (DNP D. N., 2010). 
“El Gobierno Nacional está formado por el Presidente de la República, los ministros del 
despacho y los directores de los departamentos administrativos…”3 y así mismo, “Las 
gobernaciones y las alcaldías, así como las superintendencias, los establecimientos 
públicos y las empresas industriales o comerciales del Estado, forman parte de la Rama 
Ejecutiva” 4. 
Los objetivos de la Rama Ejecutiva en el orden nacional corresponden a la definición de 
metas de desarrollo económico y social, así como la definición y ejecución de planes y 
políticas públicas, entre otros. Igualmente, ésta Rama del Poder Público opera mediante 
la expedición de actos administrativos, los cuales son expresiones escritas de la 
Administración cuando se requiere producir algún efecto jurídico. Los principales actos 
administrativos corresponden a Decretos y Resoluciones (DNP D. N., 2010). 
Los objetivos de la Rama Ejecutiva en el orden territorial corresponden a la 
administración de los asuntos propios de los entes territoriales, la planificación y 
                                               
3 Artículo 115 de la Constitución Política de Colombia. 
4 Ibídem 
12 
Una propuesta técnica para el fortalecimiento de la normatividad 
colombiana en relación con la definición de ronda hidráulica 
 
 
promoción del desarrollo y en general, implementar medidas orientadas a mejorar la 
calidad de vida de los habitantes de su territorio (DNP D. N., 2010). 
Una vez vistas algunas de las características del Estado, es de importancia mencionar 
cuál es la jerarquía normativa en Colombia, la cual está fundamentada en la Constitución 
Política, como base de las demás normas que rigen para el funcionamiento del Estado, tal 
como se muestra en la Figura 2-3. 
 
Figura 2-3: Jerarquía normativa en Colombia. 
 
Fuente: (DNP D. N., 2010) 
 
De este modo es posible ver que hay una división entre las normas proferidas a escala 
nacional y a escala territorial, donde en el primer grupo se tienen las leyes proferidas por 
la Rama Legislativa, y los decretos y resoluciones proferidos por la Rama Ejecutiva, y en 
el segundo grupo se tienen las que expiden los departamentos o municipios, las cuales 
son proferidas por la Rama Ejecutiva en el orden territorial. 
 
A continuación se presenta una descripción breve de algunas de las diferentes normas 
que rigen el Estado según (DNP D. N., 2010): 
Leyes estatutarias: son leyes que establecen regulaciones que se imponen como 
desarrollos de la misma Constitución, y que por lo tanto deben resguardarse de cambios 
repentinos o irreflexivos. 
Leyes orgánicas: son leyes que establecen las normas a las cuales debe sujetarse, en 
ciertos casos, el ejercicio de la actividad legislativa. 
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Leyes ordinarias: son leyes que tratan sobre temas específicos que no tienen una 
reserva particular establecida en la Constitución o la ley. 
Decretos con fuerza de ley: aquellos que derogan, modifican, adicionan o suspenden 
leyes vigentes al momento de su expedición. 
Decretos: Son actos normativos mediante los cuales el Presidente, el Gobernador, el 
Alcalde (Distrital o Municipal), cumplen sus funciones constitucionales como autoridades 
administrativas. 
2.2. Revisión marco normativo 
La Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico – PNGIRH, establece 
los objetivos, estrategias, metas, indicadores y líneas de acción estratégica para el 
manejo del recurso hídrico en el país, en un horizonte de 12 años (MAVDT, 2010). 
La base de la que se partió para la revisión de la normatividad colombiana corresponde 
al “Marco normativo para la gestión integrada del recurso hídrico”, contenido como anexo 
en la PNGIRH, del cual se revisó una a una las normas allí listadas y se estableció la 
aplicabilidad de sus contenidos al tema de tesis propuesto. En el proceso de revisión, se 
listaron nuevas normas contenidas, llegando a un aproximado de 77 actos, los cuales 
igualmente se analizaron, complementando de ésta manera el inventario, hasta establecer 
el marco normativo definitivo que se presenta en el Anexo A. 
El marco normativo definitivo está compuesto por 49 normas, entre las cuales se 
encuentran la Constitución Política de Colombia, Decretos, Leyes, Decretos – Ley, 
Sentencias, Acuerdos, Resoluciones, la PNGIRH, y el Plan Nacional de Desarrollo 2010-
2014 “Prosperidad para todos”. 
A partir del Código de Recursos Naturales Renovables decretado en 1974, el cual es el 
documento más importante para la regulación ambiental en Colombia, se han elaborado 
con el paso de los años, otras normas que han reiterado, reglamentado o aclarado lo 
contenido en el Código, de manera que mediante las líneas temáticas propuestas, se 
hace un recorrido cronológico por dichas disposiciones, presentando sus contenidos más 
relevantes. 
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2.3. Líneas temáticas 
De todos los artículos que contienen las 49 normas seleccionadas, además de apartes 
de los capítulos denominados “Considerando”, y apartes de algunos de los capítulos del 
Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, se estableció cuáles se consideraban relevantes 
para el tema de tesis. 
Al analizar los artículos seleccionados, se establecieron 14 líneas temáticas que 
contienen las consideraciones más importantes de los artículos y apartados mencionados, 
así: 
1. Recursos naturales renovables 
2. Gestión Integral del Recurso Hídrico – GIRH, planeación 
3. Dominio público 
4. Conservación de cauces 
5. Gestión del riesgo, prevención de desastres 
6. Zonificación, ordenamiento ambiental y ordenamiento territorial 
7. Áreas de manejo especial 
8. Asentamientos humanos, condiciones habitacionales 
9. Manejo y control de inundaciones 
10. Desarrollo económico y social 
11. Sistemas de información ambiental 
12. Derechos adquiridos por particulares, permisos, concesiones 
13. Posibilidades de variación o de revisión de la normatividad vigente 
14. Ronda hidráulica 
La última línea temática y la más importante para la presente investigación, se compone 
de todos los aspectos normativos que permiten precisar el criterio de ronda hidráulica. 
La interrelación de las líneas temáticas se presenta esquemáticamente en la Figura 2-4. 
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Figura 2-4: Líneas temáticas y ronda hidráulica 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
2.3.1. Recursos naturales renovables 
La primera norma analizada en la presente tesis que habla, en términos legales, de los 
recursos naturales renovables en Colombia data del año 19735, cuando se le dan 
facultades extraordinarias al Presidente de la República de la época para expedir el 
Código de Recursos Naturales y de Protección al Medio Ambiente, con el fin de prevenir y 
controlar la contaminación del mismo, buscando “el mejoramiento, conservación y 
restauración de los recursos naturales renovables, para defender la salud y el bienestar 
de todos los habitantes del territorio nacional” 6. 
En esta Ley se habla de la protección del medio ambiente, el cual está constituido por la 
atmósfera y los recursos naturales renovables, éstos últimos compuestos, entre otros, por 
el elemento agua. 
Una vez expedido en el año de 1974 el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente7, se regula, entre otras cosas, el manejo 
                                               
5 Ley 23 de 1973 
6 Artículo 1, Ley 23 de 1973. 
7 Decreto – Ley 2811 de 1974 
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de los recursos naturales renovables, como el agua en cualquiera de sus estados, la tierra 
y el suelo. 
En éste mismo Código, se consideran factores que deterioran el ambiente, entre otros, 
“las alteraciones nocivas del flujo natural de las aguas”, evidenciando que ya se empieza 
a tener preocupación por los elementos que intervienen con los procesos naturales, como 
por ejemplo, con la alteración de los procesos fluviales. Igualmente, se establece que por 
disposición de la norma, por medio de permisos o concesiones, se puede adquirir el 
derecho a usar los recursos naturales renovables, incluida el agua, sin dar claridad de 
quienes lo pueden hacer ni bajo qué condiciones o limitaciones. 
Con respecto al uso y conservación de los suelos, el Código establece que bajo la 
circunstancia en que haya una situación que interfiera con la estabilidad del ambiente, los 
suelos estarán sujetos a adecuación y restauración, y que esto deberá fundamentarse en 
estudios técnicos en los cuales se establezca que no hay deterioro para el medio 
ambiente. 
En el año de 1978, se reglamentan algunos artículos del Código8, y se establecen como 
usos por ministerio de la ley, aquellos a los que tienen derecho a acceder todos los 
habitantes, “para beber, bañarse, abrevar animales, lavar ropas o cualquier uso similar de 
acuerdo con las normas de protección de los recursos naturales renovables”. 
Cuando se crea el Ministerio de Medio Ambiente por medio de la Ley 99 de 1993, quien 
se encargaría de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se establecen los principios generales ambientales, entre los cuales se 
encuentra “la incorporación de los costos ambientales y el uso de instrumentos 
económicos para la prevención, corrección y restauración del deterioro ambiental y para la 
preservación de los recursos naturales renovables”, además de la estructuración de las 
instituciones ambientales del Estado con base en “criterios de manejo integral del medio 
ambiente y su interrelación con los procesos de planificación económica, social y física”. 
En ésta misma norma, se definen como objetivos del Ministerio, “la gestión del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables”, impulsando “una relación de respeto y 
armonía del hombre con la naturaleza”, y “la conservación, protección, ordenamiento”, 
entre otros, de los recursos naturales renovables de la Nación, “con el fin de asegurar el 
                                               
8 Decreto 1541 de 1978 
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desarrollo sostenible”. Igualmente, se establece que “la administración del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables estará a cargo en todo el territorio nacional 
de las Corporaciones Autónomas Regionales”, y que los departamentos, los municipios y 
los Distritos, tienen entre sus funciones, “promover y ejecutar programas y políticas 
nacionales, regionales y sectoriales en relación con el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables”. 
Con respecto a uno de los ríos más importantes del territorio nacional, el río Magdalena, 
en 1994 mediante la Ley 161, se organiza la Corporación Autónoma Regional del Río 
Grande de la Magdalena – Cormagdalena, definiendo dentro de sus funciones y 
facultades la adopción de “las disposiciones necesarias para la preservación del equilibrio 
hidrológico de la cuenca, conforme a las disposiciones medio ambientales y en 
coordinación con las Corporaciones Autónomas Regionales de la jurisdicción”. 
En 1997 se fusionan algunas dependencias del Ministerio de Medio Ambiente, 
quedando decretado que entre otras funciones, algunas dependencias asumirán la 
formulación de la política nacional en relación con el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables. Al respecto, con el paso de los años y a medida que se fusionan 
ministerios o se cambia de administraciones, se expiden nuevos actos normativos que 
reglamentan las funciones y la organización del nuevo Ministerio creado. 
En este mismo año se establece la necesidad de un ordenamiento territorial 
colombiano, por lo cual se expide la Ley 388 de 1997, y se define como un determinante 
de los planes de ordenamiento territorial “la conservación y protección del medio ambiente 
y los recursos naturales”. 
Ya en el año de 2007, se adoptan ciertas definiciones ambientales, como la de 
estructura ecológica principal, la cual corresponde al “conjunto de elementos bióticos y 
abióticos que dan sustento a los procesos ecológicos esenciales del territorio, cuya 
finalidad principal es la preservación, conservación, restauración, uso y manejo sostenible 
de los recursos naturales renovables, los cuales brindan la capacidad de soporte para el 
desarrollo socioeconómico de las poblaciones”9. 
Finalmente, en la Constitución Política de Colombia se establece que “es deber del 
Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, y planificar el manejo y 
                                               
9 Artículo 1, Decreto 3600 de 2007. 
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aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución”. 
El anterior recorrido muestra que explícita o implícitamente en la normatividad 
colombiana, a lo largo de los años se ha hablado del medio ambiente y de los recursos 
naturales renovables, de su conservación y restauración, y se ha tratado de establecer 
responsabilidad en cuanto a su gestión. 
En conclusión, la ronda hidráulica corresponde a una franja de terreno que debe 
reservarse para la recuperación y la conservación medioambiental de los ecosistemas 
fluviales y los ecosistemas de ribera, de tal manera que al reservar dicha franja se está 
contribuyendo al cuidado de los recursos naturales renovables, específicamente el agua y 
el suelo. 
2.3.2. Gestión Integral del Recurso Hídrico - GIRH, planeación 
Según el Código de Recursos Naturales de 1974, el uso de elementos ambientales y de 
recursos naturales renovables debe hacerse de acuerdo con ciertos principios, entre los 
cuales se encuentra “la planeación del manejo de los recursos naturales renovables y de 
los elementos ambientales, la cual debe hacerse en forma integral de tal modo que 
contribuya al desarrollo equilibrado urbano y rural”. 
Con respecto a la tierra y los suelos, y específicamente a los usos urbanos, 
habitacionales e industriales, el Código determina que “se planeará el desarrollo urbano 
determinando, entre otros, sectores residenciales, cívicos, comerciales, industriales y de 
recreación, así como zonas oxigenantes y amortiguadoras y contemplando la necesaria 
arborización ornamental”. Igualmente, determina que la planeación urbana comprenderá 
“la reglamentación de la construcción y el desarrollo de programas habitacionales según 
las necesidades de protección y restauración de la calidad ambiental y de la vida, dando 
prelación a las zonas con mayores problemas”. 
El Código establece, que “se entiende por ordenación de una cuenca la planeación del 
uso coordinado del suelo, de las aguas, de la flora y de la fauna; y por manejo de la 
cuenca, la ejecución de obras y tratamientos”. En éste mismo punto, el Código establece 
que “en las cuencas hidrográficas sometidas a planes de ordenación y manejo, la 
construcción y operación de obras de infraestructura, y en general, la utilización directa o 
indirecta de los recursos naturales, estarán sujetas a los planes respectivos”. 
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La Ley 99 de 1993 establece en los fundamentos de la política ambiental colombiana, 
que “la formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del proceso 
de investigación científica”. Con respecto a las Corporaciones Autónomas Regionales, 
esta Ley formula que ellas deben, entre otras acciones, promover y “dirigir el proceso de 
planificación regional de uso del suelo para mitigar y desactivar presiones de explotación 
inadecuada del territorio”. Entre otras funciones de los municipios, distritos y del Distrito 
Capital, se encuentra la adopción de “los planes, programas y proyectos de desarrollo 
ambiental y de los recursos naturales renovables, que hayan sido discutidos y aprobados 
a nivel regional, conforme a las normas de planificación ambiental” de que trata la Ley 
mencionada. 
Con la creación de Cormagdalena en 1994 mediante la Ley 161, se establece su objeto, 
el cual corresponde a “la recuperación de la navegación y de la actividad portuaria, la 
adecuación y conservación de cauces, la generación y distribución de energía, así como 
el aprovechamiento sostenible y la preservación del medio ambiente, los recursos 
ictiológicos y demás recursos naturales renovables”. 
En la Ley 388 de 1997 se define como objeto del ordenamiento del territorio municipal y 
distrital “complementar la planificación económica y social con la dimensión territorial, 
racionalizar las intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y 
aprovechamiento sostenible”. Igualmente, establece como acciones urbanísticas, entre 
otras, “la zonificación y localización de los centros de producción, actividades terciarias y 
residenciales, y la definición de los usos específicos, las intensidades de uso, las cesiones 
obligatorias, los porcentajes de ocupación, las clases y usos de las edificaciones y demás 
normas urbanísticas.” 
La Ley 388 de 1997 así mismo, define que “el plan de ordenamiento territorial define a 
largo y mediano plazo un modelo de ocupación del territorio municipal y distrital, 
señalando su estructura básica y las acciones territoriales necesarias para su adecuada 
organización, el cual estará vigente mientras no sea modificado o sustituido.” 
El decreto reglamentario sobre Planes de Ordenamiento de Cuencas Hidrográficas – 
POMCA, define que “la ordenación de una cuenca tiene como objeto principal el 
planeamiento del uso y manejo sostenible de sus recursos naturales renovables, de 
manera que se consiga mantener o restablecer un adecuado equilibrio entre el 
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aprovechamiento económico de tales recursos y la conservación de la estructura físico – 
biótica de la cuenca y particularmente de sus recursos hídricos10. La ordenación así 
concebida constituye el marco para planificar el uso sostenible de la cuenca y la ejecución 
de programas y proyectos específicos dirigidos a conservar, preservar, proteger o prevenir 
el deterioro y/o restaurar la cuenca”. 
En el desarrollo de la fase de diagnóstico de los POMCA, se debe identificar entre otros 
aspectos, la distribución temporal y territorial del recurso hídrico para la determinación de 
la amenaza y la vulnerabilidad. 
Con la creación del Sistema de Información del Recurso Hídrico – SIRH en 200711, se 
establecieron sus objetivos, entre los cuales se encuentra el “proporcionar la información 
hidrológica para orientar la toma de decisiones en materia de políticas, regulación, 
gestión, planificación e investigación y constituir la base para el monitoreo y seguimiento a 
la gestión integral del recurso hídrico”, entre otros. 
Las áreas temáticas del SIHR son, entre otras: “el estado actual del recurso hídrico y la 
gestión integral del recurso hídrico”. 
En el año 2010 se publica la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso 
Hídrico – PNGIRH, la cual surge como una línea de acción del Plan Nacional de 
Desarrollo 2006 – 2010 “Estado comunitario: Desarrollo para todos”. 
Dicho documento de política tiene como objeto “orientar la planificación, administración, 
seguimiento y monitoreo del recurso hídrico a nivel nacional bajo un criterio de gestión 
integral del mismo”. 
Como marco institucional, la PNGIRH resalta que el país cuenta con 33 autoridades 
ambientales regionales distribuidas en todas las áreas del territorio, representadas en las 
Corporaciones Autónomas Regionales12 y en las Corporaciones para el Desarrollo 
Sostenible13. Algunas de sus funciones más relevantes en materia de gestión del agua 
                                               
10 Decreto 1729 de 2002, Artículo 4. 
11 Decreto 1323 de 2007 
12 Algunos ejemplos son la Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena – CAM, la Corporación 
Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, la Corporación Autónoma Regional de Santander – CAS, la 
Corporación Autónoma Regional de Caldas – CORPOCALDAS, la Corporación Autónoma Regional de la 
Orinoquía – CORPORINOQUÍA, entre otros. 
13 Algunos ejemplos son la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Norte y el Oriente Amazónico – 
CDA, la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena – 
CORMACARENA, la Corporación para el Desarrollo Sostenible de La Mojana y El San Jorge – 
CORPOMOJANA, entre otros. 
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son: “reservar, alinderar, administrar o sustraer áreas protegidas de carácter regional y a 
promover y ejecutar obras de defensa contra inundaciones, de regulación de cauces y 
corrientes y de recuperación de tierras que sean necesarias para la defensa, protección y 
adecuado manejo de las cuencas hidrográficas”. 
Como parte del diagnóstico, la PNGIRH establece en cuanto al estado del recurso, los 
riesgos asociados al mismo, donde determina que el riesgo en la gestión integral del 
recurso hídrico está relacionado con el manejo y gestión del déficit y del exceso de agua. 
En relación con el exceso de agua, en la Política se establece que ello genera 
inundaciones, avenidas torrenciales y/o deslizamientos que afectan la oferta hídrica al 
contaminar con sedimentos las fuentes de agua, lo que puede destruir los sistemas de 
abastecimiento y distribución. 
Los riesgos asociados al recurso hídrico en la PNGIRH corresponden “al riesgo por 
desabastecimiento de agua para el consumo humano, riesgo por sequía y riesgo por 
contaminación hídrica”. 
Igualmente, en el apartado del diagnóstico relativo a los riesgos asociados al recurso 
hídrico, se afirma que “los estudios de amenaza por deslizamiento, inundación y 
avalanchas incluyen el agua como agente detonante principal, que a su vez responde al 
comportamiento hídrico de la cuenca”, pero como opinión de la investigadora, la amenaza 
no puede analizarse por sí sola, sino que se conjuga con la vulnerabilidad. 
El Decreto 3570 de 2011, por el cual se modifican los objetivos y la estructura del 
Ministerio del Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, establece como uno de los 
objetivos de la entidad “diseñar y formular la política nacional en relación con el ambiente 
y los recursos naturales renovables, y establecer las reglas y criterios de ordenamiento 
ambiental de uso del territorio, para asegurar su conservación y el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales renovables y del ambiente”, así como “preparar, con 
la asesoría del Departamento Nacional de Planeación, los planes, programas y proyectos 
que en materia ambiental, o en relación con los recursos naturales renovables y el 
ordenamiento ambiental del territorio, deben incorporarse a los proyectos del Plan 
Nacional de Desarrollo y el Plan Nacional de Inversiones que el Gobierno someta a 
consideración del Congreso de la República”. 
Con respecto a las funciones de la Dirección de Asuntos Ambientales Sectorial y 
Urbana, la cual es una de las dependencias del Ministerio de Ambiente, se tienen entre 
otras, “identificar y formular las políticas, estrategias, normas, reglamentos y criterios que 
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deben ser considerados para la gestión ambiental en las áreas urbanas del país”, así 
como “analizar los efectos ambientales del crecimiento de la población y de los 
asentamientos humanos en áreas críticas”. 
2.3.3. Dominio público 
“Sin perjuicio de los derechos privados adquiridos con arreglo a la ley14, las aguas son 
de dominio público, inalienables e imprescriptibles”15 según lo define el Código Nacional 
de los Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambiente. 
“Los bienes de dominio público, de los cuales toda comunidad debe servirse según sus 
necesidades, constituyen el conjunto de bienes destinados al desarrollo o cumplimiento 
de las funciones públicas del Estado o aquellos que están afectados al uso común. Los 
bienes de uso público son inalienables, debido a que no se pueden negociar por hallarse 
fuera del comercio en consideración a la utilidad que prestan en beneficio común, y al ser 
inalienables como consecuencia son imprescriptibles, entendido esto como el fenómeno 
por el cual no se puede adquirir el dominio de los bienes de uso público en el transcurso 
del tiempo, ya que debe primar el interés colectivo y social” (Acción Popular, 2004). 
Entre los bienes que menciona el Código se encuentran “el cauce natural de las 
corrientes, una faja paralela a la línea de mareas máximas o a la del cauce permanente 
de ríos y lagos, hasta de treinta metros de ancho, las playas fluviales y el lecho de los 
depósitos naturales de agua, los depósitos de las aguas subterráneas”, entre otros. 
Éste mismo Código determina que “toda persona tiene derecho a utilizar las aguas de 
dominio público para satisfacer sus necesidades elementales, las de su familia y las de 
sus animales, siempre que con ello no cauce perjuicios a terceros, y dicho uso deberá 
hacerse sin deteriorar el cauce o las márgenes de la corriente”. El Código de 1974 
también define que “los recursos naturales renovables pertenecen a la nación, así como 
los demás elementos ambientales regulados por el mismo que se encuentren dentro del 
                                               
14 Es jurídicamente válido, por excepción, la referencia de derechos privados adquiridos cuando la vertiente 
nace y muere dentro de una misma heredad. 
15 Según la Constitución Política de Colombia en su artículo 63 “Los bienes de uso público,…, son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables”. Los bienes de uso público son aquellos cuya utilización 
pertenece a todos los habitantes del territorio pero cuyo dominio pertenece al Estado y sobre los cuales no 
se puede dar apropiación. 
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territorio nacional, sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos por particulares 
y de las normas especiales sobre baldíos”. 
Con respecto a la ocupación de cauces, el Código establece que “quien pretenda 
construir obras que ocupen el cauce de una corriente o depósito de agua, deberá solicitar 
autorización”, pero la norma no hace claridad bajo qué condiciones se otorgan dichos 
permisos ni a quienes. Igualmente, establece que “la ocupación permanente de playas 
sólo se permitirá para efectos de navegación y que la ocupación transitoria requerirá 
permiso, exceptuando que el uso se verifique para pesca de subsistencia”. 
Con respecto a la servidumbre de uso de riberas, el Código determina que “los dueños 
de predios ribereños están obligados a dejar libre de edificaciones y cultivos el espacio 
necesario para los usos autorizados por ministerio de la ley o para la navegación, la 
administración del respectivo curso de agua, la pesca o actividades similares”. Así mismo, 
en lo referente al uso, la conservación y preservación de las aguas, establece que “sin 
permiso, no se podrán alterar los cauces, ni el régimen y la calidad de las aguas” y que 
“se negará el permiso cuando la obra implique peligro para la colectividad, o para los 
recursos naturales y la seguridad interior”. 
El Código también determina que le corresponde al gobierno en cuanto a la 
administración de las aguas y sus cauces, “autorizar y controlar el aprovechamiento y la 
ocupación y explotación de los mismos”. La administración tiene como facultad 
“administrar y reglamentar la conveniente utilización de las sabanas y playones 
comunales e islas de dominio público, e intervenir en el uso y manejo de los suelos 
baldíos o en terreno de propiedad privada cuando se presenten fenómenos de 
degradación del ambiente por manejo inadecuado, o por otras causas y adoptar las 
medidas de corrección, recuperación o conservación”. 
Según el Decreto 1541 de 1978, con respecto al dominio de las aguas, éstas se dividen 
en dos categorías: aguas de dominio público y aguas de dominio privado. 
Las aguas de dominio público corresponden a “los ríos y todas las aguas que corran por 
cauces naturales de modo permanente o no, las aguas que corran por cauces artificiales 
que hayan sido derivadas de un cauce natural, los lagos, lagunas, ciénagas y pantanos, 
las aguas que están en la atmósfera, las corrientes y depósitos de aguas subterráneas, 
las aguas lluvias”, entre otras. Las aguas de dominio privado son las que nacen y mueren 
en una misma heredad, brotando naturalmente a la superficie y evaporándose por 
completo o desapareciendo bajo la superficie por infiltración dentro de la misma. 
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La Sentencia C-126 de 1998 de la Corte Constitucional, en su quinto asunto bajo 
revisión sobre la distinción entre dominio eminente, propiedad estatal de determinados 
bienes y propiedad privada, establece que “el dominio eminente del Estado comprende 
todas aquellas facultades inherentes a la soberanía que tiene el Estado sobre su territorio 
y sobre los bienes en él contenidos, con el fin de conservar el orden jurídico y cumplir las 
funciones constitucionales que le han sido atribuidas, lo cual significa que el dominio 
eminente no tiene carácter económico, como el derecho de propiedad, sino que tiene 
naturaleza jurídico-política, pues la Nación no es “dueña” del territorio, en el sentido de ser 
su propietaria, sino que le pertenece, por cuanto ejerce soberanía sobre estos espacios 
físicos, ya que el territorio es el ámbito espacial de validez de las normas estatales”. 
La PNGIRH de 2010, manifiesta que para la preparación del documento de política se 
partió de la concepción de que “el agua es un bien natural de uso público administrado 
por el Estado a través de las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo 
Sostenible y las autoridades ambientales urbanas”. 
Así mismo, para el desarrollo de la PNGIRH se establecen ocho principios y seis 
objetivos específicos, y uno de los principios en los cuales se fundamenta la Política 
corresponde a que “el agua es un bien de uso público y su conservación es 
responsabilidad de todos”. 
2.3.4. Conservación de cauces 
El decreto que reglamenta las disposiciones referentes a las aguas no marítimas 
contenidas en el Código de Recursos naturales de 1974, corresponde al Decreto 1541 de 
1978, el cual comprende entre otros, los aspectos relativos a la reglamentación de la 
ocupación de los cauces, y la conservación de los mismos para “asegurar la preservación 
cualitativa del recurso y para proteger los demás recursos que dependan del agua”. 
Con respecto a los permisos para la explotación y ocupación de playas, cauces y 
lechos, el decreto mencionado anteriormente, establece que se deben cumplir entre otras 
condiciones, que solamente se pueden ocupar las zonas determinadas para los fines de 
la explotación para la que fue concedido el permiso, y que las obras que se construyan 
deben cumplir las exigencias técnicas definidas por la liquidada Inderena para “evitar 
perjuicios al equilibrio hidrodinámico de la corriente, al cauce mismo, a las obras 
construidas y a los demás recursos naturales o a terceros”. 
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La Ley 99 de 1993, en el apartado relativo a las funciones de las entidades territoriales 
y a la planificación ambiental, establece que una de las funciones de los municipios, de 
los distritos y del distrito capital corresponde a “promover, cofinanciar o ejecutar, en 
coordinación con los entes directores y organismos ejecutores del Sistema Nacional de 
Adecuación de Tierras y con las Corporaciones Autónomas Regionales, obras y proyectos 
de recuperación de tierras, de defensa contra las inundaciones y regulación de cauces o 
corrientes de agua, para el adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas y 
microcuencas hidrográficas”. 
Con la creación de Cormagdalena, se estableció que la Corporación tendría las 
facultades necesarias para la coordinación y supervisión del ordenamiento hidrológico y 
manejo integral del río Magdalena, así como para la “coordinación de las actividades de 
las demás corporaciones autónomas regionales encargadas por la ley de la gestión medio 
ambiental en la cuenca hidrográfica del río Magdalena y sus afluentes, en relación con los 
aspectos que inciden en el comportamiento de la corriente del río, en especial, las 
restricciones artificiales de caudales”, entre otras. 
La Resolución 618 del DAMA16, por la cual se reglamentan las condiciones ambientales 
para declarar los estados de alarma ambiental, establece que “se declarará el estado de 
alarma ambiental cuando se presente alguno o algunos factores que amenacen o 
deterioren el ambiente, tales como las alteraciones nocivas del flujo natural de las aguas o 
los cambios nocivos del lecho de las aguas”, entre otros. 
2.3.5. Gestión del riesgo, prevención de desastres 
En 1974 con la expedición del Código de Recursos Naturales Renovables, aún no se 
hablaba de gestión del riesgo, ni de prevención de desastres, lo cual empieza a tomar 
relevancia a partir del año 1993, con la expedición de la Ley 99 del mismo año, mediante 
la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, en la cual uno de los principios generales 
que seguirá la política ambiental colombiana corresponde a “la incorporación de la 
prevención de desastres como un asunto de interés colectivo, donde las medidas 
tomadas para evitar o mitigar los efectos de la ocurrencia de los desastres será de 
obligatorio cumplimiento”. 
                                               
16 Departamento Administrativo del Medio Ambiente, hoy Secretaría Distrital de Ambiente 
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En la misma Ley, se define como unas de las funciones del Ministerio del Medio 
Ambiente “promover en coordinación con el Gobierno, la realización de programas y 
proyectos de gestión ambiental para la prevención de desastres, además de realizar 
evaluación, seguimiento y control de los factores de riesgo ecológico y de los que puedan 
incidir en la ocurrencia de desastres naturales, y coordinar con las demás autoridades las 
acciones tendientes a prevenir la emergencia o a impedir la extensión de sus efectos”. 
La Ley 388 de 1997, de ordenamiento territorial, tiene por objetivos, entre otros, “el 
establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, la prevención de desastres 
en asentamientos de alto riesgo”, así como “garantizar que la utilización del suelo por 
parte de sus propietarios se ajuste a la función social de la propiedad y permita velar por 
la creación y la defensa del espacio público, así como por la protección del medio 
ambiente y la prevención de desastres”. 
En cuanto al ordenamiento del territorio municipal, la función pública del ordenamiento 
se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y municipales, de tal 
manera que se consideran acciones urbanísticas, entre otras, “localizar las áreas críticas 
de recuperación y control para la prevención de desastres, así como las áreas con fines 
de conservación y recuperación paisajística”. 
El componente urbano de los planes de ordenamiento territorial, deberá contener entre 
otros, “la delimitación del suelo urbano y de expansión urbana, de las áreas de 
conservación y protección de los recursos naturales, así como de las áreas expuestas a 
amenazas y riesgos naturales”. El componente rural deberá contener igualmente, “la 
delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales 
paisajísticos, geográficos y ambientales, incluyendo las áreas de amenazas y riesgos”. 
En lo relativo a la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria o por 
expropiación judicial, y para efectos de decretar su expropiación, “se declara de utilidad 
pública o interés social la adquisición de inmuebles para destinarlos, entre otros fines, al 
traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes”. 
El decreto reglamentario de las disposiciones del ordenamiento territorial (Decreto 879 
de 1998), establece como una de las prioridades del ordenamiento del territorio, “las 
relacionadas con la conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales 
y la prevención de amenazas y riesgos naturales”. 
Mediante la creación del Sistema de Información del Recurso Hídrico – SIRH, se 
establece como uno de los objetivos de la puesta en marcha del sistema, “aportar 
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información que permita el análisis y la gestión de los riesgos asociados al recurso 
hídrico”. 
En el decreto reglamentario de las disposiciones contenidas en las Leyes 99 de 1993 y 
388 de 1997, es decir, el Decreto 3600 de 2007, se determinan algunas definiciones para 
la aplicación del mismo, entre las cuales se encuentra el uso prohibido, que corresponde 
“al uso incompatible con el uso principal de una zona, con los objetivos de conservación 
ambiental y de planificación ambiental y territorial, y por consiguiente implica graves 
riesgos de tipo ecológico y/o social”. 
Mediante el Decreto 1480 de 2007, por el cual se prioriza a nivel nacional el 
ordenamiento y la intervención de algunas cuencas hidrográficas, se estable que “con el 
objetivo de que las autoridades ambientales competentes inicien el proceso de ordenación 
y manejo de las cuencas, y de que las entidades territoriales adopten las medidas 
necesarias para prevenir y mitigar los factores de riesgo, se prioriza a nivel nacional el 
ordenamiento y la intervención de las mismas”. 
Las disposiciones más recientes en materia de gestión del riesgo de desastres se 
encuentran contenidas en el Decreto 1523 de 2012, por medio del cual se adopta la 
política nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres. 
“La gestión del riesgo de desastres, es un proceso social orientado a la formulación, 
ejecución, seguimiento y evaluación de políticas estrategias, planes, programas, 
regulaciones, instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conocimiento y la 
reducción del riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir 
a la seguridad, el bienestar, la calidad de vida de las personas y al desarrollo 
sostenible”.17 
En este mismo decreto se establece que la gestión del riesgo es responsabilidad de 
todas las autoridades y de los habitantes del territorio colombiano. Igualmente, los 
principios generales que orientan la gestión del riesgo son, entre otros, “el principio de 
protección, el cual define que los residentes en Colombia deben ser protegidos por las 
autoridades en su vida e integridad física y mental, en sus bienes y en sus derechos 
colectivos a la seguridad, la tranquilidad y la salubridad pública y a gozar de un ambiente 
                                               
17 Artículo 1, Decreto 1523 de 2012. 
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sano, frente a posibles desastres o fenómenos peligrosos que amenacen o infieran daño 
a los valores enunciados”, y el principio del interés público o social, en el cual “en toda 
situación de riesgo o de desastre, el interés público o social prevalecerá sobre el interés 
particular”. 
Dentro de las definiciones contenidas en el decreto cabe resaltar la de intervención 
correctiva, correspondiente “al proceso cuyo objetivo es reducir el nivel de riesgo existente 
en la sociedad a través de acciones de mitigación, en el sentido de disminuir o reducir las 
condiciones de amenaza, cuando sea posible, y la vulnerabilidad de los elementos 
expuestos”. 
Un aspecto muy importante que se establece en el Decreto 1523 de 2012 es que las 
Corporaciones Autónomas Regionales apoyarán a las entidades territoriales de su 
jurisdicción ambiental en “todos los estudios necesarios para el conocimiento y la 
reducción del riesgo y los integrarán a los planes de ordenamiento de cuencas, de gestión 
ambiental, de ordenamiento territorial y de desarrollo”. 
El Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres es “el conjunto de entidades 
públicas, privadas y comunitarias, de políticas, normas, procesos, recursos, planes, 
estrategias, instrumentos, mecanismos, así como la información referente a la temática, 
que se aplica de manera organizada para garantizar la gestión del riesgo en el país”. 18 
El objetivo general del Sistema corresponde a “llevar a cabo el proceso social de la 
gestión del riesgo con el propósito de ofrecer protección a la población en el territorio 
nacional, mejorar la seguridad, el bienestar y la calidad de vida y contribuir al desarrollo 
sostenible”. 
Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo 2010 - 2014 contiene un capítulo dedicado 
a la gestión del riesgo denominado “Gestión del riesgo de desastres: buen gobierno para 
comunidades seguras”, el cual establece que “para garantizar la sostenibilidad del 
desarrollo económico y social del país, resulta prioritaria la integración más efectiva del 
riesgo en las políticas, planes y proyectos y la ejecución de acciones orientadas a su 
conocimiento e intervención”. 
Así mismo, determina y reconoce la problemática asociada al riesgo como “un tema 
relacionado con la forma de uso, ocupación y transformación del espacio físico ambiental 
                                               
18 Artículo 5, Decreto 1523 de 2012. 
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del territorio”, y establece que las acciones consignadas en el capítulo de referencia “se 
orientan a evitar la configuración de escenarios de riesgo, reducir el existente y minimizar 
los impactos asociados a los desastres sobre la población”. 
2.3.6. Zonificación, ordenamiento ambiental y ordenamiento 
territorial 
El Código de 1974, define que para la adecuada protección del ambiente y de los 
recursos naturales, “el Gobierno Nacional establecerá políticas y normas sobre 
zonificación, y los departamentos y municipios tendrán sus propias normas de 
zonificación, sujetas a las del orden nacional”. 
Como regla de la actividad administrativa del Código de 1974, se precisa que entre 
otros puntos, “se zonificará el país y se delimitarán áreas de manejo especial que 
aseguren el desarrollo de la política ambiental y de recursos naturales”. 
Como funciones del Ministerio de Ambiente definidas en la Ley 99 de 1993, se tienen 
“formular la política nacional en relación con el medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, y establecer las reglas y criterios de ordenamiento ambiental de uso del 
territorio, además de preparar, con la asesoría del Departamento Nacional de planeación, 
DNP, los planes, programas y proyectos que en materia ambiental, o en relación con los 
recursos naturales renovables y el ordenamiento ambiental del territorio, deban 
incorporarse a los proyectos del Plan Nacional de Desarrollo”. Igualmente, “expedir y 
actualizar el estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio para su apropiado 
ordenamiento y las regulaciones nacionales sobre el uso del suelo en lo concerniente a 
sus aspectos ambientales”. 
La Ley 99 de 1993 define el ordenamiento ambiental del territorio, como “la función 
atribuida al Estado de regular y orientar el proceso de diseño y planificación del uso del 
territorio y de los recursos naturales renovables”. Allí mismo, se establece que “el IDEAM 
será el encargado de definir las bases técnicas para clasificar y zonificar el uso del 
territorio nacional para los fines de la planificación y el ordenamiento del territorio”. 
Las funciones de los municipios, de los Distritos y del distrito Capital en relación con el 
tema en cuestión, corresponden a “dictar, dentro de los límites establecidos por la ley, las 
disposiciones superiores, las normas de ordenamiento territorial del municipio y las 
regulaciones sobre usos del suelo”. 
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En la Ley 388 de 1997, de ordenamiento territorial, se definen como objetivos “el 
establecimiento de los mecanismos que permitan promover el ordenamiento del territorio, 
velar por la creación y la defensa del espacio público, así como la protección del medio 
ambiente y la prevención de desastres, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida 
de sus habitantes”. 
El ordenamiento territorial constituye “el conjunto de objetivos, directrices, políticas, 
estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y 
administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo”. 19 
Los planes de ordenamiento territorial contemplan tres componentes, el componente 
general, el componente urbano y el componente rural. El primero está constituido por “los 
objetivos, estrategias y contenidos estructurales de largo plazo”, el segundo está 
constituido por “las políticas, acciones, programas y normas para encauzar y administrar 
el desarrollo físico urbano”, y el último está constituido por “las políticas, programas y 
normas para orientar y garantizar la adecuada interacción entre los asentamientos rurales 
y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización del suelo”. 
El ordenamiento del territorio tiene por objeto “dar a la planeación económica y social su 
dimensión territorial”, tal como se menciona en el Decreto 879 de 1998. 
En 1998 también se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de 
ordenamiento territorial, pues se establece que “es deber del Estado velar por la 
protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual 
prevalece sobre el interés particular”. 
Con la creación en 2007 del SIRH, se establecen como objetivos, entre otros, “facilitar 
los procesos de planificación y ordenación del recurso hídrico”. En este mismo año, se 
reglamentan las disposiciones referentes al ordenamiento del suelo rural, definiendo que 
“en el componente rural del plan de ordenamiento y en su cartografía, se deberán 
delimitar las categorías de uso del suelo contenidas en el Decreto 3600 de 2007, 
definiendo los lineamientos de ordenamiento”. 
                                               
19 Artículo 9, Ley 388 de 1997. 
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2.3.7. Áreas de manejo especial 
El Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente, establece que se podrán adquirir bienes de propiedad privada para diferentes 
fines, entre los cuales se encuentra “la conservación y mejoramiento de suelos en áreas 
críticas”, pero no se hace claridad cuáles son ni qué características tienen dichas áreas 
críticas mencionadas, ni de qué clase de mejoramiento se habla. 
En el mismo Código, en el Título II de la Parte 13, se habla de las áreas de manejo 
especial, las cuales son las que se delimitan para “la administración, el manejo y la 
protección del ambiente y de los recursos naturales renovables”. Entre ellas se 
encuentran los distritos de manejo integrado y las áreas de recreación, correspondientes 
a “distritos donde se constituyen modelos de aprovechamiento racional y donde se 
permiten actividades económicas controladas, investigativas, educativas y recreativas”. 
En este punto, es importante tener en cuenta que las zonas de ronda podrían a futuro, 
considerarse como áreas de manejo especial, por cuanto las características de las 
mismas. 
También se encuentran las cuencas hidrográficas y los distritos de conservación de 
suelos, los cuales corresponden “al área que se delimita para someterla a manejo 
especial orientado a la recuperación de suelos alterados o degradados o a la prevención 
de fenómenos que causen alteración o degradación en áreas especialmente vulnerables 
por sus condiciones físicas o climáticas o por la clase de utilidad que en ellas se 
desarrolla, así como el sistema de parques nacionales”. 
La Ley 388 de 1997, de ordenamiento territorial, establece como clasificación del suelo, 
dada por los planes de ordenamiento territorial, el territorio de los municipios y distritos en 
“suelo urbano, rural y de expansión urbana”. Al interior de éstas categorías se establecen 
las clases de suelo suburbano y de protección. 
Con respecto al suelo de protección, éste se constituye por las zonas y áreas de terreno 
localizadas dentro de cualquiera de los territorios mencionados anteriormente, que “por 
sus características geográficas, paisajísticas o ambientales, o por formar parte de las 
áreas de amenazas y riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos, 
tiene restringida la posibilidad de urbanizarse”. 
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Con respecto al suelo de protección, resulta conveniente establecer que la zona de 
ronda de la que habla la normatividad colombiana debería encontrarse dentro de ésta 
categoría. 
La Constitución Política de Colombia, en su artículo 79 establece que “es deber del 
Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial 
importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines”. 
En la normatividad colombiana no se hace una aclaración explícita de que la ronda 
hidráulica se considere como un área de manejo especial. 
2.3.8. Asentamientos humanos, condiciones habitacionales 
El Código Nacional de Recursos Naturales, regula entre otros asuntos, las condiciones 
de vida resultantes de asentamientos urbanos o rurales. Así mismo, considera como 
factores que deterioran el ambiente, entre otros, “la concentración de población humana 
urbana o rural en condiciones habitacionales que atenten contra el bienestar y la salud”. 
En el año de 1993, cuando se crea el Ministerio de Medio Ambiente, se establece 
dentro de los principios generales ambientales, que “las políticas de población tendrán en 
cuenta el derecho de los seres humanos a una vida saludable y productiva en armonía 
con la naturaleza”. Así mismo, dentro de las funciones del Ministerio se encuentran la de 
“formular, conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Económico, la política nacional 
de asentamientos humanos y expansión urbana, y determinar las normas ambientales 
mínimas y las regulaciones de carácter general sobre medio ambiente a las que deberán 
sujetarse los centros urbanos y asentamientos humanos”. 
La Ley 388 de 1997, tiene como uno de sus objetivos “el ordenamiento del territorio 
para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes”, y como función 
pública, busca “mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos 
naturales”. Así mismo, como objeto del ordenamiento territorial, se tiene “determinar las 
zonas no urbanizables que presenten riesgos para la localización de asentamientos 
humanos, por amenazas naturales, o que de otra forma presenten condiciones insalubres 
para la vivienda”. 
Dentro del contenido del componente general del plan de ordenamiento, se tiene “la 
determinación y ubicación en planos de las zonas que presenten alto riesgo para la 
localización de asentamientos humanos, por amenazas o riesgos naturales o por 
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condiciones de insalubridad”. Dentro del componente rural, se tienen “las políticas de 
mediano y corto plazo sobre ocupación del suelo en relación con los asentamientos 
humanos localizados en estas áreas”. Como uno de los contenidos de los planes básicos 
de ordenamiento, se tiene “el inventario de las zonas que presentan alto riesgo para la 
localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales o por condiciones de 
insalubridad”. 
Mediante el Decreto 879 de 1998 se establece que “el ordenamiento del territorio tendrá 
en consideración la utilización óptima de los recursos naturales, económicos y humanos 
para el logro de una mejor calidad de vida”. 
La Resolución 618 de 2003 del DAMA, hoy Secretaria Distrital de Ambiente, establece 
que “se declararán los estados de alarma ambiental cuando se presente la concentración 
de población humana urbana o rural en condiciones habitacionales que atenten contra el 
bienestar y la salud”. 
En 2007, se establece mediante el Decreto 3600 que “en el componente rural del plan 
de ordenamiento territorial se podrá incluir la localización prevista para los equipamientos 
de salud, educación, bienestar social, cultural y deporte”. 
En 2008 con el Decreto 462, se define como condición del suelo de protección “la 
salubridad y la seguridad, que minimice los riesgos para la vida humana derivados de la 
calidad y estabilidad del agua, el aire, el suelo, las geoformas, el clima”, etc. 
La política nacional para la gestión del riesgo de desastres de 2012, define que “la 
gestión del riesgo constituye una política de desarrollo indispensable para lograr la 
seguridad territorial y mejorar la calidad de vida de las poblaciones”, y por lo tanto está 
asociada con la planificación. 
En la Constitución Política de Colombia se reconocen como derechos colectivos y del 
ambiente, entre otros, el gozar de un ambiente sano. 
El anterior panorama muestra que las condiciones habitacionales de la población 
colombiana constituyen uno de los puntos más importantes de intervención del Estado, en 
cuanto a que representan el bienestar y la salud en todos los aspectos de las poblaciones 
del territorio nacional. 
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2.3.9. Manejo y control de inundaciones 
En el Código de Recursos Naturales, se establece que “se podrán adquirir bienes de 
propiedad privada para la ejecución de obras de control de inundaciones, pero 
restringidas a la construcción, rehabilitación o ampliación de distritos de riego”, pero no se 
hace referencia a la adquisición de los mismos para la recuperación de las zonas de 
ronda, en aras de manejar o llegar a controlar las inundaciones, pues el sentido que se le 
da a las rondas hidráulicas en la normatividad colombiana es puramente para la 
protección del medio ambiente. 
Con respecto a las obras hidráulicas, el mismo Código permite “la construcción de 
obras de defensa con carácter provisional en caso de crecientes extraordinarias y sin 
permiso previo, dando aviso dentro de los seis días siguientes a la iniciación de dichas 
obras, las cuales deberán ser demolidas una vez pasado el peligro, por parte de quienes 
resulten favorecidas con ellas”; este punto genera como inquietud si las autoridades 
competentes tienen la capacidad y la voluntad para ejercer control sobre dichas 
construcciones en el caso en que éstas ocupen los cauces, generen contaminación 
ambiental o afectación en general a los procesos fluviales, o si los habitantes de los 
territorios afectados se pudieran aprovechar de dichas concesiones y las obras se 
construyan con carácter permanente. 
La Ley 99 de 1993 determina como una de las funciones de las entidades territoriales 
“promover, cofinanciar o ejecutar en coordinación con los entes directores del Sistema 
Nacional de Adecuación de Tierras y con las Corporaciones Autónomas Regionales”, 
entre otras, “obras y proyectos de recuperación de tierras, defensa contra las 
inundaciones y regulación de cauces o corrientes de agua, para el adecuado manejo y 
aprovechamiento de cuencas hidrográficas”. 
Con la creación de Cormagdalena en 1994, se decretó como una de las funciones y 
facultades de la Corporación, promover la ejecución o ejecutar directamente, o en asocio 
con otros entes públicos y privados, proyectos de adecuación de tierras y control de 
inundaciones. 
2.3.10. Desarrollo económico y social 
El Código de Recursos Naturales, define que “las prioridades referentes a los diversos 
usos y al otorgamiento de permisos, concesiones o autorizaciones sobre un mismo 
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recurso, serán establecidas para cada región del país, según necesidades de orden 
ecológico, económico y social”. Así mismo, establece que “siempre deberá tenerse en 
cuenta la necesidad de atender los asuntos relacionados con la subsistencia de los 
moradores de la región, y a su desarrollo económico y social”. 
El Decreto 1541 de 1978 tiene por finalidad reglamentar las normas relacionadas con el 
recurso agua en todos sus estados, comprendiendo como uno de sus aspectos relevantes 
el dominio de las aguas, cauces y riberas, y normas que rigen su aprovechamiento, “con 
el fin de asegurar el desarrollo humano, económico y social, destacando el interés general 
de la comunidad”. 
El anterior Decreto establece también con respecto a la conservación y preservación de 
las aguas y sus cauces, que “las personas que realicen obras, trabajos, o actividades que 
requieran uso de las aguas o sus lechos o cauces, deberán establecer mediante estudios 
ecológicos y ambientales la posible incidencia de la obra o actividad en la calidad de la 
vida o en las condiciones económicas, sociales y culturales de los habitantes del sector o 
de la región en donde pretende desarrollarse”. 
La Ley 388 de 1997 define como concepto de ordenamiento del territorio municipal y 
distrital, “el conjunto de acciones político administrativas y de planificación física 
emprendidas por los municipios, los distritos y las áreas metropolitanas, para disponer de 
instrumentos eficientes para orientar el desarrollo del territorio, y regular, entre otras 
cosas, la ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo 
socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y 
culturales”. 
La PNGIRH en su marco conceptual establece que “la GIRH busca orientar el 
desarrollo de políticas públicas en materia de recursos hídricos, a través de una 
coordinación entre el desarrollo económico y social y la protección de los ecosistemas”. 
Uno de los principios sobre los cuales se fundamenta la PNGIRH corresponde al 
“Factor de desarrollo”, en el cual “el agua se considera un recurso estratégico para el 
desarrollo social, cultural y económico del país, por su contribución a la vida, a la salud, al 
bienestar, a la seguridad alimentaria y al mantenimiento y funcionamiento de los 
ecosistemas”. 
El fenómeno de la Niña 2010-2011 generó que se declarara el “estado de emergencia 
económica, social y ecológica en todo el territorio nacional con el fin de impedir la grave 
calamidad pública e impedir la extensión de sus efectos”, mediante el Decreto 4580 de 
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2010. Así mismo, por las consecuencias de éste suceso se creó el Fondo de Adaptación 
mediante el Decreto 4819 de 2010, cuyo objeto corresponde a “la recuperación, 
construcción y reconstrucción de las zonas afectadas por el fenómeno de la Niña”, y la 
finalidad del Fondo es, entre otras cosas, “impedir definitivamente la prolongación de sus 
efectos, con acciones tendientes a la mitigación y prevención de riesgos y a la protección 
de la población de las amenazas económicas, sociales y ambientales” que sin duda se 
generan como consecuencia de los efectos de este tipo de fenómenos naturales en el 
país. 
El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para todos”, establece que para 
lograr un desarrollo sustentable es necesario “articular los planes de ordenamiento y 
gestión ambiental y en general, incorporar la planificación y gestión de desarrollo territorial 
de manera explícita e integral y con visión de largo plazo”. 
Según el recorrido anterior en la revisión de la normatividad en esta línea temática, el 
desarrollo económico y social de nuestra sociedad está completamente ligado a la 
ordenación de nuestro territorio y al respeto a los procesos naturales, por lo tanto, el 
concepto de ronda cobra mucha importancia desde el punto de vista de esta dimensión. 
2.3.11. Sistemas de información ambiental 
El Código Nacional de Recursos Naturales de 1974 define que “se organizará y 
mantendrá al día un sistema de información ambiental, con los datos físicos, económicos, 
sociales, legales, y en general, los concernientes a los recursos naturales renovables y al 
medio ambiente, mediante el cual se procesará y analizará como mínimo, información 
cartográfica, hidrometeorológica, geológica”, entre otra. En éste, “serán inscritos en un 
registro pormenorizado las concesiones, las autorizaciones y permisos para el uso de los 
recursos naturales y así mismo, se hará el censo de las aguas en predios de propiedad 
privada”. Igualmente, “se organizarán servicios de representación cartográfica de los 
recursos naturales renovables de dominio público”. 
Mediante el Decreto 1541 de 1978 se establece que “las entidades del orden nacional, 
departamental, regional o municipal que utilicen aguas públicas o sus cauces, deberán 
suministrar la información que se les solicite sobre los datos necesarios para el registro y 
censo, así como para la representación cartográfica. Dicho registro estará organizado por 
cuencas hidrográficas, subcuencas o sectores de cuencas”. De esta manera, “el 
2 Normatividad colombiana 37 
 
 
Inderena20, el Instituto de Investigaciones Geológico Mineras, Ingeominas, hoy Servicio 
Geológico Colombiano, y el Instituto Colombiano de Hidrología, Meteorología y 
Adecuación de Tierras, Himat, hoy Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales - IDEAM, levantarán la representación cartográfica del recurso hídrico”. 
En el año de 1993, mediante la Ley 99, se organiza el Sistema Nacional Ambiental – 
SINA, para “el manejo ambiental del país, cuyos componentes y su interrelación definen 
los mecanismos de actuación del Estado”. 
“El SINA es el conjunto de orientaciones, normas, actividades, recursos, programas e 
instituciones que permiten la puesta en marcha de los principios generales ambientales 
contenidos en la Ley 99 de 1993”. 
En 1994 se reglamenta el SINA mediante el Decreto 1600, y se define el Sistema de 
Información Ambiental como “el conjunto de datos, estadísticas, información, modelos, y 
la información documental y bibliográfica, y los protocolos que regulen el acopio de la 
información ambiental, el cual será dirigido y coordinado por el IDEAM”. Como función 
tiene “proveer la información disponible a las entidades pertenecientes al SINA, al sector 
productivo y la sociedad”. 
En 2007 se crea el Sistema de Información del Recurso Hídrico – SIRH, que es “el 
conjunto que integra y estandariza el acopio, registro, manejo y consulta de datos, bases 
de datos, estadísticas, modelos, etc., que facilita la gestión integral del recurso hídrico”. 
Uno de los principios sobre los cuales se fundamenta la PNGIRH corresponde a 
“Información e investigación”, en el cual “el acceso a la información y la investigación son 
fundamentales para la gestión integral del recurso hídrico”. 
Con respecto a este punto, en el proceso de recopilación de la información topográfica, 
batimétrica, fluviomorfológica, hidráulica, hidrológica, y demás, para el desarrollo de la 
presente tesis, se presentaron inconvenientes para acceder a dicha información, pues 
muchas de las solicitudes no fueron respondidas de manera oportuna, o la respuesta fue 
negativa, argumentando que en sus bases de datos no contaban con lo solicitado, que no 
era de su competencia, o que por la protección de la información no la facilitaban. De esta 
manera, ninguna de las entidades hizo alusión a los sistemas de información como el 
                                               
20 El Ministerio de Ambiente con su creación mediante el Ley 99 de 1993 reemplazó en funciones al 
Inderena. 
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SINA o como el SIRH como fuentes de información al que se pudiera acudir para acceder 
a esta información. 
2.3.12. Derechos adquiridos por particulares, permisos y 
concesiones 
El Código Nacional de los Recursos Naturales establece que “los recursos naturales 
que se encuentren dentro del territorio nacional pertenecen a la nación, sin perjuicio de los 
derechos adquiridos por particulares”. Así mismo, define que “el derecho a usar los 
recursos naturales renovables puede ser adquirido por ministerio de la ley, permiso, 
concesión y asociación”. En éste mismo Código, se aclara que “todos los habitantes del 
territorio Nacional, sin que necesiten permiso, tienen derecho de usar gratuitamente y sin 
exclusividad los recursos naturales de dominio público, para satisfacer sus necesidades 
elementales, las de su familia y las de sus animales de uso doméstico, en cuanto con ello 
no se violen las disposiciones legales o los derechos de terceros”. 
Igualmente, el Código establece que “se podrá conceder permiso para el uso temporal 
de partes limitadas de recursos naturales renovables de dominio público”. 
En cuanto a las restricciones y limitaciones al dominio privado y al uso de los recursos 
naturales de interés social, se establece en el Código que “cualquier particular puede 
solicitar la imposición de limitación al dominio público o servidumbre sobre los inmuebles 
de propiedad privada, cuando prevalezca el interés general sobre el particular. Dicha 
limitación podrá ser intervenida por las autoridades de policía para hacerla efectiva”. 
El artículo 83 del Código, establece que “salvo derechos adquiridos por particulares, 
son bienes inalienables e imprescriptibles del Estado, el cauce natural de las corrientes, el 
lecho de los depósitos naturales de agua, las playas fluviales y una franja paralela a la 
línea de mareas máximas o a la del cauce permanente de ríos y lagos, de hasta treinta 
metros de ancho”. En éste punto ya se empieza a hablar de ronda hidráulica, y de las 
limitaciones al dominio que se tiene con sus componentes, pero no se hace claridad en la 
norma de bajo cuáles derechos adquiridos, los particulares podrán tener dominio de los 
bienes naturales del Estado, y se permite una salvedad que limita sustancialmente las 
restricciones de dominio privado. 
En el Decreto 1541 de 1978, se define que “el derecho al uso de las aguas y de los 
cauces se podrá adquirir de conformidad con el artículo 51 del Decreto-Ley 2811 de 1974, 
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mediante ministerio de la ley, por concesión, por permiso y por asociación”, y dichos 
permisos o concesiones serán otorgados por el Inderena (entidad liquidada). 
“Los usos por ministerio de la ley corresponden a aquellos en que los habitantes usan 
las aguas de uso público, mientras discurran por cauces naturales, para beber, bañarse, 
abrevar animales, lavar ropas”, entre otros similares. 
Mediante la Sentencia C-126 de 1998 de la Corte Constitucional, se analizan algunos 
artículos del Código de los Recursos Naturales de 1974, buscando establecer si dichos 
asuntos van en contravía con lo expuesto en la Constitución Política de Colombia. En tal 
Sentencia, se establece que en épocas recientes, se ha producido una “ecologización” de 
la propiedad privada, por lo cual los propietarios no sólo deben respetar los derechos de 
los miembros de la sociedad de la cual hacen parte, lo cual se conoce como la función 
social de la propiedad, sino que deben respetar los derechos de quienes aún no han 
nacido, es decir, de las generaciones futuras, lo cual es conocido como la función 
ecológica de la propiedad y la idea de desarrollo sostenible. Por lo anterior, el 
ordenamiento del territorio puede imponer mayores restricciones a la apropiación de los 
recursos naturales, con lo cual la noción de propiedad privada sufre importantes cambios 
en la actualidad. 
2.3.13. Posibilidades de variación o de revisión de la 
reglamentación vigente 
El Código de Recursos Naturales del año 1974, en su artículo 157 que corresponde al 
título referente a la administración de las aguas y sus cauces, determina que “cualquier 
reglamentación de uso de aguas podrá ser revisada o variada, por medio de una petición 
de una parte interesada, cuando hayan cambiado las condiciones o circunstancias que se 
tuvieron en cuenta para efectuarla y siempre que se haya oído a las personas que puedan 
resultar afectadas con la modificación”. Este aparte de la norma permite apreciar que 
existe la posibilidad legal de revisar y de ser necesario, complementar la legislación 
ambiental referente al recurso agua, de tal manera que el fortalecimiento de la 
normatividad en relación con la ronda hidráulica podría realizarse bajo este marco legal. 
La Ley 99 de 1993, establece que el Ministerio tendrá algunas “entidades adscritas y 
vinculadas como el IDEAM, el Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander 
Von Humboldt y el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico John Von 
Neumann”, entre otras, y que además contará con el apoyo científico y técnico de los 
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centros de investigaciones ambientales y de las universidades públicas. En el último caso, 
por medio de una investigación como la que se desarrolla en el presente documento. 
Esta misma Ley, en cuanto a los modos y procedimientos de participación ciudadana, y 
específicamente del derecho a intervenir en los procedimientos administrativos 
ambientales, determina que “cualquier persona natural, jurídica o privada, podrá intervenir 
en las actuaciones administrativas iniciadas para la expedición, modificación o 
cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o puedan afectar el medio 
ambiente o para la imposición o revocación de sanciones por el incumplimiento de las 
normas y regulaciones ambientales”. 
Así mismo, establece que “toda persona natural o jurídica tiene derecho a formular 
directamente petición de información en relación con los elementos susceptibles de 
producir contaminación y los peligros que el uso de dichos elementos puede ocasionar a 
la salud humana”. 
En la PNGIRH se destaca que el mecanismo previsto para materializar la Política es un 
plan de acción que se denomina “Plan Hídrico Nacional”, el cual contiene “los planes, 
programas y proyectos detallados para desarrollar cada una de las líneas de acción 
estratégicas para la GIRH y así alcanzar sus objetivos y metas”. Dicho Plan tendrá tres 
etapas: “corto (2014), mediano (2018) y largo plazo (2022) y será formulado de manera 
concertada con los actores clave para la GIRH, reconociendo las diferencias y 
problemáticas propias de cada región del país”. Un ejercicio académico como la presente 
investigación puede llegar a constituirse en una propuesta que contribuya al mejoramiento 
de la gestión integral del recurso hídrico en el mediano o largo plazo. 
Con la adopción de la Política Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres en 
2012, se reglamentan algunas definiciones para la interpretación del Decreto 1523 de 
2012, como lo son “Reglamentación prescriptiva”, entendida como “las disposiciones cuyo 
objetivo es determinar en forma explícita exigencias mínimas de seguridad en elementos 
que están o van a estar expuestos en áreas propensas a eventos peligrosos con el fin de 
preestablecer el nivel de riesgo aceptable en dichas áreas”, y “Reglamentación 
restrictiva”, la cual corresponde a las disposiciones cuyo objetivo es “evitar la 
configuración de nuevo riesgo mediante la prohibición taxativa de la ocupación 
permanente de áreas expuestas y propensas a eventos peligrosos”, lo cual es 
fundamental para la planificación ambiental y territorial sostenible y servirá como 
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herramienta para la formulación de mejoras y complementaciones a la normatividad 
vigente que se busca con el desarrollo de la presente tesis. 
El Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014 establece que “la emergencia invernal 
presentada a finales del año 2010 y a comienzos de 2011, más que un desafío, 
representa la oportunidad”, entre otras cosas, “de adelantar los proyectos de inversión y 
ajustes institucionales y normativos necesarios para que las consecuencias del cambio 
climático y el riesgo de desastres, en los próximos años y para las próximas generaciones 
se pueda prevenir, mitigar o al menos reducir”. El mismo plan determina que “Colombia 
carece hoy de una regulación capaz de incentivar el uso eficiente y la protección de los 
recursos hídricos, así como de un modelo eficaz para el ejercicio de la autoridad 
ambiental tendiente a su administración, control y seguimiento, e instrumentos y 
mecanismos de articulación que viabilicen su ordenamiento y planeación”. 
2.3.14. Ronda hidráulica 
De las 14 líneas temáticas planteadas, la de ronda hidráulica es la más importante 
porque se interrelaciona directamente con las demás, pues todos los contenidos de esos 
13 temas se establecieron como parte integrante de la ronda. 
A continuación se busca precisar el criterio de ronda hidráulica con base en las 
definiciones y consideraciones que se encuentran en la normatividad nacional. 
El Código de Recursos Naturales en su capítulo II, relativo al dominio de las aguas y 
sus cauces, determina en su Artículo 83 que “salvo derechos adquiridos por particulares, 
es un bien inalienable e imprescriptible del Estado una faja paralela a la línea de mareas 
máximas o a la del cauce permanente de ríos y lagos, hasta de treinta metros de ancho”. 
De la misma manera, establece en el mismo artículo que “son bienes inalienables e 
imprescriptibles del Estado los cauces naturales de las corrientes, el lecho de los 
depósitos naturales de agua, las playas marítimas, fluviales y lacustres”, entre otros. 
Al momento de declarar en el Código los bienes del Estado como inalienables e 
imprescriptibles, se dio un paso muy importante para excluir verdaderamente la 
posibilidad de dominio privado sobre tales bienes, pero esto obligó a la norma a dejar una 
salvedad explícita en el Artículo 83, en la cual se expresa que ello se da salvo derechos 
adquiridos por particulares, lo cual se convirtió en una gran limitante de la eficacia de la 
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norma en cuanto al fin de protección del medio ambiente que se proponía conseguir 
(Estudios y Asesorías Ingenieros Consultores, 1989). 
El Decreto 1541 de 1978 en su capítulo II referente al dominio de los cauces y riberas, 
establece en el Artículo 11 que “cauce natural corresponde a la faja de terreno que 
ocupan las aguas de una corriente al alcanzar sus niveles máximos por efecto de las 
crecientes ordinarias; y por lecho de los depósitos naturales de aguas, el suelo que 
ocupan hasta donde llegan los niveles ordinarios por efecto de lluvias o deshielo”. 
En el Artículo 12, establece que “playa fluvial es la superficie de terreno comprendida 
entre la línea de las bajas aguas de los ríos y aquella a donde llegan éstas, ordinaria y 
naturalmente en su mayor incremento”. Así mismo, establece como “playa lacustre, la 
superficie de terreno comprendida entre los más bajos y los más altos niveles ordinarios y 
naturales del respectivo lago o laguna”. 
En el Artículo 13 se aclara que “para la aplicación del Artículo 12, se entiende por líneas 
o niveles ordinarios las cotas promedio naturales de los últimos quince (15) años, tanto 
para las más altas como para las más bajas, y que para determinar estos promedios, se 
tendrán en cuenta los datos que suministren las entidades que dispongan de ellos y en los 
casos en que la información sea mínima o inexistente, se acudirá a la que puedan dar los 
particulares”. 
El artículo 14 expresa que “para efectos de la aplicación del Artículo 83, letra d, del 
Decreto – Ley 2811 de 1974, cuando el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, 
Incora21, pretenda titular tierras aledañas a ríos o lagos, procederá, conjuntamente con el 
Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente, Inderena (Hoy 
Ministerio de Ambiente), a delimitar la franja o zona a que se refiere el artículo en 
mención, para excluirla de la titulación”. Así mismo, determina que “tratándose de terrenos 
de propiedad privada situados en las riberas de los ríos, arroyos o lagos, en los cuales no 
se ha delimitado la zona a que se refiere el artículo anterior, cuando por mermas, 
desviación o desecamiento de las aguas, ocurridos por causas naturales, quedan 
permanentemente al descubierto todo o parte de sus cauces o lechos, los suelos que los 
                                               
21El Gobierno Nacional ordenó la supresión del Incora, entre otros Institutos, mediante Decreto 1300 de 
2003, por lo cual se hizo necesario crear una entidad de desarrollo agropecuario y rural, que cumpliera con 
los objetivos de las entidades suprimidas. De este modo, mediante el mismo Decreto se crea el Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER. 
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forman no accederán a los predios ribereños sino que se tendrán como parte de la zona o 
franja a que alude el Artículo 83, letra d, del Decreto – Ley 2811 de 1974, que podrá tener 
hasta treinta (30) metros de ancho”. 
El artículo 15 establece que “lo relacionado con la variación de un río y formación de 
nuevas islas se regirá por lo dispuesto en el título V, capítulo II del libro II del Código Civil, 
teniendo en cuenta lo dispuesto en el Artículo 83, letra d, del Decreto – Ley 2811 de 
1974”. Al respecto, el Código Civil establece que “si un río varía de curso, los propietarios 
riberanos podrán, con el permiso de la autoridad competente, hacer las obras necesarias 
para restituir las aguas a su acostumbrado cauce”. Así mismo, con respecto a las nuevas 
islas, determina que “éstas se tomarán como parte del cauce o lecho, mientras sean 
ocupadas y desocupadas alternativamente por las aguas en sus periodos altos y bajos, y 
no accederán entretanto a las heredades riberanas, y que la nueva isla que se forme en el 
cauce de un río accederá a las heredades de aquella de las dos riberas a que estuvieren 
más cercana toda la isla”. 
El artículo 16 define que “la adjudicación de baldíos excluye la adjudicación de las 
aguas que contengan o corran por ellos, las cuales continúan perteneciendo al dominio 
público”. 
El Artículo 17 establece que “el dominio privado de aguas reconocido por el Decreto – 
Ley 2811 de 1974 y por este reglamento, debe ejercerse en función social, y estará sujeto 
a las limitaciones y demás disposiciones establecidas por el Código Nacional de los 
Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente y por el Decreto 1541 
de 1978”. 
La siguiente norma que hace referencia a rondas hidráulicas se expide hasta el año de 
1998, la cual corresponde al Decreto 1504 de 1998, mediante el cual se reglamenta el 
manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial. En dicho acto 
administrativo, en el capítulo I relativo a las disposiciones generales, se establece en el 
Artículo 5 que “el espacio público está conformado por el conjunto de los elementos 
constitutivos y complementarios, y dentro de los elementos constitutivos se encuentran los 
naturales, los cuales están conformados a su vez por las áreas para la conservación y 
preservación del sistema hídrico, donde se destacan los elementos naturales relacionados 
con corrientes de agua, tales como cuencas y microcuencas, manantiales, ríos, 
quebradas, arroyos, playas fluviales, rondas hídricas. 
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El artículo anterior determina como “elementos artificiales o construidos los 
relacionados con corrientes de agua, tales como canales de desagüe, alcantarillas, 
aliviaderos, diques, presas, represas, rondas hídricas, zonas de manejo y protección 
ambiental. 
El Decreto 141 de 2011 pretendía realizar ciertas modificaciones a algunas de las 
Corporaciones Autónomas Regionales de Colombia, como lo era la fusión de las mismas 
o su estructuración, y se realizó en dicho acto administrativo un análisis de las causas que 
llevaron a sufrir las consecuencias de la ola invernal 2010 – 2011, resaltando que “los 
eventos catastróficos producto del fenómeno de La Niña 2010 – 2011 evidenciaron falta 
de coordinación institucional entre las entidades ambientales y los entes territoriales, por 
cuanto la indebida ocupación del territorio en zonas de riesgo tales como rondas y playas 
de los ríos y quebradas a lo largo del territorio nacional”, entre otros aspectos, “existiendo 
negligencia por parte de las autoridades ambientales en el ejercicio de sus funciones de 
policía que la ley les impone, para la vigilancia, cuidado y recuperación de áreas de 
especial importancia ecológica y de seguridad de las poblaciones ribereñas”. Dicho 
decreto fue declarado inexequible mediante la Sentencia C-276 de 2011 de la Corte 
Constitucional, por cuanto se consideró que, entre otras cosas, se estaba vulnerando la 
autonomía de las Corporaciones Ambientales que les concede la Constitución Política de 
Colombia. 
La Ley 1450 de 2011 por medio de la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2010 – 2014, determina en su Artículo 20622, el cual hace parte del capítulo 
correspondiente a sostenibilidad ambiental y prevención del riesgo, que “corresponde a 
las Corporaciones Autónomas Regionales, los grandes centros urbanos y los 
establecimientos públicos ambientales, efectuar en el área de su jurisdicción y en el 
marco de sus competencias, el acotamiento de la faja paralela a los cuerpos de agua a 
que se refiere el literal d) del Artículo 83 del Decreto – Ley 2811 de 1974 y el área de 
protección o conservación aferente, para lo cual deberán realizar los estudios 
correspondientes, conforme a los criterios que defina el Gobierno Nacional”.  
                                               
22 Según el concepto dado por el MADS mediante oficio con número consecutivo 8230-E2-14739, la 
Dirección de Gestión Integral del Recurso Hídrico se encuentra reglamentando éste artículo, debido a que el 
MADS está finalizando la Guía Técnica para el Acotamiento de Rondas Hídricas, la cual será reglamentada 
mediante decreto y contendrá los criterios técnicos que deberán utilizar las Corporaciones Autónomas 
Regionales para el desarrollo de esta actividad. 
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El Plan Nacional de Desarrollo en su capítulo correspondiente a sostenibilidad 
ambiental y prevención del riesgo, realiza un análisis de la gestión ambiental del país, y 
establece que “a pesar de los esfuerzos hechos en los últimos quince años por incorporar 
la dimensión ambiental en el ordenamiento territorial del país, los resultados son aún 
incipientes, debido a que no existen los suficientes instrumentos y herramientas para 
visibilizar y aplicar todos los determinantes ambientales en el ordenamiento del territorio. 
Tal es el caso de la indefinición de límites de las zonas de ronda y de la estructura 
ecológica principal”, entre otros, “las cuales una vez disponibles a escalas generales, 
requerirán con urgencia mayor precisión y su incorporación en el ordenamiento y la 
planificación”. Así mismo, determina que “la falta de delimitación de las rondas y franjas 
de protección de los ríos, así como la falta de determinación de las cotas máximas de 
inundación, ha generado conflictos en la ordenación del territorio”. 
El Decreto 1640 de 2012 establece “los instrumentos para la planificación, ordenación y 
manejo de las cuencas hidrográficas y acuíferos”, en donde determina en su Artículo 19 
que “la ordenación de las cuencas se hará teniendo en cuenta, entre otros puntos, los 
ecosistemas y zonas que la legislación ambiental ha priorizado en su protección, tales 
como las rondas hídricas”. Así mismo, establece en el Artículo 28 que “dentro de las fases 
de elaboración del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca Hidrográfica - POMCA, se 
deberán considerar los instrumentos de planificación, entre los cuales se encuentra la 
delimitación de las rondas hídricas”. 
Igualmente, en el Artículo 35 se estipula que “en la fase de formulación se deberán 
definir e identificar los recursos naturales renovables que deben ser objeto de 
planificación y/o administración por parte de las autoridades ambientales competentes, 
entre los cuales se encuentran los cuerpos de agua priorizados23 para la definición de 
ronda hídrica”. 
El Artículo 46 determina que es función de las Comisiones Conjuntas, las cuales son los 
órganos encargados de “concretar y armonizar el proceso de ordenación y manejo de 
cuencas hidrográficas comunes entre dos o más Corporaciones Autónomas Regionales y 
                                               
23 Según el concepto dado por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible mediante oficio con 
número consecutivo 8230-E2-14739 de 23 de mayo de 2013, “Al momento no se han definido criterios 
oficiales para la priorización de cuerpos de agua. Estos se incluirán en el decreto a través del cual se 
expedirá la Guía técnica para el acotamiento de rondas.” 
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de Desarrollo Sostenible”, “recomendar las directrices para la planificación y 
administración de los recursos naturales renovables de la cuenca hidrográfica, teniendo 
como instrumento, entre otros, el acotamiento de las rondas hídricas”. 
En la Figura 2-5 se presenta esquemáticamente la definición de ronda hidráulica con 
base en lo establecido en el Decreto – Ley 2811 de 1974 y el Decreto 1541 de 1978. 
Se aclara que para la determinación del cauce natural a partir del cual se medirán hasta 
los 30 metros que define la normatividad, se tendrán en cuenta los niveles máximos 
ordinarios, los cuales hacen referencia al promedio de los últimos 15 años de los registros 
de caudales o niveles máximos anuales que se disponen en las estaciones del IDEAM 
que cuentan con este tipo de registros. 
Figura 2-5:  Definición general de Ronda 
 
Fuente: (Duque & Ordoñez) 
 
2.4. Planteamiento del problema en torno a la 
definición de ronda hidráulica 
A continuación se presenta el análisis de la definición de ronda que se encuentra en la 
normatividad colombiana vigente. 
En primer lugar, el término de ronda no se encuentra explícitamente en la normatividad 
colombiana sino hasta el año de 1998, donde no se da ninguna referencia de cómo se 
debe calcular o definir, sino que únicamente se menciona como un elemento que hace 
parte del espacio público. En este sentido, el término “ronda” no se utiliza en las normas 
que contienen las definiciones y los elementos para su delimitación, como es el caso del 
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Artículo 83 del Decreto – Ley 2811 de 1974 o los Artículos del Decreto 1541 de 1978. Las 
demás consideraciones de la norma sólo se refieren a la ronda como una zona que debe 
determinarse, pero no incluye cuál debe ser la forma. En el año 2011, mediante el Decreto 
1450 por medio del cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, se establece que será 
tarea de las Corporaciones Autónomas Regionales la delimitación de la franja de hasta 30 
metros que se define en el Código de Recursos Naturales Renovables, más el área de 
protección y conservación adyacente. Ante esto, no se especifica cuál es, ni cómo debe 
determinarse dicha área de protección o conservación, ni cuáles características tiene. 
Ante la definición de la franja que hace parte del dominio público de hasta treinta metros 
de ancho, el término “hasta” permite definir todo un rango que puede ir desde unos 
centímetros hasta los 30 metros, generando ambigüedades al momento de aplicar la ley 
que dependerán de los intereses que medien al momento de realizar dicha determinación. 
El Código de Recursos Naturales determina que la franja de hasta 30 metros que 
corresponde a la ronda es de dominio público, inalienable e imprescriptible, salvo cuando 
se tienen derechos adquiridos. Dicho Código establece al mismo tiempo, tal como se 
puede apreciar en la línea temática Dominio público (línea tres), que los recursos 
naturales renovables y los elementos ambientales que se encuentren dentro del territorio 
nacional pertenecen a la nación, sin importar los derechos legítimamente adquiridos por 
personas particulares. Las dos afirmaciones mencionadas anteriormente resultan 
contrarias y generan confusión sobre si finalmente se reconocen o no los derechos que 
hayan adquirido particulares sobre esta zona. 
El Decreto 1541 de 1978 contiene las definiciones de cauce natural, lecho y playa para 
la delimitación de la ronda, estableciendo cómo se compone cada uno de estos elementos 
mediante variables como los niveles máximos, las crecientes ordinarias, las bajas aguas 
de los ríos, el mayor incremento, pero no se especifica cómo se calcula cada una de éstas 
variables, dejando un vacío de precisión lo cual permite que la norma se interprete de 
diversas maneras y que no se siga una directriz especifica. En este punto cabe mencionar 
que para el presente trabajo, se radicaron varias consultas en el Ministerio de Ambiente 
preguntando por la definición de dichas variables, pero todas las respuestas remitían 
nuevamente a la norma en forma textual, dejando sin responder la consulta realizada. 
Para la determinación de los niveles ordinarios de los que habla el Decreto 1541 de 
1978, se especifica que se tendrá en cuenta el promedio de las cotas naturales de los 
últimos 15 años disponible en alguna entidad competente, y que cuando ésta información 
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sea mínima o no exista, se acudirá a los particulares. En este punto es necesario aclarar 
que muy pocas corrientes de agua en Colombia cuentan con información de niveles o 
caudales medida directamente sobre la corriente, pues éstas no se encuentran 
instrumentadas para realizar dichas mediciones, lo cual se convierte en un gran limitante 
al momento de aplicar a ley, pues no es posible establecer tal promedio. Así mismo, los 
particulares muchas veces son muy reservados con la información que levantan durante 
sus trabajos por los costos que esto les representó, de tal manera que es muy difícil poder 
acceder a dicha información. 
Cuando se pretenden titular tierras aledañas a los ríos o lagos, se procede a delimitar la 
franja de hasta 30 metros para excluirla de la titulación según lo determina el Decreto 
1541 de 1978. En este punto surge la pregunta si la diligencia de delimitar la zona de 
ronda se realiza antes de titular las tierras, y debido a que generalmente no se materializa 
en campo dicha delimitación, si se respeta dejar libre la ronda por parte de los particulares 
que quieren obtener posesión de esas zonas. 
El mismo Decreto establece que en los terrenos privados situados en las riberas de los 
ríos y donde no se haya realizado la delimitación de la ronda, cuando se produzcan 
fenómenos naturales como mermas, desviaciones o desecamientos que dejen al 
descubierto los cauces y sus lechos parcial o totalmente, estos suelos no formarán parte 
de la propiedad privada sino que formarán parte de la franja de hasta 30 metros. Pero 
como se evidenció anteriormente, esta franja puede ir desde unos pocos centímetros 
hasta los 30 metros, así que cuando se presenta algún fenómeno como los mencionados, 
como se restringe la delimitación a un valor fijo, los particulares interesados podrán 
apoderarse de la zona que antes era de dominio público. 
El Código Civil establece que cuando se crea una nueva isla, si ésta queda al 
descubierto permanentemente, pasará a ser parte del dominio privado de los particulares 
que tengan apropiación de la ribera que se encuentre más cercana a esta zona. Esta 
afirmación permite ver cómo un elemento que claramente pertenece al cauce y hace parte 
del espacio fluvial donde se desarrolla la dinámica de las corrientes, como lo es una isla, 
puede pasar a ser propiedad privada. 
El Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014, determinó que se han generado conflictos 
en la ordenación del territorio debido a la falta de delimitación de las rondas y a la falta de 
determinación de las cotas máximas de inundación. Esta situación se ve reflejada en la 
falta de claridad para definir los niveles máximos ordinarios a partir de los cuales se 
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determina el cauce natural desde el cual se miden hasta los 30 metros de zona de ronda. 
Es decir, es un problema que se ha reconocido pero que hasta el momento no se ha 
subsanado como medida para una adecuando ordenamiento territorial. 
Un esquema que representa la determinación de la zona de ronda es el que se 
presentó en la Figura 2-5, en el cual hay un cauce muy definido, unicanal, a partir del cual 
se puede delimitar la ronda relativamente fácil, pero la norma no establece cuál sería el 
caso de presentarse un cauce por ejemplo trenzado donde predomina la depositación, o 
un cauce muy dinámico que divague constantemente en la planicie de inundación, o 
cuando se presentan avulsiones o cortes de meandros. Para estos escenarios, es 
esencial el análisis de la fluviomorfología del cauce bajo estudio, donde se pueda 
determinar en el tiempo geológico reciente hasta donde se ha movido dicha corriente, cuál 
ha sido el camino que ha seguido y hasta dónde se puede esperar que llegue en el futuro. 
Tampoco es clara la normatividad sobre ronda, con respecto a cómo se debe delimitar 
dicha franja cuando se analizan zonas en cercanías a las desembocaduras en el mar, a 
sabiendas que muchos de los ríos colombianos terminan su recorrido en alguna de las 
dos costas que componen el territorio nacional. 
En la normatividad sobre ronda, al momento de definir el cauce natural, no se tienen en 
cuenta aspectos como los relacionados al análisis morfológico fluvial, ni los concernientes 
a las referencias históricas que puedan existir. 
La normativa colombiana establece la ronda como una zona que se debe reservar para 
la protección ambiental de los cauces, pero en vista de que un gran número de 
asentamientos humanos se localizan en las riberas de los ríos, sería muy apropiado 
integrar también la gestión del riesgo en la delimitación, para que además de proteger los 
recursos naturales renovables, también se protejan las personas y sus bienes. 
Para la delimitación de la zona de ronda se debería considerar toda la serie hidrológica 
de registros que se tengan disponibles sobre la corriente analizada, y no solamente el 
promedio de los últimos 15 años, con el objetivo de generar una coherencia con la 
realidad física que se presenta al momento de evaluar zonas de inundaciones. 
En Colombia no existe un sistema de información que permita que los ciudadanos se 
informen sobre las zonas que deben reservarse para el cuidado del ambiente, el cual 
debería ser de acceso libre por medio de internet. 
La zona de ronda no tiene definida en su normatividad la limitación al uso del suelo 
dentro de dicha franja demarcada, situación que genera posiblemente que se tenga la 
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sensación que esas zonas no cumplen ninguna labor, por lo cual sería valioso que se 
definieran unos usos del suelo en esta franja y unas limitaciones a las actividades que se 
puedan desarrollar dentro de ella. 
2.5. Normatividad a partir del fenómeno de La Niña 
2010-2011 
Como se establece en el Plan Nacional de Desarrollo, los efectos de la ola invernal que 
vivió el país a finales del año 2010 y a comienzos de 2011, cambiaron el rumbo de la 
política ambiental y del riesgo del país. La necesidad de replantear las estrategias de 
prevención en algunos sectores para evitar consecuencias adversas ante futuros eventos 
de origen natural, son algunos ejemplos de los cambios presentados (DNP D. , 2010). 
A continuación de hace un recuento de la normatividad que surgió a partir del fenómeno 
de La Niña 2010 – 2011. 
El 7 de diciembre de 2010 se expidió el Decreto 4579 de 2010, por el cual se declara la 
existencia de una situación de desastre en todo el territorio nacional, pues el Comité 
Nacional para la Prevención y Atención de Desastres estableció que la situación 
presentada a nivel nacional como consecuencia de la ola invernal era constitutiva de 
desastre, por lo tanto emitió concepto favorable para la declaratoria de desastre nacional. 
En el Decreto se establecieron diez líneas de acción para el manejo de la situación de 
desastre, como son: i) Asistencia humanitaria a las familias afectadas, ii) Administración y 
manejo de albergues y/o subsidios de arrendamiento temporal, iii) Agua potable y 
saneamiento básico, iv) Salud integral, control y vigilancia epidemiológica, v) 
Recuperación de vivienda (averiada o destruida), vi) Incentivos del sector agropecuario, 
vii) Reactivación económica y social de la zona, viii) Ordenamiento territorial, ix) Alertas 
tempranas, y x) Obras de emergencias (reforzamiento de terraplenes, obras de control) y 
obras de prevención y mitigación en la zona. 
También el 7 de diciembre se expide el Decreto 4580 de 2010, por el cual se declara el 
estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave calamidad 
pública, por el término de 30 días, con el fin de evitar la grave calamidad pública e impedir 
la extensión de sus efectos. 
El 13 de diciembre de 2010 se expiden los Decretos 4628 y 4629. Mediante el primero 
se declara de urgencia, utilidad pública e interés social la adquisición del derecho de 
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dominio por medio de expropiación por vía administrativa, la cual se usa una vez agotada 
la alternativa de negociación directa, para fines tales como la construcción y la 
reconstrucción de viviendas, la reubicación de asentamientos urbanos y la prevención de 
asentamientos en lugares que presenten grave riesgo, entre otros. Mediante el segundo 
se modifica transitoriamente el artículo 45 de la Ley 99 de 1993, en cuanto a la 
transferencia del sector eléctrico, es decir, que las empresas generadoras de energía 
hidroeléctrica cuya potencia nominal instalada sea superior a 10.000 kilovatios, 
transferirán el 6% de las ventas brutas por generación, del cual el 3% corresponde para 
las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción donde se encuentra 
ubicada la cuenca hidrográfica y el embalse, que será destinado para la construcción de 
obras y actividades para el control de inundaciones, control de caudales, rectificación y 
manejo de cauces, entre otros, y el otro 3% es para los municipios y distritos localizados 
en la cuenca hidrográfica, recursos que sólo podrán utilizarse en proyectos de atención de 
emergencias, proyectos enfocados a la rehabilitación de la prestación del servicio 
afectado con la emergencia. 
El 17 de diciembre se expidió el Decreto 4674 de 2010, por el cual se dictan normas 
sobre evacuación de personas y se adoptan otras medidas, en el cual se asevera que el 
Gobierno Nacional carece de normas precisas relacionadas con la evacuación de 
personas que se encuentran en grave situación de riesgo. En el mismo acto normativo se 
establece en el Artículo segundo que la reducción de desastres corresponde al conjunto 
de actividades preventivas, de preparación, respuesta y recuperación, que se establecen 
con la finalidad de proteger a la población y el medio ambiente, de los efectos destructivos 
naturales producidos por la ola invernal. 
En el Decreto 4702 de 2010, expedido el 21 de diciembre, se modifica la conformación 
de la junta directiva del Fondo de Calamidades y se describe cómo se conformará el 
Comité Nacional para la Atención y Prevención de Desastres. También el 21 de diciembre 
se expidió el Decreto 4703 de 2010, en el cual se decretan medidas sobre fuentes de 
financiamiento en virtud del estado de emergencia económica, social y ecológica 
decretado mediante el Decreto 4580 de 2010. 
La creación del Fondo de Adaptación se reglamenta mediante el Decreto 4819 de 2010, 
expedido el 29 de diciembre del mismo año. Dicho Fondo tiene como objeto la 
recuperación, construcción y reconstrucción de las zonas afectadas por el fenómeno de 
La Niña, el cual estará adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
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El 29 de diciembre se expide el Decreto 4821 de 2010, mediante el cual se adoptan 
medidas para garantizar la existencia de suelo urbanizable para los proyectos de 
construcción de vivienda y reubicación de asentamientos humanos para atender la 
situación de desastre nacional y de emergencia económica, social y ecológica del país. 
En la norma se establece que teniendo en cuenta la recurrencia de eventos registrada en 
las zonas afectadas, se hace indispensable la creación de mecanismos para la 
habilitación del suelo urbanizable para los proyectos de construcción de vivienda y para la 
reubicación de los asentamientos humanos afectados, así como de aquellos que se 
encuentran ubicados en zonas de alto riesgo no mitigable. Las condiciones para la 
construcción y reubicación de viviendas, la ejecución de espacios públicos, entre otros, se 
definirán en lo que se denomina Proyectos Integrales de Desarrollo Urbano – PIDU. 
El 29 de diciembre también se expide el Decreto 4830 de 2010, el cual modifica el 
Decreto 4702 de 2010 mencionado anteriormente. Este día se expide el Decreto 4831 de 
2010, por el cual se destinan recursos para conjurar la crisis e impedir la extensión de los 
efectos causados por el fenómeno de La Niña. Dichos recursos para los proyectos de 
inversión en la rehabilitación, reconstrucción y construcción de obras en las zonas 
afectadas, serán financiados por el Fondo Nacional de Regalías. 
También el 29 de diciembre se expide el Decreto 4832 de 2010, mediante el cual se 
dictan disposiciones sobre viviendas para hacer frente a la emergencia económica, social 
y ecológica nacional. En él se determinan las facultades del Fondo Nacional de Vivienda – 
Fonvivienda y se establecen las características de los subsidios familiares de vivienda. 
El 07 de enero de 2011 se expide el Decreto 020 del mismo año, por el cual se declara 
el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave calamidad 
pública, pero éste se declara inexequible mediante la Sentencia C216 de 2011 de la Corte 
Constitucional, en razón a que para la segunda declaratoria de emergencia se calificaron 
los hechos como nuevos, pero dichos acontecimientos ocurrieron durante la vigencia de la 
primera declaratoria de emergencia (promulgada mediante el Decreto 4580 de 2010), y no 
pueden calificarse como súbitos o imprevisibles, ya que el Gobierno los pudo haber 
atendido de manera eficaz con las potestades extraordinarias que se establecieron 
durante la primera declaratoria de emergencia por los mismos hechos. 
El 20 de enero de 2011 se expide el Decreto 141 de 2011, mediante el cual se 
modifican algunos artículos de la Ley 99 de 1993, que establece específicamente la fusión 
de algunas de las Corporaciones Autónomas Regionales del país. Dicho acto normativo 
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es declarado inexequible mediante la Sentencia C276 de 2011 de la Corte Constitucional, 
en razón a que con dichas disposiciones se consideró que se estaba violando la 
autonomía que la Constitución Política le concede a dichas Corporaciones. 
El anterior recorrido muestra cómo el Gobierno Nacional actúa más de manera reactiva 
que de manera preventiva ante eventos extremos como el que se presentó en el país en 
el año 2010 y en el año 2011. 
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3. Criterios internacionales para la 
delimitación del DPH y la VID 
A continuación se precisan los criterios de Dominio Público Hidráulico – DPH, y de Vía 
de Intenso Desagüe – VID, empleados en España y en Estados Unidos respectivamente. 
3.1. Dominio Público Hidráulico (DPH) - España 
El Dominio Público Hidráulico está constituido por “las aguas continentales, tanto las 
superficiales como las subterráneas, renovables con independencia del tiempo de 
renovación, los cauces de corrientes naturales, los lechos de los lagos y lagunas y los de 
los embalses artificiales en cauces públicos, los acuíferos subterráneos y las aguas 
procedentes de la desalación de agua de mar”. 
3.1.1. Legislación española 
Mediante el Decreto 849 de 198624, se aprobó el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico en España, en el cual se establecieron los conceptos relacionados con la 
delimitación del DPH, entre los cuales se encuentran el cauce natural y las zonas de 
servidumbre y de policía. 
En la Figura 3-1 se muestran esquemáticamente algunas de las consideraciones 
contenidas en el Real Decreto 849 de 1986. 
En el año 2008 se modifica el Reglamento del DPH, debido a que se plantea la 
necesidad de integrar la gestión del riesgo en la normatividad española. Esto se realiza 
                                               
24Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico, que desarrolla los títulos Preliminar, I, IV, V, VI y VII de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de 
Aguas. 
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por medio del Real Decreto 9 de 200825, en donde se establece que el objetivo que 
persigue la gestión del riesgo corresponde a la protección de las personas y los bienes, y 
del medio ambiente, a través de la modificación de la normativa sobre inundaciones. 
Dicha normativa indica que “el enfoque tradicional para afrontar este tipo de riesgo, 
consiste en plantear soluciones estructurales, lo cual ha sido insuficiente y hace 
necesario profundizar en las medidas de gestión del riesgo como instrumento para 
mejorar la protección de la población”. 
Figura 3-1:  Cauce y zonas adyacentes 
 
Fuente: (Magrama, Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, 2013) 
 
Dentro de la reflexión introductoria que se hace en la norma mencionada, se establece 
que “la creciente y rápida presión sobre los cauces, fundamentalmente urbanística, 
reduce día a día el espacio fluvial, incrementa los riesgos frente a las inundaciones y 
afecta la protección medioambiental del dominio público hidráulico”. 
En éste punto, la normativa determina que “el dominio público hidráulico cumple 
funciones ambientales, de protección de los ecosistemas fluviales, de prevención de 
inundaciones y de prestación de otros servicios ambientales”, que hasta la fecha no 
habían sido incorporadas en la normatividad anterior. 
                                               
25Real Decreto 9/2008, de 11 de enero, por el que se modifica el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril. 
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Así mismo, dentro de la reflexión introductoria se expresa con base en lo manifestado 
anteriormente, que existe la necesidad de que la Administración Hidráulica de España 
disponga de una herramienta de gestión que le permita actuar eficazmente contra los 
efectos nocivos de las inundaciones, mediante la cual se pondrá a disposición de los 
ciudadanos la delimitación cartográfica del dominio público hidráulico, la zona de flujo 
preferente (concepto que se explicará posteriormente) y las zonas inundables, lo cual 
tendrá un efecto preventivo que será decisivo para luchar contra las actuaciones que 
producen daños medioambientales al sistema fluvial y riesgos futuros a los ciudadanos. 
El gobierno español pretende con esta modificación aplicar los criterios que en el tema 
han establecido las directivas europeas, lo cual ha obligado a modificar diferentes 
aspectos del Reglamento del Dominio Público Hidráulico, tales como la definición de 
cauce natural, la regulación de las zonas que lo protegen, así como la zona de 
servidumbre y la zona de policía, y la regulación de las zonas inundables. En todos estos 
aspectos, establece la norma, deben incorporarse criterios generales para su protección 
ambiental, garantizando también la protección de las personas y los bienes. 
También se establece en el apartado introductorio de la norma, que la definición de 
cauce vigente en el Reglamento, basada en el concepto de la máxima crecida ordinaria, 
ha sido insuficiente en diversas situaciones, por lo que resulta imprescindible que los 
cauces naturales se definan no sólo a partir de criterios hidrológicos, sino atendiendo 
también a otros criterios, como los geomorfológicos o los ecológicos y teniendo en cuenta 
las referencias históricas disponibles. Igualmente, determina que se deben incorporar 
políticas sobre gestión del riesgo de inundaciones que garanticen la seguridad de los 
ciudadanos, adoptando criterios adecuados de usos del suelo, que permitan la 
laminación de los caudales y de la carga sólida transportada, ampliando en la medida de 
lo posible, el espacio fluvial disponible. 
Por todo lo mencionado anteriormente, se plantea en la norma la elaboración de un 
Sistema Nacional de Cartografía de Zonas Inundables, el cual aportará una información 
muy valiosa para que se tenga en cuenta por las administraciones en el ejercicio de sus 
competencias sobre ordenación del territorio y en la planificación urbanística, el cual será 
imprescindible para incrementar la seguridad de los ciudadanos. 
De esta manera, las definiciones que componen el Real Decreto 9 de 2008 se 
relacionan a continuación. 
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 “Álveo o cauce natural de una corriente continua o discontinua es el terreno cubierto 
por las aguas en las máximas crecidas ordinarias. La determinación de ese terreno 
se realizará atendiendo a sus características geomorfológicas, ecológicas y teniendo 
en cuenta las informaciones hidrológicas, hidráulicas, fotográficas y cartográficas que 
existan, así como las referencias históricas disponibles. 
 Se considerará como caudal de la máxima crecida ordinaria la media de los máximos 
caudales anuales, en su régimen natural producidos durante diez años consecutivos, 
que sean representativos del comportamiento hidráulico de la corriente y que tengan 
en cuenta lo establecido en el apartado 1.” 26 
 “Se entiende por riberas las fajas laterales de los cauces públicos situadas por 
encima del nivel de las aguas bajas y por márgenes los terrenos que lindan con los 
cauces. 
La protección del dominio público hidráulico tiene como objetivos fundamentales 
prevenir el deterioro del estado ecológico y la contaminación de las aguas, establecer 
programas de control de calidad en cada cuenca hidrográfica, impedir la acumulación 
de compuestos tóxicos o peligrosos en el subsuelo, capaces de contaminar las aguas 
subterráneas, evitar cualquier otra acumulación que pueda ser causa de degradación 
del dominio público hidráulico y recuperar los sistemas acuáticos. Las márgenes de 
los terrenos que lindan con dichos cauces están sujetas en toda su extensión 
longitudinal: 
a) A una zona de servidumbre de cinco metros de anchura para uso público, 
que se regula en este reglamento. 
b) A una zona de policía de cien metros de anchura, en la que se 
condicionará el uso del suelo y las actividades que en él se desarrollen. 
 La regulación de dichas zonas tiene como finalidad la consecución de los objetivos de 
preservar el estado del dominio público hidráulico, prevenir el deterioro de los 
ecosistemas acuáticos, contribuyendo a su mejora, y proteger el régimen de las 
corrientes en avenidas, favoreciendo la función de los terrenos colindantes con los 
cauces en la laminación de caudales y carga sólida transportada. 
 En las zonas próximas a la desembocadura en el mar, en el entorno inmediato de los 
embalses o cuando las condiciones topográficas o hidrográficas de los cauces y 
                                               
26 Artículo 4 Real Decreto 9/2008. 
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márgenes lo hagan necesario para la seguridad de personas y bienes, podrá 
modificarse la anchura de dichas zonas en la forma que se determina en este 
Reglamento.” 27 
 “1. La zona de servidumbre para uso público definida en el artículo anterior tendrá los 
fines siguientes: 
a) Protección del ecosistema fluvial y del dominio público hidráulico. 
b) Paso público peatonal y para el desarrollo de los servicios de vigilancia, 
conservación y salvamento, salvo que por razones ambientales o de seguridad el 
organismo de cuenca considere conveniente su limitación. 
c) Varado y amarre de embarcaciones de forma ocasional y en caso de 
necesidad. 
Los propietarios de estas zonas de servidumbre podrán libremente sembrar y plantar 
especies no arbóreas, siempre que no deterioren el ecosistema fluvial o impidan el 
paso señalado en el apartado anterior. 
Con carácter general no se podrá realizar ningún tipo de construcción en esta zona 
salvo que resulte conveniente o necesaria para el uso del dominio público hidráulico o 
para su conservación y restauración. Sólo podrán autorizarse edificaciones en zona de 
servidumbre en casos muy justificados. Las edificaciones que se autoricen se 
ejecutarán en las condiciones menos desfavorables para la propia servidumbre y con 
la mínima ocupación de la misma, tanto en su suelo como en su vuelo. Deberá 
garantizarse la efectividad de la servidumbre, procurando su continuidad o su 
ubicación alternativa y la comunicación entre las áreas de su trazado que queden 
limitadas o cercenadas por aquellas.” 28 
 “En la zona de policía de 100 metros de anchura medidos horizontalmente a partir del 
cauce quedan sometidos a lo dispuesto en este Reglamento las siguientes 
actividades y usos del suelo: 
a) Las alteraciones sustanciales del relieve natural del terreno. 
b) Las extracciones de áridos. 
c) Las construcciones de todo tipo, tengan carácter definitivo o provisional. 
                                               
27 Artículo 6 Real Decreto 9/2008. 
28 Artículo 7 Real Decreto 9/2008. 
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d) Cualquier otro uso o actividad que suponga un obstáculo para la corriente en 
régimen de avenidas o que pueda ser causa de degradación o deterioro del 
estado de la masa de agua, del ecosistema acuático, y en general, del dominio 
público hidráulico. 
La zona de policía podrá ampliarse, si ello fuese necesario, para incluir la zona 
o zonas donde se concentra preferentemente el flujo, al objeto específico de 
proteger el régimen de corrientes en avenidas, y reducir el riesgo de producción 
de daños en personas y bienes. 
La zona de flujo preferente es aquella zona constituida por la unión de la zona o 
zonas donde se concentra preferentemente el flujo durante las avenidas, o vía de 
intenso desagüe, y de la zona donde para la avenida de 100 años de periodo de 
retorno, se puedan producir graves daños sobre las personas y los bienes, 
quedando delimitado su límite exterior mediante la envolvente de ambas zonas. 
A los efectos de la aplicación de la definición anterior, se considerará que 
pueden producirse graves daños sobre las personas y los bienes cuando las 
condiciones hidráulicas durante la avenida satisfagan uno o más de los siguientes 
criterios: 
a) Que el calado sea superior a 1 m. 
b) Que la velocidad sea superior a 1 m/s. 
c) Que el producto de ambas variables sea superior a 0,5 m2/s. 
Se entiende por vía de intenso desagüe la zona por la que pasaría la avenida 
de 100 años de periodo de retorno sin producir una sobreelevación mayor que 0,3 
m, respecto a la cota de la lámina de agua que se produciría con esa misma 
avenida considerando toda la llanura de inundación existente. La sobreelevación 
anterior podrá, a criterio del organismo de cuenca, reducirse hasta 0,1 m cuando 
el incremento de la inundación pueda producir graves perjuicios o aumentarse 
hasta 0,5 m en zonas rurales o cuando el incremento de la inundación produzca 
daños reducidos. Esta definición se presenta esquemáticamente en la Figura 3-2. 
En la delimitación de la zona de flujo preferente se empleará toda la 
información de índole histórica y geomorfológica existente, con el fin de garantizar 
la adecuada coherencia de los resultados con las evidencias físicas disponibles 
sobre el comportamiento hidráulico del río. 
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La modificación de los límites de la zona de policía, cuando concurran algunas 
de las causas señaladas en el apartado 2 del presente artículo, sólo podrá ser 
promovida por la Administración General del Estado, autonómica o local. 
La ejecución de cualquier obra o trabajo en la zona de policía de cauces precisará 
autorización administrativa previa del organismo de cuenca,…” 29 
 “Se consideran zonas inundables las delimitadas por los niveles teóricos que 
alcanzarían las aguas en las avenidas cuyo periodo estadístico de retorno sea de 
quinientos años, atendiendo a estudios geomorfológicos, hidrológicos e hidráulicos, 
así como de series de avenidas históricas y documentos o evidencias históricas de 
las mismas, a menos que el Ministerio del Medio Ambiente, a propuesta del 
organismo de cuenca fije, en expediente concreto, la delimitación que en cada caso 
resulte más adecuada al comportamiento de la corriente. 
Los organismos de cuenca darán traslado a las Administraciones competentes en 
materia de ordenación del territorio y urbanismo de los datos y estudios disponibles 
sobre avenidas, al objeto de que se tengan en cuenta en la planificación del suelo, y 
en particular, en las autorizaciones de usos que se acuerden en las zonas 
inundables. 
El conjunto de estudios de inundabilidad realizados por el Ministerio de Medio 
Ambiente y sus organismos de cuenca configurarán el Sistema Nacional de 
Cartografía de Zonas Inundables. En esta cartografía, además de la zona inundable, 
se incluirá de forma preceptiva la delimitación de los cauces públicos y de las zonas 
de servidumbre y policía, incluyendo las vías de flujo preferente. 
El Gobierno por real decreto, podrá establecer las limitaciones en el uso de las 
zonas inundables que estime necesarias para garantizar la seguridad de las personas 
y bienes.” 30 
En la Figura 3-2 se muestran esquemáticamente algunas de las consideraciones 
contenidas en el Real Decreto 9 de 2008. 
 
                                               
29 Artículo 9 Real Decreto 9/2008. 
30 Artículo 14 Real Decreto 9/2008. 
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Figura 3-2:  Modificación del Reglamento del DPH 
 
Fuente: (Sánchez Martínez, 2009) 
3.2. Sistema Nacional de Cartografía de Zonas 
Inundables - SNCZI 
“En el año 1993 se puso en marcha el denominado Proyecto LINDE, que se configura 
como un plan de acción estructurado que permite corregir a mediano plazo situaciones 
de presión externa de cualquier tipo, actual o potencial, sobre el Dominio Público 
Hidráulico” (Magrama, 2013). 
A continuación se presentan los aspectos generales más relevantes del Proyecto 
LINDE, tal como se presentan en la página web del Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente – Magrama español, el cual contiene como herramienta 
de gestión el SNCZI. 
Se ha encontrado en España que algunos de sus ríos se encuentran bajo presiones 
que condicionan el Dominio Público Hidráulico, lo cual ha generado la posibilidad de 
riesgo de invasión, degradación, usurpación o inadecuada utilización. 
La posibilidad de invasión del DPH conlleva la introducción de presiones dentro del 
mismo tales como zonas de inestabilidad de márgenes del cauce, propiedades 
colindantes con el cauce, intrusión de urbanizadores, edificios e industrias, y explotación 
incontrolada del cauce como fuente de materiales. 
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La degradación del DPH representa la degradación de la calidad ambiental, del agua, 
la flora y la fauna, siendo ejemplo de ello vertimientos al cauce por parte de granjas, 
industrias y urbanizaciones, explotaciones mineras que provocan vertimientos a los 
cauces, o talas de bosques de ribera. 
La usurpación del DPH corresponde a la apropiación indebida del bien público, cuando 
se tienen planes urbanísticos, reservas para ubicación residencial o industrial, 
instalaciones recreo-deportivas dentro del cauce, etc. 
Así mismo, se considera que la utilización del DPH es inadecuada por el 
incumplimiento de condiciones en fuentes de materiales autorizadas, vertimientos que 
superan los límites autorizados y captaciones abusivas. 
De esta manera, el objetivo del Proyecto LINDE corresponde a delimitar y deslindar 
físicamente, cuando proceda, las zonas de Dominio Público Hidráulico presionadas por 
intereses de cualquier tipo, que corren riesgo cierto de ser usurpadas, explotadas 
abusivamente, o degradadas por falta de una respuesta contundente y reglamentada de 
la Administración (Magrama, 2013). 
Para cumplir con la exigencia de la Directiva Europea 2007/60/CE, sobre evaluación y 
gestión de riesgos de inundación, en la cual se plantea la necesidad de detectar aquellas 
zonas expuestas a riesgo de inundación para realizar sobre ellas estudios de 
peligrosidad y riesgo, el Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, 
denominado en la actualidad Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente – 
Magrama, puso en marcha el SNCZI. Dicho Sistema busca dar respuesta a los requisitos 
impuestos por la Comisión Europea y a las necesidades técnicas de información de 
organismos públicos, empresas y particulares para realizar una gestión óptima del 
espacio fluvial (Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, 2011). 
De esta manera, se publicó la “Guía metodológica para el desarrollo del Sistema 
Nacional de Cartografía de Zonas Inundables” en 2011, como documento de ayuda a la 
hora de desarrollar los trabajos de generación de cartografía de DPH y de zonas 
inundables fruto de los trabajos de implantación del SNCZI, definiendo los requisitos y 
procedimientos más adecuados para desarrollar los trabajos de definición de zonas 
inundables (Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, 2011). 
Se establece en la Guía que tradicionalmente la definición de zonas inundables ha sido 
considerada desde el punto de vista hidráulico e hidrológico, pero que actualmente se ha 
visto la necesidad de combinar ello con análisis geomorfológicos e históricos de cauces y 
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llanuras en una labor multidisciplinaria, que resulta muy importante al momento de definir 
el DPH. 
Esta guía contiene inicialmente la descripción de la cartografía y los datos básicos de 
partida necesarios para elaborar la cartografía de zonas inundables en cuanto al modelo 
digital del terreno, a ortofotos disponibles, a fotos aéreas históricas y a la información 
cartográfica complementaria para las simulaciones que se requieran realizar. También 
contiene una descripción de los estudios hidrológicos referentes a la recopilación y 
análisis de la información, al grado de alteración hidrológica de la cuenca, el cálculo de 
los hidrogramas de crecientes, entre otros. Así mismo contiene la descripción del análisis 
histórico que se debe realizar para conocer la evolución de las inundaciones, el análisis 
geomorfológico – histórico y el estudio hidráulico en cuanto a la información de partida, la 
selección del modelo hidráulico, las condiciones de contorno y las condiciones iniciales 
del modelo, entre otros. Finalmente dedica un capítulo a la delimitación del DPH. 
3.3. Vía de Intenso Desagüe (VID) - Estados Unidos 
La Agencia Federal para el Manejo de Emergencias (FEMA), ha utilizado el concepto 
de Vía de Intenso Desagüe – VID, término floodway en inglés, en el Programa Nacional 
de Seguros Frente a Inundaciones31. 
La VID se define como el “…cauce y sus áreas de terreno adyacentes que deben 
reservarse para evacuar la avenida de referencia (100 años) sin producir un incremento 
acumulativo de la elevación correspondiente a la citada avenida, mayor que una altura 
determinada (1 pie)” (Mora Alonso-Muñoyerro, 2000). 
“La VID corresponde a la parte del cauce y la llanura, por la cual circula la mayor parte 
del caudal y se define con ayuda del caudal de periodo de retorno de 100 años. Si la 
avenida mencionada se viera limitada a circular por la VID, presentaría un incremento en 
el nivel de 30 centímetros (un pie) con respecto al nivel sin tal limitación (Martín Vide, 
2002). Lo descrito anteriormente se presenta de forma esquemática en la Figura 3-3. 
 
                                               
31 National Flood Insurance Program - NFIP 
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Figura 3-3:  Definición de la Vía de Intenso Desagüe 
 
Fuente: (Martín Vide, 2002) 
 
Según la FEMA, los usos permitidos en la VID deberán tener un daño potencial bajo y 
no se localizarán en esta zona estructuras, terraplenes o depósitos permanentes. 
La VID corresponde a una herramienta para ayudar a las comunidades a encontrar un 
equilibrio entre el desarrollo dentro de la planicie de inundación y el incremento del riesgo 
de inundación resultante (Federal Emergency Management Agency, 2009). 
El Programa Nacional de Seguros Frente a Inundaciones fue establecido por la Ley 
Nacional de Seguros Frente a Inundaciones32 en 1968. La Ley de 1968 fue prevista para 
establecer la disponibilidad de seguros frente a inundaciones dentro de las comunidades 
que estaban dispuestas a adoptar programas de gestión de planicies de inundación para 
mitigar futuras pérdidas por inundaciones (Federal Emergency Management Agency - 
FEMA, 1998). 
La evaluación del impacto de las ocupaciones en la planicie de inundación sobre los 
perfiles de la superficie del agua, puede ser de gran interés para los planificadores, 
urbanizadores e ingenieros. Las evaluaciones de la planicie de inundación y de la vía de 
intenso desagüe son la base para los programas de manejo de las planicies de 
inundación. La mayoría de los estudios son realizados bajo el Programa Nacional de 
Seguros Frente a Inundaciones y siguen los procedimientos de la guía denominada 
                                               
32 National Flood Insurance Act 
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“Guidelines and Specifications for Flood Hazard Mapping Partners” (Northern Virginia 
Regional Commission, 2013). 
La Guía establece que por décadas, la respuesta nacional a los desastres asociados a 
las inundaciones estaba generalmente limitada a la construcción de obras tales como 
presas, diques y espolones, y a proveer alivio a las víctimas del desastre. Dicho enfoque, 
no reduce las pérdidas monetarias, ni tampoco desalienta el desarrollo imprudente en la 
planicie de inundación (Federal Emergency Management Agency, 2003). 
El Programa de Seguros permite que los propietarios en las comunidades que elijan 
participar en el Programa aseguren las estructuras en contra de pérdidas por 
inundaciones (Federal Emergency Management Agency, 2003). 
Los objetivos del Programa de Seguros en cuanto a la evaluación del riesgo de 
inundación y a la participación de la comunidad se han logrado en dos fases. La fase 
inicial se refiere a la fase de emergencia y la segunda fase se refiere a la fase regular 
(Federal Emergency Management Agency, 2003). 
La fase de emergencia fue diseñada para proporcionar a las comunidades 
participantes un monto limitado del seguro, subsidiado federalmente hasta que las 
evaluaciones detalladas de las amenazas por inundación se puedan realizar. Durante 
esta fase, la comunidad se provee usualmente con un Mapa de los Límites de Riesgo por 
Inundación – FHBM33. Dicho mapa presenta una delimitación aproximada de las áreas 
especiales de amenaza por inundación - SFHAs34, las cuales corresponden a las áreas 
que serían inundadas por la avenida de 100 años de periodo de retorno. Si las 
comunidades eligen participar en la fase de emergencia del Programa, deben adoptar el 
FHBM, y requieren permiso para construir en las áreas especiales (Federal Emergency 
Management Agency, 2003). 
Durante la segunda fase, la FEMA impone requisitos más amplios de gestión de las 
llanuras de inundación a las comunidades participantes a cambio de mayores cantidades 
de seguros. Los seguros están basados en zonas de riesgo de inundación y elevaciones 
según lo determinado mediante una evaluación detallada de los riesgos de inundación y 
los riesgos para las comunidades. Los resultados de la evaluación inicial detallada, 
                                               
33 Flood Hazard Boundary Map - FHBM 
34 Special Flood Hazard Areas - SFHAs 
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denominada FIS35 (Estudios de Seguros contra inundaciones), se presentan en un mapa 
de tasas de aseguramiento contra inundaciones – FIRM36, y para algunas comunidades, 
en un mapa de límites de inundación y de vía de intenso desagüe – FBFM37 (Federal 
Emergency Management Agency, 2003). 
El FIRM es un mapa de administración de seguros y de gestión en la planicie de 
inundación, producido por la FEMA, que identifica, basado en análisis aproximados o 
detallados, las áreas sujetas a inundaciones durante la avenida de 100 años de periodo 
de retorno (Flujo base de inundación). En las áreas estudiadas mediante análisis 
detallados, el FIRM muestra las elevaciones de la inundación base – BFE38, que reflejan 
las elevaciones de la creciente mencionada. 
 
                                               
35 Flood Insurance Study - FIS 
36 Flood Insurance Rate Map - FIRM 
37 Flood Boundary and Floodway Map - FBFM 
38 Base Flood Elevations - BFE 
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4. Casos de estudio 
En el presente capítulo inicialmente se menciona cuál fue el proceso de selección de 
los casos de estudio y enseguida se realiza la caracterización de los mismos. 
4.1. Selección de los casos de estudio 
Uno de los puntos críticos que se tuvo que sortear para desarrollar la presente 
investigación fue la difícil obtención de la información necesaria para realizar las 
aplicaciones de los criterios bajo estudio. 
La propuesta que se planteó para llevar a cabo este trabajo contemplaba inicialmente, 
lo cual es algo que quedó plasmado tanto en el objetivo general como en uno de los 
objetivos específicos de la propuesta, que los criterios se evaluarían en cuatro casos de 
estudio seleccionados de acuerdo con diferentes tipologías de ríos y con suficiente 
información disponible de las áreas afectadas por las inundaciones de 2010 – 2011 en 
diferentes entidades colombianas. 
Para obtener la información de cuatro casos de estudio, se radicaron solicitudes en 
diversas entidades públicas que manejaran información sobre todo referente a 
levantamientos batimétricos y topográficos del territorio colombiano, con el fin de poder 
elaborar el modelo digital de elevaciones necesario como dato de entrada para realizar 
las simulaciones en el modelo matemático, que corresponde a la información con mayor 
complejidad de obtener. 
Las entidades en las que se radicaron solicitudes de información corresponden a las 
Alcaldías de Villavicencio (Meta) para obtener información del río Guatiquía, Pore 
(Casanare) para el río Pauto, Puerto Tejada (Cauca) para el río Palo, Acacias (Meta) 
para el río Guamal o río Guayuriba, Guamal (Meta) para el río Guamal, La Calera 
(Cundinamarca) para el río Teusacá, Purificación (Tolima) para el río Magdalena y Yopal 
(Casanare) para el río Cravo Sur. Se realizó la solicitud en los sitios del Piedemonte 
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Colombiano buscando obtener información de algún río trenzado. Las demás solicitudes 
se realizaron para obtener información de algún río de alta montaña. Infortunadamente 
no se recibió respuesta de ninguna de las ocho alcaldías mencionadas. 
En vista de esto, se decidió radicar solicitudes de información en las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible del país. De las 33 Corporaciones 
Ambientales, se radicaron solicitudes en 29 de ellas. De estas 29 solicitudes sólo se 
recibieron 10 respuestas, es decir sólo se obtuvo un porcentaje de respuesta del 34,5%. 
Las Corporaciones en las cuáles no se radicó solicitud por tema de funcionamiento de 
sus sistemas de información corresponden a la Corporación Autónoma Regional del Sur 
de Bolívar - CSB, la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina – Coralina, la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Sur de la Amazonía Colombiana – Corpoamazonia y la Corporación para 
el Desarrollo Sostenible de la Mojana y el San Jorge. 
Las corporaciones que dieron respuesta son la Corporación Autónoma Regional del 
Alto Magdalena, quienes indicaron que en sus bases de datos no contaban con la 
información solicitada, La Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, la 
Corporación Autónoma Regional de Risaralda, quienes respondieron que se debía 
aclarar de cuál corriente en su jurisdicción se necesitaba la información, y al momento de 
realizar la aclaración no se volvió a tener respuesta, La Corporación Autónoma Regional 
para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga, quienes dieron respuesta entregando el 
Plan de Ordenamiento Ambiental del río Oro, el cual podía servir para caracterizar la 
corriente pero en formato cerrado no editable, pues indicaron que dicha información 
pertenecía a un particular entonces se debía contar con la autorización de dicha persona, 
la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, quienes 
respondieron que se debía aclarar de cuál corriente en su jurisdicción necesitaba la 
información, y al momento de realizar la aclaración no se volvió a tener respuesta, La 
Corporación Autónoma Regional de Caldas, quienes entregaron información de 
modelaciones realizadas en un tramo del río Magdalena a la altura de La Dorada, pero 
en formato cerrado no editable, La Corporación Autónoma Regional del Guavio, quienes 
respondieron que contaban con el estudio “Ordenamiento Ambiental de la zona de 
Influencia del río Guavio”, el cual suministraban en formato PDF, pues por el cuidado y 
protección de la información no entregaban en formatos vectoriales, la Corporación 
Autónoma Regional de la Orinoquia, quienes enviaron el POMCH del río Cravo Sur en 
archivos que no se lograron manejar pues se encontraban incompletos o dañados, la 
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Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca y la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Área de Manejo Especial La Macarena, cuya sede principal se encuentra 
localizada en la ciudad de Villavicencio, lugar a donde la autora de la presente 
investigación se movilizó en dos ocasiones para obtener información que aseguraban 
tener de ríos como el Guatiquía, el Negro – Guayuriba o el Guamal, pero que finalmente 
no se logró obtener pues cuando los funcionarios de esta Entidad buscaron los archivos 
en sus bases de datos, finalmente no los encontraron. 
De la misma manera, se radicaron solicitudes de información en entidades como el 
Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales – IDEAM, quienes dieron 
respuesta positiva de contar con información en los ríos Magdalena y Atrato, la cual fue 
entregada pero al revisarla se determinó que no contaba con levantamientos topográficos 
de zonas urbanas, en el Fondo de Adaptación, quienes remitieron la solicitud al IDEAM, y 
al Instituto Nacional de Vías, quienes entregaron información muy completa en el aspecto 
batimétrico de los ríos Meta y Atrato, pero que no contaba con información topográfica de 
zonas urbanas sobre estas corrientes. 
La mayoría de estas respuestas se dieron en tiempos muy largos, lo cual imposibilitó 
que se realizaran nuevas solicitudes para complementar la información. 
Por todo lo expuesto anteriormente, sólo se logró acceder a la información de dos 
tramos del río Magdalena en la zona de los municipios de Villavieja y Aipe en el Huila y 
de Barrancabermeja en Santander, y de un tramo de la quebrada La Negra y el río Negro 
en el municipio de Útica en Cundinamarca, para un total de tres casos de estudio. 
La información del río Magdalena fue suministrada por el Laboratorio de Ensayos 
hidráulicos - LEH de la Facultad de Ingeniería de la Universidad Nacional de Colombia, 
sede Bogotá, y la información de la quebrada La Negra y el río Negro fue suministrada 
por el Servicio Geológico Colombiano. 
4.2. Caracterización de los casos de estudio 
A continuación se realiza una breve caracterización de los tres casos de estudio donde 
fue posible obtener la información necesaria para el desarrollo de la presente 
investigación. 
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4.2.1. Útica - Cundinamarca 
El municipio de Útica se localiza al norte del departamento de Cundinamarca, en la 
Provincia de Gualivá a una distancia aproximada de Bogotá D.C. de 120 kilómetros por 
vía terrestre. Limita al norte con los municipios de Caparrapí y La Palma, al sur con 
Quebradanegra y Nocaima, al oriente con La Peña y al occidente con Quebradanegra y 
Guaduas. 
En la Figura 4-1 se presenta la localización del municipio de Útica en el departamento 
y una vista del casco urbano en imagen satelital. Pueden apreciarse el río Negro y la 
quebrada La Negra. 
Figura 4-1:  Localización del municipio de Útica – Cundinamarca 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información IGAC, Google Earth 
Los barrios que componen el casco urbano corresponden a Alfonso López, Bogotá, 
Boyacá, Centro, Ciudadela Los Comuneros, Jorge Eliecer Gaitán, La Cita, La Estación, 
La Granja, La Unión, Las Brisas, Pueblo Viejo y Altos del Pedregal (Alcaldía Municipal 
Útica, 2000). 
La cuenca de la quebrada La Negra abarca parte del territorio de los municipios de 
Útica y Quebradanegra, al costado occidental de la cordillera Oriental Colombiana. La 
parte alta y media de la cuenca se encuentra en la jurisdicción de Quebradanegra, y la 
parte baja en jurisdicción de Útica. La quebrada La Negra forma parte de la cuenca del 
río Negro, el cual pertenece al valle del río Magdalena (Servicio Geológico Colombiano, 
2009). El casco urbano de Útica se localiza en la cuenca baja de la quebrada La Negra, 
en el lugar donde ésta confluye en el río Negro. 
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La cuenca de la quebrada La Negra tiene un área total de 6922 hectáreas, con una 
longitud del cauce principal de 17,52 km y perímetro de 43,40 km. El perfil longitudinal del 
cauce de la quebrada La Negra muestra que en su parte alta presenta una pendiente 
fuerte, siendo menor hacia la parte media y baja (Servicio Geológico Colombiano, 2009). 
En la Figura 4-2 se muestra el perfil longitudinal del cauce. 
Figura 4-2: Perfil longitudinal del cauce quebrada La Negra  
 
Fuente: (Servicio Geológico Colombiano, 2009) 
El régimen de precipitación en la cuenca de la quebrada La Negra y alrededor es 
bimodal, tal como se aprecia en la Figura 4-3, con los meses más húmedos en el primer 
semestre correspondientes a marzo, abril y mayo, y de septiembre, octubre y noviembre 
en el segundo. Los meses más secos se presentan hacia la mitad del año. 
Figura 4-3:  Hietograma de precipitación promedio mensual multianual 
 
Fuente: (Servicio Geológico Colombiano, 2009) 
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La estación pluviométrica Útica se localiza dentro de la cuenca de la quebrada La 
Negra y las demás estaciones se localizan en las cercanías. 
Sobre el río Negro se cuenta con una estación limnimétrica del IDEAM (Estación 
Tobia), con registros de caudales y niveles máximos mensuales. 
4.2.2. Villavieja y Aipe - Huila 
El municipio de Aipe se localiza al norte del departamento del Huila sobre la margen 
izquierda del río Magdalena, a una distancia aproximada de 32 km por vía terrestre de 
Neiva, capital del departamento. Limita al norte con el departamento del Tolima, al sur 
con el municipio de Neiva, al oriente con el municipio de Villavieja y al occidente con el 
departamento del Tolima. 
El municipio de Villavieja se localiza al norte del departamento del Huila sobre la 
margen derecha del río Magdalena, a 40 minutos de Neiva, capital del departamento. 
Limita al norte con el departamento del Tolima, al sur con el municipio de Tello, al 
occidente con el municipio de Aipe, y al oriente con el municipio de Baraya. 
En la Figura 4-4 se presenta la localización de los municipios de Aipe y Villavieja en el 
departamento y una vista de los cascos urbanos en imagen satelital. Puede apreciarse el 
río Magdalena. 
Figura 4-4: Localización del municipio de Útica – Cundinamarca 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información IGAC, Google Earth 
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El tramo del río Magdalena que se estudia se localiza entre los municipios de Aipe y 
Villavieja, con una longitud aproximada de siete kilómetros. Este tramo pertenece a la 
cuenca alta a una altitud promedio de 370 msnm. El perfil longitudinal del Río se puede 
apreciar en la Figura 4-5, en la cual se muestra cómo se encuentra dividida su cuenca. 
 
Figura 4-5:  Perfil longitudinal del río Magdalena 
 
Fuente: (Cormagdalena, 2009) 
La cuenca Magdalena – Cauca abarca una extensión de 256000 km2, lo que 
representa el 24% de la extensión continental del país. La cuenca del alto Magdalena, 
que es donde se encuentran los municipios de Aipe y Villavieja, comprende desde su 
nacimiento en la Laguna de La Magdalena en el páramo de Las Papas a 3685 msnm, 
hasta los rápidos de Honda, localizados a 229 msnm. El río en este sector tiene una 
longitud de 565 km (Cormagdalena, 2009). 
En cercanías al sector de estudio, se cuenta con la estación limnimétrica del IDEAM 
Puente Santander, la cual se localiza sobre el río Magdalena debajo del puente que une 
a Neiva con el municipio de Rivera. 
En la Figura 4-6 se presenta la curva de excedencias de niveles medios diarios en la 
estación Puente Santander, en donde se aprecia el régimen bimodal de la corriente, con 
periodos más húmedos en los meses de mayo, junio y julio, así como diciembre, y 
periodos más secos en los meses de febrero, marzo y septiembre y octubre. 
En la Figura 4-7 se presenta la curva de duración de niveles medios diarios para la 
misma estación, en la cual se aprecia que el nivel máximo para el periodo de registro 
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corresponde a 425,83 msnm, el nivel mínimo es de 421,20 msnm, y que el rango de 
variación de niveles del río Magdalena en este punto es de 4,63 metros. 
Figura 4-6:  Curva de duración de niveles medios diarios estación Puente Santander 
 
Fuente: Elaboración propia con base en datos IDEAM 
Figura 4-7: Curva de excedencias de niveles medios diarios estación Puente 
Santander 
 
Fuente: Elaboración propia con base en datos IDEAM 
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4.2.3. Barrancabermeja - Santander 
El municipio de Barrancabermeja se localiza en el centro occidente del departamento 
de Santander sobre la margen derecha del río Magdalena, a 120 km de la ciudad de 
Bucaramanga, capital del departamento. Limita al norte con el municipio de Puerto 
Wilches, al sur con los municipios de Simacota y Puerto Parra, al oriente con el municipio 
de San Vicente de Chucurí y al occidente con el departamento de Antioquia. 
En la Figura 4-8 se presenta la localización del municipio de Barrancabermeja en el 
departamento y una vista del casco urbano en imagen satelital. Puede apreciarse el río 
Magdalena. 
 
Figura 4-8:  Localización del municipio de Barrancabermeja – Santander 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información IGAC, Google Earth 
 
Los barrios de Barrancabermeja que se encuentran en la zona de estudio son 1) 
Arenales, 2) San Francisco, 3) La Playa, 4) La Victoria, 5) El Dorado, 6) Cardales, 7) 
Centro, 8) San Luis y 9) La Campaña, tal como se muestra en la Figura 4-9. 
El río Magdalena se ha dividido en tres sectores con base en su perfil altitudinal y en 
sus características para la navegación, que corresponden al alto Magdalena, al medio 
Magdalena y al bajo Magdalena tal como se muestra en la Figura 4-10. 
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Figura 4-9:  Barrios de Barrancabermeja en zona de estudio 
 
Fuente: (POT municipal) 
 
Figura 4-10: Perfil esquemático del río Magdalena 
 
Fuente: (Cormagdalena, 2009) 
 
Barrancabermeja se localiza en la cuenca medio del río Magdalena. El medio 
Magdalena se extiende desde Honda en el departamento de Tolima hasta El Banco en el 
departamento del Magdalena, desembocadura del río Cesar. Cuenta con una longitud de 
542 kilómetros. En dicho tramo se encuentran poblaciones de importancia nacional como 
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Puerto Salgar, La Dorada, Puerto Berrío, Barrancabermeja y Puerto Wilches, siendo 
Barrancabermeja la población con mayor desarrollo debido a la actividad petrolera que 
gira en torno a la refinería de Ecopetrol (Cormagdalena, 2009). El tramo de estudio de la 
presente investigación se encuentra localizado en este sector de la cuenca. 
La curva de excedencias de caudales medios diarios de la estación Peñas Blancas 
(Figura 4-11), permite ver que el río Magdalena en este sector de la cuenca presenta un 
régimen bimodal, con los meses más húmedos en mayo y junio en el primer semestre, y 
los meses de octubre y noviembre en el segundo semestre. Así mismo, se aprecia que 
los meses más secos corresponden a julio y agosto en la mitad del año y a enero y 
febrero a comienzos de año. 
La variación de caudales para esta estación en el periodo 1977 – 2012 corresponde a 
7727 m3/s. 
 
Figura 4-11: Curva de excedencias de caudales medios diarios estación Peñas 
Blancas 
 
Fuente: Elaboración propia con base en datos IDEAM 
 
En la Figura 4-12 se presenta la curva de duración de niveles medios diarios en la 
estación Peñas Blancas, donde para el periodo de registro 1977 – 2012 se tiene un nivel 
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máximo de 81,25 msnm y un nivel mínimo de 76,32 msnm, para una variación de 4,94 
metros en la lámina de agua. 
 
Figura 4-12: Curva de duración de niveles medios diarios estación Peñas Blancas 
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5. Aplicación de los criterios a los casos de 
estudio 
En el presente capítulo se muestran los resultados de la aplicación de los criterios de 
Colombia, España y Estados Unidos a los tres casos de estudio caracterizados en el 
capítulo anterior. En primer lugar se explica la calibración de cada uno de los modelos y 
posteriormente la aplicación de cada criterio. Los escenarios de simulación para cada 
uno de los casos de estudio corresponden a los criterios de los tres países analizados, 
los cuales se presentan en la Figura 5-1. 
Figura 5-1: Escenarios de aplicación criterios 
 
Fuente: Elaboración propia 
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El tercer nivel del esquema anterior muestra los parámetros hidrológicos que deben 
tenerse en cuenta para realizar las aplicaciones de cada uno de los escenarios. De esta 
manera, para el escenario 1, los niveles máximos ordinarios que definen el cauce natural 
corresponden al promedio de los últimos 15 años de los registros de caudales o niveles 
máximos anuales, y para el escenario 2, la máxima crecida ordinaria que define el cauce 
natural corresponde a la media de los máximos caudales anuales, en su régimen natural 
producidos durante diez años consecutivos. 
El programa computacional de modelación hidrodinámica bidimensional de flujo en 
lámina libre empleado corresponde a Iber, el cual fue desarrollado por los grupos 
GEAMA39 de la Universidad de Coruña, FLUMEN40 de la Universidad Politécnica de 
Cataluña y CIMNE41. Este programa se distribuye en forma libre a través de la página 
web www.iberaula.es. 
Las series de caudales y niveles máximos anuales empleadas en las siguientes 
aplicaciones se presentan en el Anexo B. 
5.1. Utica - Cundinamarca 
La información empleada para la aplicación de los criterios de ronda, de dominio 
público hidráulico y de vía de intenso desagüe en el municipio de Útica, se obtuvo del 
Servicio Geológico Colombiano - SGC, quienes desarrollaron el estudio “Formulación de 
una guía metodológica para la evaluación de la amenaza por movimientos en masa tipo 
flujo: caso piloto Cuenca Quebrada La Negra, Útica – Cundinamarca”, en el año 2009. 
La información suministrada corresponde al modelo digital de elevación del terreno con 
curvas de nivel separadas cada 10 metros, el cual se complementó con curvas de nivel 
de la topografía detallada del casco urbano de Útica levantada en el año 2005 y 
secciones transversales levantadas de la quebrada La Negra y del río Negro. En la 
Figura 5-2, se presenta el modelo digital de elevación empleado como información de 
entrada para el modelo Iber. 
                                               
39 Grupo de Ingeniería del Agua y del Medio Ambiente 
40 Dinámica Fluvial e Ingeniería Hidrológica 
41 Centro Internacional de Métodos Numéricos en Ingeniería 
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Figura 5-2:  Modelo digital de elevación Útica - Cundinamarca 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información del SGC 
 
Así mismo, fueron suministrados los documentos finales del estudio mencionado, es 
decir, cuatro tomos correspondientes a i) Evaluación de la susceptibilidad, ii) Zonificación 
de la amenaza por flujos, iii) Inventario de movimientos en masa, exploración geotécnica 
y Ensayos de Laboratorio, así como sus anexos respectivos. De dichos estudios, fue 
posible establecer la información hidrológica parcial necesaria para las aplicaciones de 
los criterios bajo estudio. 
La localización de las entradas y salidas como condiciones de contorno en el MDE se 
presentan en la Figura 5-3. 
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Figura 5-3:  Localización condiciones de contorno Útica - Cundinamarca 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información Google Earth 
 
 Calibración del modelo hidráulico 
Para la calibración del modelo matemático se empleó la información contenida en la 
Tesis de Maestría en Ingeniería – Recursos Hidráulicos de la Universidad Nacional de 
Colombia, desarrollada por el ingeniero Renny Balanta en 2007 y que se denomina 
“Modelación matemática de avalanchas, y verificación en el caso de la quebrada La 
Negra en Útica – Cundinamarca”. Este documento, también fue referencia para el estudio 
desarrollado por el Servicio Geológico Colombiano. 
En este punto del trabajo, se buscó reproducir las alturas de la lámina de agua 
alcanzadas durante el evento de inundación por flujo de lodos que se produjo en el casco 
urbano de Útica en noviembre de 1988. En la tesis de referencia, se obtuvo el 
hidrograma de caudal para un periodo de retorno de 10 años en la quebrada La Negra, y 
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que fue calculado como el correspondiente a la recurrencia del evento de lluvia ocurrido 
en dicho año, el cual se aprecia en la Figura 5-4. 
Figura 5-4:  Hidrograma de caudal TR 10 años quebrada La Negra 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información de (Balanta, 2007) 
 
Así mismo, en la tesis de Balanta (2007), se escogió un  de Manning de 0,035 como 
el coeficiente de rugosidad en el cauce que mejor reproducía el evento de 1998. 
Con base en los datos anteriores, para la calibración del modelo Iber de Útica, y 
discriminando el modelo del terreno en tres zonas (cauce, zona urbana y resto de la 
topografía), se asignaron coeficientes de rugosidad de Manning en el rango de 0,033 – 
0,040 para el cauce, de 0,020 – 0,025 para la zona urbana y de 0,032 – 0,050 para el 
resto de la topografía. 
Con respecto a las condiciones de contorno de entrada para la quebrada La Negra, se 
tomó el hidrograma mencionado anteriormente, y para el río Negro, se analizaron los 
registros de caudales de la estación Tobia del IDEAM (Código 23067060, municipio de 
Nimaima), de los cuales se tomó el dato de caudal máximo del mes de noviembre de 
1988, correspondiente a 118,5 m3/s, debido a que este fue el mes del evento de 
inundación de referencia en Útica. 
Como resultado final se determinaron los coeficientes de rugosidad de Manning para el 
cauce  = 0,035, para la zona urbana  = 0,020 y para el resto de la topografía  = 0,050, 
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como los datos que mejor reproducen las profundidades del flujo reportados por el SGC 
para un periodo de retorno de 10 años. 
 
 Ronda hidráulica - Colombia 
Para la aplicación del criterio de ronda definido en la normatividad colombiana, se 
tomaron los valores de caudal que se presentan en la Tabla 5-1 como datos de entrada 
para el modelo calibrado. En las salidas del modelo, se tomó nivel cero debido a que no 
se contaba con información de referencia, situación que no afectó las simulaciones. 
 
Tabla 5-1: Datos de caudal ronda Colombia - Útica 
Corriente Caudal (m
3/s) 
Q. La Negra Hidrograma TR 10 años 
Río Negro 85,35 
Fuente: Elaboración propia 
 
Debido a que no se cuenta con estaciones hidrométricas que registren niveles o 
caudales sobre la quebrada La Negra, los valores de caudales se estimaron mediante 
modelos hidrológicos en el estudio del SGC, lo cual imposibilitó que se calcularan los 
caudales promedio de los últimos 15 años que establece la normatividad colombiana 
para delimitar el cauce natural. Por esta situación, y debido a la limitada información 
hidrológica suministrada, se asumió como condición de entrada en la quebrada La Negra 
el hidrograma de caudal para el periodo de retorno de 10 años. 
Con respecto al caudal del río Negro, este se calculó como el promedio de los últimos 
15 años de los caudales máximos anuales registrados en la estación Tobia del IDEAM, 
es decir, para el periodo 1998 – 2012. 
Se realizó la simulación del escenario 1 establecido en la Figura 5-1 con el fin de 
delimitar el cauce natural, y a partir de esta zona, delimitar la ronda hidráulica como la 
franja de 30 metros que establece la normatividad colombiana. 
En la Figura 5-5 se presenta la delimitación del cauce natural y en la Figura 5-6 se 
muestra la franja de 30 metros de ronda hidráulica. La escala de colores indica las 
profundidades alcanzadas por la lámina de agua para este escenario. 
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Figura 5-5:  Cauce natural según normatividad colombiana - Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Figura 5-6:  Ronda 30 m según normatividad colombiana - Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
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 Dominio Público Hidráulico - España 
Para la aplicación del criterio de Dominio Público Hidráulico definido en la normatividad 
española, se delimitaron el cauce natural, las zonas de servidumbre y de policía, y la 
zona de flujo preferente según los escenarios de modelación que se relacionan en la 
Figura 5-1. 
 Escenario de simulación 2 – cauce natural 
Para delimitar el cauce natural se tomaron los valores de caudal que se presentan en 
la Tabla 5-2 como datos de entrada para el modelo calibrado. En las salidas del modelo, 
se tomó nivel cero. 
 
Tabla 5-2: Datos de caudal cauce natural España - Útica 
Corriente Caudal (m
3/s) 
Q. La Negra Hidrograma TR 10 años 
Río Negro 90,86 
Fuente: Elaboración propia 
Al igual que en el punto anterior, debido a que no se cuenta con estaciones 
hidrométricas que registren niveles o caudales sobre la quebrada La Negra, lo cual 
imposibilitó que se calcularan los caudales promedio de los 10 años consecutivos que 
establece la normatividad española para delimitar el cauce natural, y debido a la limitada 
información hidrológica suministrada, se asumió como condición de entrada en la 
quebrada La Negra el hidrograma de caudal para el periodo de retorno de 10 años. 
Con respecto al caudal del río Negro, este se calculó como el promedio de los últimos 
10 años de los caudales máximos anuales registrados en la estación Tobia del IDEAM, 
es decir, para el periodo 2003 – 2012. Se consideraron los últimos 10 años debido a que 
representaban el mayor promedio de la serie. 
Se realizó la simulación del escenario 2 con el fin de delimitar el cauce natural, y a 
partir de esta zona, delimitar la zona de servidumbre y la zona de policía como la franja 
de 100 metros que establece la normatividad española. 
En la Figura 5-7 se presenta la delimitación del cauce natural y en la Figura 5-8 se 
muestra la franja de 100 metros de policía, la cual contiene la zona de cinco metros de 
servidumbre. La escala de colores indica las profundidades alcanzadas por la lámina de 
agua para este escenario. 
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Figura 5-7:  Cauce natural normatividad española - Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Figura 5-8: Zona de policía de 100 metros normatividad española - Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
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 Escenario de simulación 3 – Zona de flujo preferente – graves daños 
Para delimitar las zonas donde se pueden presentar graves daños según la normativa 
española, se tomaron los valores de caudal que se presentan en la Tabla 5-3 como datos 
de entrada para el modelo calibrado. En las salidas del modelo, se tomó nivel cero. 
 
Tabla 5-3: Datos de caudal Útica zona de flujo preferente – graves daños, España 
Corriente Caudal (m
3/s) 
Q. La Negra – TR 100 años 
227,20 
Río Negro – TR 100 años 
147,13 
Fuente: Elaboración propia 
Para este escenario de simulación, es necesario evaluar las zonas de peligrosidad 
alta, moderada y sin peligrosidad con base en el caudal para un periodo de retorno de 
100 años. 
Este caudal para la quebrada La Negra se tomó del estudio del SGC, en donde se 
reportaron los caudales pico para diferentes periodos de retorno, entre ellos, el de 100 
años para esta corriente, con base en el estudio hidrológico adelantado por esta entidad. 
Con respecto al caudal del río Negro, este se calculó realizando un análisis de 
frecuencias, desarrollado mediante la herramienta computacional SMADA42. Los datos de 
caudales máximos anuales empleados corresponden a la serie para el periodo 1965 – 
2012 de la estación del IDEAM Tobia. 
En la Figura 5-9 se presenta la delimitación del cauce para los caudales con periodo 
de retorno de 100 años en la zona de estudio y en la Figura 5-10 se muestra la 
zonificación de la peligrosidad según los parámetros españoles. La escala de colores 
indica las profundidades alcanzadas por la lámina de agua para este escenario. 
 
                                               
42 Stormwater Management and Design Aid - SMADA 
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Figura 5-9:  Cauce para TR 100 años normatividad española - Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Figura 5-10: Zonificación de peligrosidad normatividad española - Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
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 Escenario de simulación 4 – Zona de flujo preferente – VID 
Para realizar la delimitación de la Vía de Intenso Desagüe se definió un polígono que 
restringiera el paso del agua únicamente por el cauce de la quebrada La Negra y por el 
cauce del río Negro, es decir, que el flujo no se desbordara hacia las márgenes ni hacia 
el casco urbano de Útica. En la Figura 5-11 se muestran las sobrelevaciones que se 
presentan si el flujo se restringe únicamente al polígono definido. El caudal empleado 
corresponde al que se aprecia en la Tabla 5-3. 
 
Figura 5-11: Vía de Intenso Desagüe – flujo restringido al cauce – Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
Puede apreciarse que las sobrelevaciones que se presentan alrededor del casco 
urbano de Útica son muy grandes y no se cumple con lo establecido en la normatividad 
española pues la sobrelevación debe ser menor a 0,30 metros. 
De esta manera es necesario modificar el polígono agrandándolo de tal manera que se 
llegue a obtener una sobrelevación de menos de 30 centímetros. 
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En la Figura 5-12 se aprecian las nuevas sobrelevaciones que se generaría si el flujo 
transita por la zona delimitada. Lo que se puede apreciar es que prácticamente se debe 
tomar como vía de intenso desagüe la misma zona que producen los caudales para un 
periodo de retorno de 100 años. 
 
Figura 5-12: Vía de Intenso Desagüe – Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
 Consideraciones adicionales normatividad española 
La normatividad española establece que para delimitar tanto el cauce natural como la 
zona de flujo preferente, se deben incluir aspectos geomorfológicos, ecológicos y 
referencias históricas de inundaciones. En la Figura 5-13 se presentan las unidades 
geomorfológicas de la zona de estudio, en la cual también se aprecia la delimitación de la 
zona de policía. 
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Figura 5-13: Geomorfología – Útica 
 
Fuente: Elaboración propia con base en mapa geomorfológico del SGC 
 
En mayor proporción, el casco urbano de Útica se encuentra localizado sobre una 
unidad F6, correspondiente a “Flujo Gravitacional”, que según la descripción del SGC es 
un flujo canalizado muy rápido a extremadamente rápido de detritos saturados plásticos, 
cuyo contenido de agua es significativamente mayor al del material fuente. Otra porción 
del casco urbano se localiza sobre la unidad F3 “Nivel de Terraza”, que corresponde a 
superficies planas dejadas por la acumulación de material, mediante procesos fluviales o 
fluviotorrenciales, depositado por una corriente, indicando los diferentes niveles del cauce 
a través de su evolución. 
Tal como se especifica en la normatividad española, es necesario encontrar la 
envolvente de todos los aspectos evaluados anteriormente, y ésta será la zona que debe 
reservarse para la protección del Dominio Público Hidráulico, de las personas y sus 
bienes. Dicha envolvente para la zona de estudio se presenta en la Figura 5-14. 
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Figura 5-14: Envolvente para la protección del DPH – Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
Pude apreciarse en la figura anterior que el casco urbano del municipio de Útica se 
encuentra inmerso en la zona que para la legislación española debería reservarse y así 
poder restringir los usos que se puedan dar allí. 
 
 Vía de Intenso Desagüe – Estados Unidos 
 
 Escenario de simulación 5 – Flujo base de inundación y VID Estados Unidos 
Para la aplicación del criterio de Vía de Intenso Desagüe definido por el Programa 
Nacional de Seguros Frente a Inundaciones de Estados Unidos, es necesario determinar 
el flujo base de inundación, que corresponde a la creciente para un periodo de retorno de 
100 años. Este caudal es el mismo que se determinó para la aplicación del criterio 
español y que está registrado en la Tabla 5-3. 
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El área cubierta por las aguas del flujo base de inundación, en los mapas producidos 
para el Programa de Seguros se denomina el Área de Amenaza Especial de 
Inundación43. Esta área se muestra en la Figura 5-15 para la zona de estudio de Útica. 
 
Figura 5-15: Área de Amenaza Especial de Inundación – Útica 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
Como pudo apreciarse en el escenario de simulación 4, las dimensiones de la vía de 
intenso desagüe en el caso de estudio de Útica, corresponden con el área necesaria para 
que transite la creciente para un periodo de retorno de 100 años. Esto indica que dentro 
del área de riesgo especial de inundación cualquier estrechamiento puede ocasionar que 
las sobrelevaciones sean mayores a un pie, el cual es el valor máximo permitido en el 
Programa Nacional de Seguros de Estados Unidos. 
                                               
43 Special Flood Hazard Area - SFHA 
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5.2. Villavieja y Aipe - Huila 
La información empleada para la aplicación de los criterios de ronda, de dominio 
público hidráulico y de vía de intenso desagüe en los municipios de Aipe y Villavieja, se 
obtuvo del Laboratorio de Ensayos Hidráulicos, Facultad de Ingeniería de la Universidad 
Nacional de Colombia, sede Bogotá, quienes desarrollaron el estudio “Análisis 
morfodinámico del río magdalena en el municipio de Villavieja, departamento del Huila”, 
en el año 2014. 
La información suministrada corresponde al modelo digital de elevación del terreno, el 
cual fue elaborado mediante la topografía levantada por medio de vuelos no tripulados y 
la batimetría convencional del río Magdalena. En la Figura 5-16, se presenta el modelo 
digital de elevación empleado como información de entrada para el modelo Iber. 
Figura 5-16: Modelo digital de elevación Villavieja y Aipe - Huila 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información del LEH - UNC 
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Así mismo, fue suministrado el informe de dicho estudio, el cual contenía los datos 
hidrológicos y la descripción de cómo se calibró el modelo que emplearon para su 
desarrollo, y también suministraron el plano de geomorfología de la zona. 
La localización de las entradas y salidas como condiciones de contorno en el MDE se 
presentan en la Figura 5-17. 
Figura 5-17: Localización condiciones de contorno Villavieja y Aipe - Huila 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información Google Earth 
 
 Calibración del modelo hidráulico 
Para la calibración del modelo matemático se empleó la información contenida en el 
informe de la Universidad Nacional de Colombia. 
En dicho informe, se buscó reproducir las profundidades registradas durante los 
trabajos de campo realizados el día 01 de junio de 2014 en una mira temporal instalada 
en inmediaciones del cementerio de Villavieja. Como condiciones de contorno para la 
calibración, en el extremo de aguas arriba se empleó un dato de caudal que se obtuvo de 
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un aforo líquido realizado en esta misma fecha, y en el extremo aguas abajo se empleó el 
registro de nivel que se tomó en una mira temporal instalada en este lugar. 
El caudal empleado y que fue aforado en junio es de 920,32 m3/s y el nivel como 
condición de borde aguas abajo es de 366,79 msnm. 
Los coeficientes de rugosidad de Manning que se determinaron al final de la 
calibración en el estudio de la Universidad corresponden a  = 0,033 para el cauce, y  = 
0,045 para el resto de la topografía. 
 Ronda hidráulica - Colombia 
Para la aplicación del criterio de ronda definido en la normatividad colombiana, se 
tomaron los valores de caudal y nivel del río Magdalena que se presentan en la Tabla 5-4 
como datos de entrada y salida respectivamente para el modelo calibrado. 
Tabla 5-4: Datos de caudal y nivel ronda Colombia – Villavieja y Aipe 





Fuente: Elaboración propia 
Para determinar el caudal de entrada del modelo, se tomó el promedio de los valores 
de caudales máximos anuales de los últimos 15 años de la estación Puente Santander 
del IDEAM (Código 21097070, municipio de Palermo) para el periodo 1999 – 2013, la 
cual se localiza en inmediaciones de Neiva, a lo cual se le sumó los caudales para el 
periodo de retorno de 10 años de los río Bache y Villavieja reportados en el estudio de la 
Universidad Nacional, que son los afluentes más importantes del río Magdalena en el 
tramo entre Neiva y Villavieja – Aipe. 
Así mismo, para determinar el nivel a la salida del modelo, se tomaron los valores de 
niveles máximos anuales para el periodo 1999 – 2013 de la estación Puente Santander, 
dato que se trasladó mediante la pendiente hidráulica del río Magdalena determinada en 
el estudio de la Unal, desde Neiva hasta Aipe – Villavieja. 
De esta manera, se realizó la simulación del escenario 1 establecido en la Figura 5-1, 
con el fin de delimitar el cauce natural, y a partir de esta zona, delimitar la ronda 
hidráulica como la franja de 30 metros que establece la normatividad colombiana. 
En la Figura 5-18 se presenta la delimitación del cauce natural y en la Figura 5-19, se 
muestra la franja de 30 metros de ronda hidráulica. 
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Figura 5-18: Cauce natural según normatividad colombiana – Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Figura 5-19: Ronda 30 m según normatividad colombiana Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 




 Dominio Público Hidráulico - España 
Para la aplicación del criterio de Dominio Público Hidráulico definido en la normatividad 
española, se delimitaron el cauce natural, las zonas de servidumbre y de policía, y la 
zona de flujo preferente según los escenarios de modelación que se relacionan en la 
Figura 5-1. 
 Escenario de simulación 2 – cauce natural 
Para delimitar el cauce natural se tomaron los valores de caudal y nivel del río 
Magdalena que se presentan en la Tabla 5-5 como datos de entrada y salida 
respectivamente para el modelo calibrado. 
Tabla 5-5: Datos de caudal cauce natural España – Aipe y Villavieja 





Fuente: Elaboración propia 
Para determinar el caudal de entrada del modelo, se tomó el promedio de los valores 
de caudales máximos anuales de los últimos 10 años de la estación Puente Santander 
para el periodo 2004 – 2013, sumando los caudales para el periodo de retorno de 10 
años de los río Bache y Villavieja reportados en el estudio de la Universidad Nacional, 
que son los afluentes más importantes del río Magdalena en el tramo entre Neiva y 
Villavieja – Aipe. 
Así mismo, para determinar el nivel a la salida del modelo, se tomaron los valores de 
niveles máximos anuales para el periodo 2004 – 2013 de la estación Puente Santander, 
dato que se trasladó mediante la pendiente hidráulica del río Magdalena determinada en 
el estudio de la Unal, desde Neiva hasta Aipe – Villavieja. 
Se realizó la simulación del escenario 2 con el fin de delimitar el cauce natural, y a 
partir de esta zona, delimitar la zona de servidumbre y la zona de policía como la franja 
de 100 metros que establece la normatividad española. 
En la Figura 5-20 se presenta la delimitación del cauce natural y en la Figura 5-21 se 
muestra la franja de 100 metros de policía, la cual contiene la zona de cinco metros de 
servidumbre. La escala de colores indica las profundidades alcanzadas por la lámina de 
agua para este escenario. 
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Figura 5-20: Cauce natural normatividad española - Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Figura 5-21: Zona de policía de 100 metros normatividad española - Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 




 Escenario de simulación 3 – Zona de flujo preferente – graves daños Aipe y 
Villavieja 
Para delimitar las zonas donde se pueden presentar graves daños según la normativa 
española, se tomaron los valores de caudal y nivel que se presentan en la Tabla 5-6 
como datos de entrada para el modelo calibrado. 
 
Tabla 5-6: Datos de caudal Aipe y Villavieja zona de flujo preferente – graves daños, 
España 





Fuente: Elaboración propia 
Para este escenario de simulación, es necesario evaluar las zonas de peligrosidad 
alta, moderada y sin peligrosidad con base en el caudal para un periodo de retorno de 
100 años. 
Este caudal se determinó en el estudio de referencia de la Universidad Nacional, así 
como el nivel a la salida del modelo. 
En la Figura 5-22 se presenta la delimitación del cauce para los caudales con periodo 
de retorno de 100 años en la zona de estudio y en la Figura 5-23 se muestra la 
zonificación de la peligrosidad según los parámetros españoles. La escala de colores 
indica las profundidades alcanzadas por la lámina de agua para este escenario. 
 
 Escenario de simulación 4 – Zona de flujo preferente – VID 
Como la Vía de Intenso Desagüe corresponde a la zona por la que pasaría la creciente 
para un periodo de retorno de 100 años sin que se produzca una sobrelevación mayor a 
0,30 m, se considera que en el caso de Villavieja y Aipe no es necesario evaluar un 
polígono que encauce el río, pues la creciente para este periodo de retorno no se 
desborda hacia ninguna de las dos zonas urbanas, y por lo tanto no se presenta una 
sobrelevación de la lámina de agua. 
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Figura 5-22: Cauce para TR 100 años normatividad española – Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Figura 5-23: Zonificación de peligrosidad España – Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 




 Consideraciones adicionales normatividad española 
La normatividad española establece que para delimitar tanto el cauce natural como la 
zona de flujo preferente, se deben incluir aspectos geomorfológicos, ecológicos y 
referencias históricas de inundaciones. En la Figura 5-24 se presentan las unidades 
geomorfológicas de la zona de estudio. 
Figura 5-24: Geomorfología – Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información del LEH - UNC 
 
Puede apreciarse que el casco urbano de Aipe y el casco urbano de Villavieja se 
localizan en la unidad Fta, correspondiente a terrazas altas, lo cual explica porque estas 
dos poblaciones no se ven afectadas por las inundaciones. También se aprecia que las 
unidades por las cuales transita el flujo corresponden a unidades fluviales, como la 
unidad Fa3 correspondiente a barras aluviales recientes y la unidad Fa4, correspondiente 
a depósitos aluviales antiguos. La unidad geomorfológica Sc corresponde a lomeríos 
disectados. 
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Tal como se especifica en la normatividad española, es necesario encontrar la 
envolvente de todos los aspectos evaluados anteriormente, y ésta será la zona que debe 
reservarse para la protección del Dominio Público Hidráulico, las personas y sus bienes. 
Dicha envolvente para la zona de estudio se presenta en la Figura 5-25. 
 
Figura 5-25: Envolvente para la protección del DPH – Aipe y Villavieja  
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Aunque las dos poblaciones no se ven afectadas por inundaciones, es necesario 
reservar la franja de policía, lo cual también aseguraría que no se presenten problemas 
geotécnicos en las orillas, debido a que allí se tienen taludes verticales muy altos. 
En este caso, algunas viviendas y el cementerio de Villavieja se encuentran 
localizadas dentro de la zona que debe reservarse para la protección del Dominio Público 
Hidráulico. 
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 Vía de Intenso Desagüe – Estados Unidos 
 Escenario de simulación 5 – Flujo base de inundación y VID Estados Unidos 
Para la aplicación del criterio de Vía de Intenso Desagüe definido por el Programa 
Nacional de Seguros Frente a Inundaciones de Estados Unidos, es necesario determinar 
el flujo base de inundación, que corresponde a la creciente para un periodo de retorno de 
100 años. Este caudal es el mismo que se determinó para la aplicación del criterio 
español y que está registrado en la Tabla 5-6. 
El Área de Amenaza Especial de Inundación44 se muestra en la Figura 5-26 para la 
zona de estudio de Aipe y Villavieja. 
Figura 5-26: Área de Amenaza Especial de Inundación – Aipe y Villavieja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
Como se mencionó en el escenario de simulación 4, debido a que los cascos urbanos 
no se localizan en las zonas inundables, no se evalúa la VID, pues no es necesario 
realizar un encauzamiento del río y de esta manera no se presentarían sobrelevaciones 
de la lámina de agua. 
                                               
44 Special Flood Hazard Area - SFHA 
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5.3. Barrancabermeja - Santander 
La información empleada para la aplicación de los criterios de ronda, de dominio 
público hidráulico y de vía de intenso desagüe en el municipio de Barrancabermeja, se 
obtuvo del Laboratorio de Ensayos Hidráulicos, Facultad de Ingeniería de la Universidad 
Nacional de Colombia, sede Bogotá. En el año 2002 se desarrolló el estudio “Áreas de 
riesgo en el sector de la rampa municipio de Barrancabermeja” del cual se obtuvo el 
levantamiento topográfico parcial de los barrios Arenales, San Francisco, La Playa, La 
Victoria, El Dorado, Cardales, Centro, San Luis y La Campaña. Así mismo, en el año 
2012 se realizó el levantamiento batimétrico del río Magdalena en el sector Puerto Berrío 
– Barrancabermeja, de donde se obtuvo la batimetría de la zona de estudio. De esta 
manera, mediante la unión de la topografía y la batimetría se elaboró la superficie final 
empleada en la presente investigación. 
En la Figura 5-27, se presenta el modelo digital de elevación empleado como 
información de entrada para el modelo Iber. 
Figura 5-27: Modelo digital de elevación Barrancabermeja - Santander 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información del LEH - UNC 
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La localización de las entradas y salidas como condiciones de contorno en el MDE se 
presentan en la Figura 5-28. 
Figura 5-28: Localización condiciones de contorno Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información Google Earth 
 
 Calibración del modelo hidráulico 
Para la calibración del modelo se empleó la información contenida en el estudio de la 
Universidad Nacional denominado “Levantamiento batimétrico del río Magdalena, sector 
hotel Pipatón – Muelle Galán, municipio de Barrancabermeja, departamento de 
Santander” de 2010, donde se realizó un levantamiento batimétrico del río Magdalena 
entre el sector del hotel Pipatón hasta aguas abajo del muelle de Galán. En dicho 
levantamiento se tomaron los niveles de agua en la mira de la estación automática 
IDEAM Barrancabermeja (Código 23157030, municipio de Barrancabermeja), y en una 
mira temporal instalada durante los días de los trabajos en una de las pilas del puente 
Guillermo Gaviria Correa. 
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Como se contaba con información de niveles en el extremo aguas abajo del sector de 
estudio (73,46 msnm), se buscó reproducir el nivel reportado en la mira del IDEAM para 
el mismo día del levantamiento, que corresponde al 11 de mayo de 2010 con valor de 
74,29 msnm. 
Como caudal de entrada en el modelo se tomó el dato reportado en la estación Peñas 
Blancas del IDEAM (Código 23167010, municipio de Yondó) correspondiente a 4633 
m3/s para este mismo día. 
De esta manera, se asignaron diferentes valores de Manning tanto para el cauce como 
para el sector urbano del MDE. Los coeficientes de rugosidad mediante los cuales se 
logró reproducir el nivel en la mira del IDEAM en Barrancabermeja son  = 0,035 para el 
cauce y  = 0,020 para la zona urbana. 
 
 Ronda hidráulica - Colombia 
Para la aplicación del criterio de ronda definido en la normatividad colombiana, se 
tomaron los valores de caudal y nivel del río Magdalena que se presentan en la Tabla 5-7 
como datos de entrada y salida respectivamente para el modelo calibrado. 
 
Tabla 5-7: Datos de caudal y nivel ronda Colombia – Barrancabermeja 





Fuente: Elaboración propia 
 
Para determinar el caudal de entrada del modelo, se tomó el promedio de los valores 
de caudales máximos anuales de los últimos 15 años de la estación Peñas Blancas del 
IDEAM para el periodo 1998 – 2012. No se tuvo en cuenta el caudal aportante del río 
Opón, debido a que su caudal medio corresponde a 90 m3/s, según se reporta en el 
informe “Atlas de la cuenca Magdalena - Cauca” elaborado por Cormagdalena en 2009, 
el cual se consideró despreciable para la magnitud de caudal del río Magdalena. 
Así mismo, para determinar el nivel a la salida del modelo, se tomaron los valores de 
niveles máximos anuales para el periodo 1998 – 2012 de la estación Barrancabermeja, 
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dato que se trasladó mediante la pendiente hidráulica del río Magdalena determinada en 
el estudio de la Unal, hasta el final del tramo estudiado. 
De esta manera, se realizó la simulación del escenario 1 establecido en la Figura 5-1, 
con el fin de delimitar el cauce natural, y a partir de esta zona, delimitar la ronda 
hidráulica como la franja de 30 metros que establece la normatividad colombiana. 
En la Figura 5-29 se presenta la delimitación del cauce natural y en la Figura 5-30, se 
muestra la franja de 30 metros de ronda hidráulica. 
 
Figura 5-29: Cauce natural según normatividad colombiana – Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
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Figura 5-30: Ronda 30 m según normatividad colombiana - Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
 Dominio Público Hidráulico - España 
Para la aplicación del criterio de Dominio Público Hidráulico definido en la normatividad 
española, se delimitaron el cauce natural, las zonas de servidumbre y de policía, y la 
zona de flujo preferente según los escenarios de modelación que se relacionan en la 
Figura 5-1. 
 Escenario de simulación 2 – cauce natural 
Para delimitar el cauce natural se tomaron los valores de caudal y nivel del río 
Magdalena que se presentan en la Tabla 5-8 como datos de entrada y salida 
respectivamente para el modelo calibrado. 
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Tabla 5-8: Datos de caudal cauce natural España - Barrancabermeja 





Fuente: Elaboración propia 
 
Para determinar el caudal de entrada del modelo, se tomó el promedio de los valores 
de caudales máximos anuales de los últimos 10 años de la estación Peñas Blancas para 
el periodo 2003 – 2012. 
Así mismo, para determinar el nivel a la salida del modelo, se tomaron los valores de 
niveles máximos anuales para el periodo 2003 – 2012 de la estación Barrancabermeja, 
dato que se trasladó mediante la pendiente hidráulica del río Magdalena determinada en 
el estudio de la UNAL, desde el sitio donde se localizan los limnímetros hasta el final del 
tramo de estudio. 
Se realizó la simulación del escenario 2 con el fin de delimitar el cauce natural, y a 
partir de esta zona, delimitar la zona de servidumbre y la zona de policía como la franja 
de 100 metros que establece la normatividad española. 
En la Figura 5-31 se presenta la delimitación del cauce natural y en la Figura 5-32 se 
muestra la franja de 100 metros de policía, la cual contiene la zona de cinco metros de 
servidumbre. La escala de colores indica las profundidades alcanzadas por la lámina de 
agua para este escenario. 
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Figura 5-31: Cauce natural normatividad española - Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
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Figura 5-32: Zona de policía de 100 metros normatividad española - Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
 Escenario de simulación 3 – Zona de flujo preferente – graves daños 
Barrancabermeja 
Para delimitar las zonas donde se pueden presentar graves daños según la normativa 
española, se tomaron los valores de caudal y nivel que se presentan en la Tabla 5-9 
como datos de entrada para el modelo calibrado. 
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Tabla 5-9: Datos de caudal Barrancabermeja zona de flujo preferente – graves daños, 
España 





Fuente: Elaboración propia 
 
Para este escenario de simulación, es necesario evaluar las zonas de peligrosidad 
alta, moderada y sin peligrosidad con base en el caudal para un periodo de retorno de 
100 años. 
Este caudal se determinó mediante un análisis de frecuencias, desarrollado utilizando 
la herramienta computacional SMADA. Los datos de caudales máximos anuales 
empleados corresponden a la serie para el periodo 1977 – 2012 de la estación del 
IDEAM Peñas Blancas. 
En la Figura 5-33 se presenta la delimitación del cauce para los caudales con periodo 
de retorno de 100 años en la zona de estudio y en la Figura 5-34 se muestra la 
zonificación de la peligrosidad según los parámetros españoles. La escala de colores 
indica las profundidades alcanzadas por la lámina de agua para este escenario. 
En la Figura 5-34 se puede apreciar que se delimitaron las zonas de peligrosidad alta y 
moderada, pero no la zona sin peligrosidad. Esto se debe a que no se cuenta con una 
topografía más amplia y el MDE se limita a estas dos zonas. 
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Figura 5-33: Cauce para TR 100 años normatividad española – Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
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Figura 5-34: Zonificación de peligrosidad normatividad española – Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
 Escenario de simulación 4 – Zona de flujo preferente – VID 
Para realizar la delimitación de la Vía de Intenso Desagüe se definió un polígono que 
restringiera el paso del agua de tal manera que no inundara la zona urbana, es decir, que 
no se desbordara hacia los barrios de Barrancabermeja, especialmente la zona del barrio 
Arenales. En la Figura 5-35 se muestran las sobrelevaciones que se presentan si el flujo 
se restringe únicamente al polígono definido. El caudal empleado corresponde al que se 
aprecia en la Tabla 5-9, es decir, el caudal para un periodo de retorno de 100 años. 
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Figura 5-35: Vía de Intenso Desagüe – flujo restringido al cauce – Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
Puede apreciarse que en cercanías a los barrios de Barrancabermeja, el flujo presenta 
una sobrelevación de menos de 0,30 metros, tal como lo exige la normatividad española, 
de tal manera que con la delimitación de esta Vía de Intenso Desagüe, se cumple con lo 
establecido en este escenario. 
Posiblemente, como el río Magdalena en este sector presenta una llanura de 
inundación muy amplia, las sobrelevaciones no son tan grandes. 
 Consideraciones adicionales normatividad española 
La normatividad española establece que para delimitar tanto el cauce natural como la 
zona de flujo preferente, se deben incluir aspectos geomorfológicos, ecológicos y 
referencias históricas de inundaciones. En la Figura 5-36 se presentan las unidades 
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geomorfológicas de la zona de estudio, con base en el informe “Geología y 
geomorfología del río Magdalena sector Puerto Salgar – La Gloria” elaborado por la 
Universidad Nacional de Colombia en 2000. 
 
Figura 5-36: Geomorfología – Barrancabermeja 
 
Fuente: (Laboratorio de Ensayos Hidráulicos, 2000) 
 
Puede apreciarse que la mayoría del casco urbano de Barrancabermeja se encuentra 
localizado sobre la unidad Sc correspondiente a lomeríos, pero algunos de los barrios 
que se incluyen en el presente análisis se localizan en la unidad Ftb correspondiente a 
terrazas bajas, como es el caso del barrio Arenales y San Francisco. 
Las demás unidades geomorfológicas presentes en la zona de estudio corresponden a 
Fa1 Vega de divagación, Fa2 Albardondes o diques naturales y Fa3 Cubeta de 
inundación. 
Tal como se especifica en la normatividad española, es necesario encontrar la 
envolvente de todos los aspectos evaluados anteriormente, y ésta será la zona que debe 
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reservarse para la protección del Dominio Público Hidráulico, de las personas y sus 
bienes. Dicha envolvente para la zona de estudio se presenta en la Figura 5-37. 
Figura 5-37: Envolvente para la protección del DPH – Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
 Vía de Intenso Desagüe – Estados Unidos 
 
 Escenario de simulación 5 – Flujo base de inundación y VID Estados Unidos 
Para la aplicación del criterio de Vía de Intenso Desagüe definido por el Programa 
Nacional de Seguros Frente a Inundaciones de Estados Unidos, es necesario determinar 
el flujo base de inundación, que corresponde a la creciente para un periodo de retorno de 
100 años. Este caudal es el mismo que se determinó para la aplicación del criterio 
español y que está registrado en la Tabla 5-9. 
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El Área de Amenaza Especial de Inundación45 se muestra en la Figura 5-38 para la 
zona de estudio de Barrancabermeja. 
 
Figura 5-38: Área de Amenaza Especial de Inundación – Barrancabermeja 
 
Fuente: Elaboración propia (Imagen fondo Google Earth) 
 
La evaluación de la VID es la misma que se realizó para el criterio español. Esta zona 




                                               
45 Special Flood Hazard Area - SFHA 
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6. Comparación y análisis de resultados 
Para realizar la comparación de los resultados obtenidos, se establecieron cinco 
aspectos mediante los cuales se evalúan los resultados de las aplicaciones de los 
criterios de ronda hidráulica, de Dominio Público Hidráulico y de Vía de Intenso Desagüe 
a los casos estudiados. Dichos aspectos de presentan en la Figura 6-1. 
 
Figura 6-1: Aspectos de comparación de aplicaciones 
 
Fuente: Elaboración propia 
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6.1. Grado de alcance de la finalidad de cada criterio 
“La razón de ser de la zona de ronda es la necesidad de preservar y proteger los 
recursos naturales y entre ellos el recurso hídrico” (Duque & Ordoñez). Aunque en la 
normatividad colombiana esta afirmación no se encuentra explícita, la zona que se debe 
delimitar de hasta 30 metros, es una franja que busca proteger los ecosistemas acuáticos 
y de ribera. 
Debido a que la ronda es una franja que hace parte de la ribera, y la ribera es una 
zona donde interactúan los ecosistemas terrestres y acuáticos, es un lugar que permite el 
almacenamiento de agua en la laminación de caudales, y que facilita la interconexión con 
los acuíferos y del ciclo de nutrientes (Generalitat Valenciana, 2008), reservar la franja de 
ronda hidráulica es una medida de protección ambiental muy importante. 
Las áreas de ribera permiten el desarrollo de ecosistemas de gran importancia en las 
cuencas hídricas, y su vegetación es indicativa del estado de conservación de los 
corredores fluviales. 
Los usos del suelo que se presentan en la cuenca interactúan con la vegetación de 
ribera llegando a afectar la calidad del agua y los ecosistemas acuáticos, por esta razón, 
las comunidades de peces se ven afectadas, pues esta vegetación tiene efectos sobre la 
temperatura, la luz, la calidad del agua y la disponibilidad de alimento. Por otra parte, las 
aves encuentran en los cursos de agua paisajes que dan forma a un gran número de 
hábitats terrestres y acuáticos, lo cual les permite explorar todos los componentes 
fluviales no solo durante la nidificación, sino también a lo largo de su ciclo biológico. Así 
mismo, las áreas de ribera son hábitats favorables a muchos mamíferos como la nutria, 
los cuales, al ser especies con un modo de vida semiacuático, se alimentan y crían en 
ellos y se dispersan a lo largo de los corredores ripícolas (Generalitat Valenciana, 2008). 
En el caso de la legislación española, la cual tiene en cuenta todos los factores 
medioambientales mencionados anteriormente para la protección del Dominio Público 
Hidráulico, a partir de la modificación del reglamento del DPH se incluyó como función la 
protección de las personas y sus bienes, a través de la incorporación de la gestión del 
riesgo. 
Con respecto al Programa Nacional de Seguros Frente a Inundaciones, las 
delimitaciones de la zona del flujo base de inundación y de la VID, buscan dar 
herramientas técnicas que permitan establecer tasas de aseguramiento, brindando una 
información muy importante a las comunidades que se acogen al Programa sobre el 
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riesgo de inundación al cual se encuentran sometidos. Es decir, es una herramienta más 
enfocada a la gestión del riesgo, pero que al mismo tiempo ayuda a preservar los 
recursos naturales. 
6.2. Referencias históricas de las inundaciones 
El 18 de abril de 2011 se presentó en el municipio de Útica una emergencia 
considerada históricamente como la más grave que haya afectado a la población del 
casco urbano, pues produjo el intempestivo desbordamiento de la quebrada La Negra, 
que originó el represamiento del flujo en el puente de la antigua línea férrea, lo cual 
originó cuantiosas pérdidas económicas a este municipio y la pérdida de tres vidas 
(Alcaldía Municipal de Útica, 2012). 
En el año 2011 el municipio de Barrancabermeja se vio seriamente afectado por las 
inundaciones, siendo el casco urbano una de las zonas que resultó más afectada sobre 
todo en el sector del comercio. 
No se tienen evidencias de que las zonas urbanas de Aipe y Villavieja hayan sufrido 
históricamente algún evento de inundación por efecto de las crecientes en el río 
Magdalena. 
6.3. Evaluación de la condición de peligrosidad 
Según (Malinow, 2005), es importante considerar en qué medida una inundación 
genera peligro para la integridad física de las personas, con el fin de plantear acciones en 
materia de protección civil. Para ello, se trata de definir la condición de peligrosidad de la 
inundación en función de la profundidad y la velocidad del agua, y con ello, poder valorar 
la capacidad de arrastre del agua y la muerte por ahogamiento. 
De acuerdo con este autor, mediante experimentos llevados a cabo en la Universidad 
de Colorado en Estados Unidos, se ha demostrado que una persona parada en el agua 
durante una inundación es cada vez menos estable a medida que la velocidad o la 
profundidad del agua aumenta. Los resultados fueron que una persona adulta de 1,80 
metros de altura es derribada por el agua con 1,20 metros de profundidad y a una 
velocidad de tan solo 0,30 m/s, y que una persona de menor altura tendría problemas 
con profundidades o velocidades menores. 
Específicamente el autor define la intensidad de sumersión I como el producto de la 
velocidad media en un punto dado y la profundidad del agua. 
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Malinow recomienda los rangos que se presentan en la Tabla 6-1. 
 
Tabla 6-1: Condición de peligrosidad relativa 
Peligrosidad 
relativa 
Velocidad del agua (m/s) 
V < 0,50 0,50  v < 1,00 1,00  v < 1,50 
Baja h < 0,50 m h < 0,30 m h < 0,30 m 
Intermedia 0,50  h < 0,70 0,30  h < 0,50  
Alta h  0,70 h  0,50 h  0,30 m 
Fuente: (Malinow, 2005) 
 
En consecuencia, para valorar cualitativamente la peligrosidad de una inundación, se 
establece la categorización indicada en la Tabla 6-2 con base en los anteriores criterios. 
 
Tabla 6-2: Situaciones de nivel de riesgo 
 Altura del agua (m) 
Velocidad del agua (m/s) < 1 > 1 
< 0,50 Aceptable Inaceptable 
> 0,50 Inaceptable 
Completamente 
inaceptable 
Fuente: (Iberinsa, 2005) 
 
Con la finalidad de proponer un criterio, se establece a partir del análisis de los valores 
obtenidos en laboratorio y analizando los valores adoptados en diferentes regulaciones, 
que hay un cierto conceso de que una persona pierde la estabilidad cuando se presentan 
profundidades de la lámina de agua h > 1,00 a 1,20 m y que corre serio peligro de 
ahogarse cuando las velocidades medias del agua son v  0,30 a 0,50 m/s (Malinow, 
2005). 
En la normatividad de Colombia referente a la ronda hidráulica, la condición de 
peligrosidad no se evalúa, por lo tanto en las aplicaciones realizadas a los tres casos de 
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estudio, las franjas de 30 metros delimitadas no contemplaban los efectos de la 
profundidad del agua, la velocidad del flujo y la intensidad de sumersión. 
En España se establece que la condición de peligrosidad se presenta para 
profundidades h > 1,00 m, velocidades v > 1,00 m/s o situaciones en las que I = 0,50 
m2/s. 
Para la aplicación del criterio español en lo referente a la condición de peligrosidad en 
los tres casos de estudio, el programa computacional empleado Iber evalúa esta 
condición y grafica el mapa de peligrosidad con base en los parámetros que se muestran 
en la Figura 6-2. 
 
Figura 6-2: Condición de peligrosidad según Real Decreto 9/2008  
 
Fuente: (Iberaula, 2013) 
 
En el caso de Útica y Barrancabermeja, para las zonas urbanas de las áreas de 
estudio se determinó que tenían una peligrosidad alta en su mayoría, situación que indica 
que estos asentamientos pueden llegar a verse seriamente afectados por algún evento 
de inundación, tal como ya se ha visto durante el fenómeno de La Niña que vivió el país 
durante los años 2010 y 2011 por ejemplo, poniendo en peligro las vidas de las personas 
y sus bienes. En el caso de Villavieja y Aipe, las zonas urbanas se encontraron en la 
zona sin peligrosidad, pues no se encuentran ocupando la zona inundable del río 
Magdalena. 
128 
Una propuesta técnica para el fortalecimiento de la normatividad 




Con respecto al Programa Nacional de Seguros frente a Inundaciones de Estados 
Unidos, la condición de peligrosidad no se evalúa directamente, pero es necesaria la 
identificación de las áreas inundables con el fin de analizar el terreno y los factores que 
afectan los riesgos de inundación. Los mapas generados muestran las elevaciones 
calculadas de las inundaciones, las velocidades del flujo, las dimensiones de la Vía de 
Intenso Desagüe y las tasas de aseguramiento. 
En el caso de la determinación del área de amenaza especial de inundación (SFHA 
definida en el criterio de VID de Estados Unidos), para el casco urbano de Útica, puede 
apreciarse en la Figura 5-15 que se presentan alturas de la lámina de agua mayores a 
0,70 metros, que es una altura que se considera peligrosa para las personas. Con 
respecto a la determinación de la VID en Útica, las dimensiones de esta zona deben 
abarcar todo el casco urbano para que las sobrelevaciones que se presenten no sean 
mayores a 0,30 metros. 
Con respecto a los cascos urbanos de Aipe y Villavieja, la determinación del área de 
riesgo especial de inundación muestra que ninguno de los dos cascos urbanos presenta 
inundación tal como se aprecia en la Figura 5-26, donde también fue posible establecer 
que la VID no tenía aplicación debido a que no era necesario encauzar el río dejando 
libre la zona urbana, pues esta no presentaba desbordamientos del río Magdalena. 
Finalmente, con respecto al casco urbano de Barrancabermeja, la delimitación del área 
de riesgo especial de inundación muestra en la Figura 5-38 que en la zona urbana se 
presentan alturas de la lámina de agua mayores a dos metros y la VID necesaria para 
delimitar el flujo fuera de la zona urbana, produce sobrelevaciones menores a 0,30 
metros. 
6.4. Usos existentes en comparación con los 
permitidos en las franjas delimitadas 
En la normatividad colombiana no se especifica cuál debería ser el uso del suelo 
permitido ni cuáles deberían ser las actividades permitidas en la zona de ronda. 
La legislación española define cuál es la finalidad y cuáles son los usos del suelo 
permitidos en las zonas de servidumbre y de policía. 
La zona de servidumbre se debe reservar para la protección del ecosistema fluvial y 
para la protección del DPH, sólo se debe permitir el paso peatonal, para los servicios de 
vigilancia, conservación y salvamento, para el amarre de embarcaciones de forma 
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ocasional y en caso de necesidad y para la plantación de especies no arbóreas, donde 
ninguna construcción en esta zona está autorizada. 
La zona de policía presenta restricciones para los usos que alteren el relieve natural 
del terreno, para la extracción de áridos, para las construcciones de todo tipo, sean 
definitivas o provisionales y para cualquier uso o actividad que implique un obstáculo 
para la corriente. 
Estos usos y restricciones se transfieren a la zona de flujo preferente cuándo ésta es 
mayor que la zona de policía. 
Con respecto al área de riesgo especial de inundación y la VID, el Programa de 
Seguros de Estados Unidos establece que los usos permitidos corresponden a la 
agricultura en general, el pastoreo, a la construcción de viveros al aire libre, a la 
horticultura, la silvicultura y los santuarios de vida salvaje, las áreas de parqueo, los 
puertos rotativos de los aviones, los jardines, las áreas de juego, los campos de golf, las 
canchas de tenis, las áreas de picnic, entre otras. Igualmente, limita en estas zonas la 
construcción de edificios nuevos o las mejoras sustanciales en los que ya se han 
construido y no permite la construcción de ningún nuevo proyecto residencial. 
Como se pudo apreciar en las aplicaciones de los criterios Español y de Estados 
Unidos a los casos de estudio de Útica y Barrancabermeja, se han permitido 
construcciones de tipo residencial, comercial e industrial en áreas que se ven afectadas 
por las inundaciones recurrentes y extremas, con lo cual se ha permitido que los 
habitantes realicen día a día actividades en zonas que son altamente peligrosas para su 
integridad y la de sus bienes. 
A continuación se mencionan brevemente las estrategias territoriales de cada uno de 
los casos de estudio, con base en los Esquemas de Ordenamiento Territorial en el caso 
de Útica46, Aipe47 y Villavieja48, y el Plan de Ordenamiento Territorial del municipio de 
Barrancabermeja49. 
                                               
46 Acuerdo municipal No. 025 de diciembre de 2000 “Por el cual se adopta el Esquema de Ordenamiento 
Territorial para el municipio de Útica – Cundinamarca” 
47 Decreto 068 de 2011 “Por el cual se adopta la revisión y ajuste del Esquema de Ordenamiento 
Territorial de Aipe – Huila” 
48 Proyecto de acuerdo Esquema de Ordenamiento Territorial, Villavieja, 2000 
49 Acuerdo 018 de 2002 “Por medio del cual se adopta el Plan de Ordenamiento Territorial del municipio 
de Barrancabermeja y se dictan otras disposiciones” 
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Para el municipio de Útica, como modelo de ocupación del territorio y en lo referente al 
sector urbano, se define en el EOT que por los problemas de amenazas y riesgos en los 
sectores ribereños del río Negro y la quebrada La Negra, no se debe fomentar y propiciar 
la construcción de viviendas e infraestructura que quedarían expuestas a los peligros de 
inundación y avalanchas. Igualmente se define que ante la futura demanda de espacio 
para la construcción de nueva infraestructura, la cual no se puede ubicar dentro del 
casco urbano tanto por las limitaciones de espacio, como por las amenazas y riesgos, es 
necesario encontrar otros lugares en la zona rural como polos de desarrollo. 
Con respecto a las áreas periféricas a ríos y quebradas, se establece una franja de 
ronda de 30 metros situada a lado y lado del respectivo drenaje. Es estas áreas se 
definen los siguientes usos: i) Uso principal, como la conservación de suelos y 
restauración de la vegetación adecuada para la protección de los mismos, ii) Uso 
compatible, como la recreación pasiva, iii) Usos condicionados, como la captación de 
aguas o la incorporación de vertimientos, la construcción de infraestructura de apoyo 
para actividades de recreación, puentes y obras de adecuación, y extracción del material 
de arrastre y iv) Usos prohibidos, como los usos agropecuarios, industriales, urbanos, 
suburbanos, loteo y construcción de viviendas, minería, disposición de residuos sólidos y 
tala de la vegetación. 
Como puede verse, para el municipio de Útica se reconocen las zonas de amenaza y 
riesgo de inundación, y se restringen los usos en ellas, pero con base en los resultados 
de las aplicaciones de los criterios de la presente investigación, todo el casco urbano se 
encuentra en la zona que se define en el EOT como de usos prohibidos. 
Finalmente, se aprecia que el uso principal de la zona de ronda busca la protección 
medioambiental del recurso hídrico, pero no se incluye la gestión del riesgo como factor 
estructurante de dicha zona. 
Para el municipio de Aipe, se establece como política de prevención de desastres y 
atención de emergencias que las entidades territoriales atenderán a la población 
afectada por desastres naturales, pero partiendo de la base de planificar en función de 
prevenir y evitar el asentamiento de poblaciones en zonas de riesgo, disminuir la 
vulnerabilidad a través de acciones del Estado y convivir con las amenazas naturales. 
Se definen los sectores subnormales como aquellos que se han adelantado sin 
ninguna clase de planeamiento y en sectores no aptos para el desarrollo urbano por 
encontrarse en amenaza y riesgo de inundación o por ser desarrollados en la ronda de 
quebradas y ríos, y que deben ser reubicados. 
6 Comparación y análisis de resultados 131 
 
 
Los usos del suelo que se definen para la zona de ronda son los mismos que se 
presentaron para el caso de Útica. 
Como amenaza de origen hidroclimático se establece en el EOT las inundaciones, y en 
lo referente a las inundaciones debidas al río Magdalena, se precisa que teniendo en 
cuenta la altura de la terraza Aipe respecto al cauce del Río y la cota máxima de 
inundación, se considera improbable la inundación del casco urbano, lo cual se confirma 
con los resultados obtenidos en este análisis. 
En el municipio de Villavieja, se considera en su EOT como un factor que condiciona el 
desarrollo del municipio, entre otros, la deforestación permanente de la ronda de los ríos. 
En el orden regional, se identifica como área de reserva para la conservación y 
protección del medio ambiente y los recursos naturales la ronda del río Magdalena. 
En el municipio de Barrancabermeja, se establece como suelo de protección las áreas 
de amenazas y riesgo no mitigable para la localización de asentamientos humanos, la 
cual tiene restringida la posibilidad de urbanizarse, e incluye los brazos e islas del río 
Magdalena. 
Con respecto a la definición y los usos de las áreas para la conservación y protección 
del medio ambiente y los recursos naturales municipales, se establece que las áreas 
periféricas a cauces de ríos son franjas de no menos de 30 metros de ancho, paralela a 
la línea de mareas máximas, a cada lado de los ríos, la cual está sujeta a los mismos 
usos que se definieron para el municipio de Útica. 
De esta manera, es posible ver que aunque en los Planes de Ordenamiento de cada 
municipio se definan los usos del suelo correspondientes a la zona de ronda, estos no se 
cumplen. 
6.5. Comparación delimitación con geomorfología 
La geomorfología o fluviomorfología es un aspecto que permite comparar las áreas 
delimitadas mediante la aplicación de los criterios bajo estudio contra las unidades que 
definen las características fluviales de cada corriente involucrada. 
En este sentido, “La fluviomorfología aporta los elementos necesarios para 
comprender los procesos involucrados en la dinámica de un río” (Rivera, 2013). 
“La morfología de ríos estudia la estructura y forma de los ríos incluyendo la 
configuración del cauce en planta, las características del perfil a lo largo del cauce, la 
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geometría de las secciones transversales y la forma del fondo” (Universidad del Cauca, 
2006). 
Los ríos modelan el paisaje, por lo cual es importante conocer cuál es la configuración 
del paisaje producto de esta dinámica. 
“Las actividades de un río se desarrollan en el valle fluvial y en su cuenca de drenaje, 
que constituyen el paisaje fluvial” (Universidad del Cauca, 2006). 
Dentro de los elementos que determinan el paisaje fluvial, se tienen los patrones de 
drenaje y las características de los valles fluviales. 
“El análisis de la red de drenaje da un mejor entendimiento de la geomorfología de una 
región porque brinda una visión general de algunas de las etapas de la evolución 
morfológica e hidrológica del terreno y de los procesos que están ocurriendo” 
(Universidad del Cauca, 2006). Los patrones de drenaje más comunes corresponden a 
patrones dendríticos, que se asemejan a las ramificaciones de un árbol frondoso, a 
patrones radiales, donde las corrientes radian hacia todas las direcciones desde una 
zona central elevada, los patrones rectangulares, que se forman cuando a la roca 
subyacente la cruzan fracturas perpendiculares entre sí, entre otros (Universidad del 
Cauca, 2006). 
Por su parte, las características de los valles fluviales indican que éstos están 
constituidos por el cauce del río, la planicie de inundación activa y abandonada, estando 
limitados por las montañas (Universidad del Cauca, 2006). 
Así mismo, los cauces pueden pertenecer a valles angostos, en los cuales se tienen 
cauces encañonados, o a valles amplios, donde se pueden encontrar cauces sinuosos, 
meándricos, anastomosados o trenzados, pero también pueden presentarse deltas o 
abanicos aluviales (Universidad del Cauca, 2006). 
La anterior clasificación permite ver que la morfología fluvial o geomorfología establece 
las características físicas de los cauces, indicando sus procesos formativos y su historia 
geológica reciente, mostrando hasta dónde han llegado divagando a lo largo del tiempo. 
Shumm en 1963 presentó una propuesta para clasificar las corrientes de acuerdo con 
la asociación de las pendientes y los procesos de producción, transporte y depositación 
de los sedimentos (Universidad del Cauca, 2006), tal como se muestra en la Figura 6-3. 
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Figura 6-3: Esquema de clasificación de corrientes propuesta por Shumm 
 
Fuente: (Guevara, 2003) 
Bajo este breve marco conceptual, es posible establecer que la ronda hidráulica en el 
caso colombiano no tiene ninguna relación con las características fluviomorfológicas de 
las zonas de estudio, pues como se vio en el caso de Útica (Figura 5-13) y en el de 
Barrancabermeja (Figura 5-36), las unidades fluviales son diversas y amplias, con lo cual 
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la zona de ronda no represente el comportamiento fluvial de los ríos involucrados, 
quedando inmersa en las unidades que definen la extensión real de las inundaciones. 
Pero sobre todo, permiten ver cómo las zonas urbanizadas de estos dos municipios se 
localizan en dichas unidades fluviales, razón por la cual están sometidas a inundaciones 
recurrentes, lo que evidencia que la aplicación de una franja de valor constante como la 
ronda no representa la realidad física del territorio. 
Con respecto a los cascos urbanos de Villavieja y Aipe, éstos se encuentran por fuera 
de las unidades geomorfológicas de origen fluvial, donde la zona de ronda queda 
delimitada dentro de la zona urbana, evidenciando que algunas viviendas, o el 
cementerio de Villavieja por ejemplo, se localizan en la franja que debería reservarse 
para la protección medioambiental del río Magdalena. 
La normatividad española involucra directamente la geomorfología, lo que permitió 
observar que las zonas urbanas de Útica y parcialmente de Barrancabermeja que están 
sometidas a inundaciones, se ubican sobre unidades de origen fluvial. 
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7. Propuesta técnica 
A continuación se presenta la formulación de la propuesta técnica de definición de 
ronda hidráulica y posteriormente se presenta la propuesta de mejoras o 
complementaciones a la normatividad colombiana. 
7.1. Propuesta técnica de ronda hidráulica 
Con base en los resultados obtenidos de la aplicación del criterio de ronda que se 
encuentra vigente en la normatividad colombiana, el criterio de Dominio Público 
Hidráulico - DPH de la legislación española y el criterio de Vía de Intenso Desagüe - VID 
del Programa Nacional de Seguro Frente a Inundaciones de Estados Unidos, en los tres 
casos de estudio seleccionados para la presente investigación, se presentan los 
siguientes aspectos que se proponen para definir y realizar una delimitación de la zona 
de ronda bajo criterios técnicos más amplios que los que se encuentran definidos en la 
actualidad en la legislación nacional. Dicha propuesta se realiza señalando ciertos 
elementos específicos con el fin de que éstos se puedan transformar en artículos de un 
acto normativo por parte de la autoridad competente, dentro del ámbito exclusivo de la 
evaluación de la amenaza por inundación. 
1. La ronda hidráulica es un bien de dominio público, imprescriptible e inalienable, tal 
como lo define el Código Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del 
Medio Ambiente en su capítulo relativo al dominio de las aguas y sus cauces. 
2. Finalidad de la franja demarcada 
Es necesario que en la normatividad quede establecido muy claramente que la 
finalidad de la zona de ronda corresponde a: 
 La protección medioambiental de los cauces, los ecosistemas acuáticos y 
de ribera. 
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 La protección de las personas y sus bienes ubicados en inmediaciones de 
los cauces naturales y artificiales. 
3. La información mínima requerida para adelantar un estudio que busque delimitar 
la zona de ronda hidráulica, corresponde a: 
 Información base que permita caracterizar tanto la corriente que se 
pretende estudiar, como su cuenca hidrográfica, en términos de pendiente 
de la cuenca, de distribución temporal y espacial de los datos hidrológicos, 
entre otros. 
 Modelo digital de elevación: Este modelo se podrá elaborar mediante 
técnicas como topografía y batimetría tradicional, o mediante técnicas 
modernas como sensores remotos o sobrevuelos tripulados o no 
tripulados. 
 Información hidrológica: Información de niveles y caudales máximos 
anuales que permitan realizar análisis de frecuencias para establecer 
diferentes periodos de retorno o información pluviográfica o pluviométrica, 
y la necesaria que permita adelantar los estudios mediante modelos 
hidrológicos. 
 Información de las unidades geomorfológicas presentes en la zona de 
estudio. 
 Información de referencias históricas de eventos de inundaciones que se 
hayan producido en la zona de estudio. 
 Las escalas de trabajo deberán corresponder con las que se encuentran 
definidas en el Artículo 5 del Decreto 1807 de 201450. 
 Se procurará trabajar con la mayor cantidad de información disponible con 
la que puedan contar tanto las Corporaciones Autónomas como las 
entidades territoriales. 
4. Se tomará como caudal de referencia, el correspondiente a la creciente para un 
periodo de retorno de 100 años, el cual se calculará con base en la información 
hidrológica establecida en el punto anterior. La longitud mínima aceptable para 
calcular el caudal de referencia será de 25 años, buscando que en esos años se 
                                               
50 “Por el cual se reglamenta el artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 en lo relativo a la incorporación 
de la gestión del riesgo en los planes de ordenamiento territorial y se dictan otras disposiciones”. El cual se 
encuentra en el Anexo C. 
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involucren periodos donde se hayan presentado fenómenos de La Niña y el 
resultado será el que se obtenga de análisis de frecuencias. En caso de no tener 
la serie de 25 años o más, se puede recurrir a técnicas de evaluación hidrológica 
que contemplen esa limitación, siempre y cuando se demuestre su bondad, 
respaldada en casos prácticos avalados por la comunidad técnica y científica de 
entidades ampliamente reconocidas. 
5. Con base en el caudal de referencia, se evaluarán en la zona de estudio las áreas 
para diferentes condiciones de peligrosidad, las cuales se establecerán con base 
en los daños que puedan sufrir las personas y sus bienes a partir de los 
parámetros de altura, velocidad del agua o el producto de ambos. Se considerará 
que pueden producirse graves daños cuando las condiciones hidráulicas durante 
la creciente para el periodo de retorno de 100 años satisfagan los siguientes 
criterios: a) Altura de la lámina de agua mayor a 1 m., b) Velocidad superior a 1 
m/s, o c) que el producto de ambas variables sea superior a 0,5 m2/s, con lo cual 
se establecerán zonas de peligrosidad alta, media y baja según se especifica en 
la Figura 6-2. Estas zonas de peligrosidad se delimitarán y se zonificarán según lo 
establecido en el Parágrafo 1 del Artículo 3 del Decreto 1807 de 2014. Dichas 
zonas se deberán materializar en campo para que las personas tengan un 
conocimiento directo de la amenaza a la que están expuestas. 
6. Las zonas de peligrosidad alta, media y baja se contrastarán y se 
complementarán con el análisis de las unidades geomorfológicas presentes en la 
zona de estudio, y con las referencias históricas que se tengan disponibles de 
eventos de inundaciones. Se delimitará la envolvente producto del análisis 
realizado en el presente punto. 
Una vez definida la envolvente, se delimitará una franja adicional de 30 metros, 
en la cual se desarrollará una infraestructura pública de aislamiento para uso en 
la recreación pasiva, que deberá reservarse para la protección ambiental de los 
ecosistemas acuáticos y de ribera. Esta franja permitirá hacer visible el límite de 
la ronda para procurar su vigilancia, y también permitirá que en cauces con 
taludes muy altos y verticales, se reduzca la condición de riesgo asociado a la 
amenaza por procesos erosivos. 
7. Con base en los resultados del punto anterior, se definirán unos usos del suelo y 
actividades permitidas en aquellas zonas que no se encuentren ocupadas pero 
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que hagan parte de la zona de ronda delimitada. Estas actividades y usos 
permitidos podrán ser la plantación de especies no arbóreas, agricultura en 
general, zonas de pastoreo, parques, campo de juegos. No se permitirá la 
construcción de ningún tipo, sea residencial, comercial o industrial. Se 
determinarán medidas de intervención en aquellas zonas ya ocupadas en la zona 
delimitada, con base en lo dispuesto en el Artículo 20 del Decreto 1807 de 2014. 
8. Con base en la delimitación de las zonas de amenaza, las autoridades 
competentes realizarán la determinación de las zonas de riesgo según se 
establece en los Artículos 17 y 18 del Decreto 1807 de 2014. 
9. Se establecerán las siguientes responsabilidades: 
 Las entidades encargadas de suministrar la información necesaria para 
adelantar este tipo de estudios corresponde al Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales – IDEAM, al Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi – IGAC, y a las Corporaciones Autónomas Regionales y 
las Corporaciones de Desarrollo Sostenible. 
 Las entidades encargadas de adelantar estos estudios, buscando que se 
realicen a nivel de cuenca, corresponden a las Corporaciones Autónomas 
Regionales y las Corporaciones de Desarrollo Sostenible. 
 Los entes territoriales y más específicamente los municipios serán quienes 
estarán encargados de realizar la evaluación de la vulnerabilidad, quienes 
sumarán la determinación de la amenaza que le entregue la Corporación 
Ambiental para elaborar los estudios de riesgo. Serán estos entes 
territoriales los encargados del control de estas zonas en su jurisdicción. 
Esquemáticamente, la propuesta de ronda hidráulica se presenta en la Figura 7-1. 
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Figura 7-1: Esquema propuesto ronda hidráulica 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
7.2. Propuesta de mejoras o complementaciones a la 
normatividad vigente 
La presente investigación se desarrolló pensando en realizar un aporte desde la 
academia para abordar problemas como los que se presentan como efecto de las 
inundaciones. Esto se propone mediante la implementación de medidas no estructurales 
que estén contempladas en el ordenamiento territorial. 
Para lograr esto, se ha encontrado en la delimitación de las zonas de ronda hidráulica 
una oportunidad que permita ampliar este criterio, con el fin de involucrarlo en la gestión 
del riesgo de desastres, buscando que además de proteger ambientalmente los cauces, 
se protejan las personas y sus bienes. Para ello, la presente propuesta tiene en cuenta 
las líneas temáticas que se consideraron en el Capítulo 2, referente al marco normativo 
colombiano. 
Con base en esto, se encuentra la necesidad de definir que es el riesgo, y cómo se 
compone. 
Según la Estrategia Internacional para la Reducción de Desastres - ISDR, de las 
Naciones Unidas, “el riesgo se define como la combinación de la probabilidad de que se 
produzca un evento (Amenaza), y sus consecuencias negativas o impactos 
(Vulnerabilidad)” (Naciones Unidas, 2009). 
𝑅𝑖𝑒𝑠𝑔𝑜 = 𝐴𝑚𝑒𝑛𝑎𝑧𝑎 . 𝑉𝑢𝑙𝑛𝑒𝑟𝑎𝑏𝑖𝑙𝑖𝑑𝑎𝑑 
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“Amenaza es un fenómeno, sustancia, actividad humana o condición peligrosa que 
puede ocasionar la muerte, lesiones u otros impactos a la salud, al igual que daños a la 
propiedad, la pérdida de medios de sustento y de servicios, trastornos sociales y 
económicos, o daños ambientales” (Naciones Unidas, 2009). 
“Vulnerabilidad son las características y las circunstancias de una comunidad, sistema 
o bien que los hacen susceptibles a los efectos dañinos de una amenaza. 
Matemáticamente se expresa como la Exposición por la Susceptibilidad y la Resiliencia” 
(Naciones Unidas, 2009). 
𝑉𝑢𝑙𝑛𝑒𝑟𝑎𝑏𝑖𝑙𝑖𝑑𝑎𝑑 =
𝐸𝑥𝑝𝑜𝑠𝑖𝑐𝑖ó𝑛 .  𝑆𝑢𝑐𝑒𝑝𝑡𝑖𝑏𝑖𝑙𝑖𝑑𝑎𝑑
Resiliencia
 
𝑅𝑖𝑒𝑠𝑔𝑜 = 𝐴𝑚𝑒𝑛𝑎𝑧𝑎 .
𝐸𝑥𝑝𝑜𝑠𝑖𝑐𝑖ó𝑛 .  𝑆𝑢𝑐𝑒𝑝𝑡𝑖𝑏𝑖𝑙𝑖𝑑𝑎𝑑
Resiliencia
 
Tabla 7-1: Administración de riesgos de inundación 
Administración 
de riesgos 
Descripción Ejemplo de Aplicación 
Mitigarlo 
Tomar las medidas 
necesarias para controlar y 
continuamente reevaluar la 
condición de vulnerabilidad, 
desarrollando planes de 
contingencia con mejor 
información 
Formular y Ejecutar los POMCA - Articular 
los POMCA con los POT - Fortalecer los 
instrumentos para la identificación de zonas 
de mayor amenaza o vulnerabilidad 
Disponer de infraestructura acorde con el 
entorno (arquitectura residencial y de 
equipamientos, protección, entre otros) 
Asumirlo 
Aceptar las consecuencias 
ante la materialización del 
riesgo 
Mantener la condición vigente en 2014 para 
las poblaciones ribereñas en Colombia: Los 
miembros de la comunidad se exponen a sí 
mismos y a sus bienes, y ante la 
materialización del riesgo tal vez haya 
intervención del Estado o se acuda a la 
buena voluntad de terceros. 
Transferirlo 
Compartir parcialmente los 
riesgos con otros, o 
entregarlos completamente 
Asegurar a la comunidad, el sistema o los 
bienes susceptibles de daños (Como es el 
caso del Programa Nacional de Seguros 
frente a inundaciones de Estados Unidos). 
Evitarlo 
Eliminar la condición de 
vulnerabilidad 
Relocalizar a la comunidad, sistema o bien 
susceptible de daños. 
Fuente: Elaboración propia a partir de (Chamoun, 2002) 
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Los impactos negativos de las inundaciones se producen cuando las áreas inundables 
han sido ocupadas por las personas, lo cual se presenta cuando las poblaciones no 
cuentan con normas claras que limiten la ocupación del espacio fluvial (Sedano, 2012). 
La proyección del proceso de urbanización en Colombia indica que de tener un nivel 
de urbanización en el año 2010 del 76%, se pasará a un nivel de urbanización del 83% 
en el año 2015 (Departamento Nacional de Planeación, 2014). Esto permite determinar 
que las presiones de ocupación sobre el territorio serán cada vez mayores, y los 
espacios fluviales no serán la excepción. 
A partir de los desastres naturales que se presentaron en el territorio colombiano con 
la ocurrencia del fenómeno de La Niña de 2010 - 2011, el gobierno nacional incrementó 
sus esfuerzos para que la gestión del riesgo de desastres se adoptara en el país. 
Como parte de la política nacional para consolidar el sistema de ciudades en 
Colombia, el Departamento Nacional de Planeación – DNP elaboró el documento Conpes 
3819, expedido el 31 de octubre de 2014. En este documento de política se establece en 
su plan de acción, la integración de la planificación ambiental con el sistema urbano 
teniendo en cuenta las características propias de cada territorio, promoviendo la 
implementación de políticas integrales de gestión de riesgo de desastres. 
En este documento igualmente, el DNP le recomienda al Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, en coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
revisar el marco normativo sobre el recurso hídrico para asegurar la provisión de 
servicios e incentivar las inversiones en el sistema de ciudades. Este punto es de gran 
importancia para el desarrollo de la presente propuesta, pues con la implementación de 
la gestión del riesgo, se busca mejorar la calidad de vida de los habitantes de las 
poblaciones ribereñas, incrementando el desarrollo económico y social de estas áreas, 
tal como lo contempla la línea temática dedicada a este tema, la cual establece que el 
dominio público de los cauces y sus respectivas riberas, y las normas que rigen su 
aprovechamiento contribuyen a asegurar el desarrollo económico y social, dando 
importancia al interés general de la comunidad. 
“La gestión del riesgo de desastres, es un proceso social orientado a la formulación, 
ejecución, seguimiento y evaluación de políticas y regulaciones para el conocimiento y la 
reducción del riesgo, con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, el bienestar, 
la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible”, tal como se establece en la 
línea temática dedicada a este tema (Decreto 1523 de 2012). 
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Por esta razón, la propuesta que aquí se presenta identifica como enfoque 
estructurante la gestión de riesgo de inundaciones, buscando la reducción de las 
consecuencias adversas que puedan presentarse para la salud humana, el medio 
ambiente, la actividad económica y la infraestructura (Berga Casafont, 2011). 
De esta manera, se definen los componentes de la gestión del riesgo de inundaciones 
tal como se presenta en la Figura 7-2. 
Con respecto al conocimiento del riesgo, es necesario evaluar la amenaza y la 
vulnerabilidad, para que con base en estos dos elementos se determine el riesgo. Se 
propone que la amenaza se evalúe con base en la definición de ronda hidráulica 
presentada en el apartado anterior, tarea que será desarrollada por parte de la 
correspondiente Corporación Autónoma Regional o Corporación para el desarrollo 
sostenible. La vulnerabilidad será evaluada por parte de la entidad territorial, quienes 
serán los encargados de determinar el riesgo incluyendo para ello la evaluación de la 
amenaza. 
La amenaza se evaluará teniendo en cuenta lo planteado en las líneas temáticas 
referentes a los recursos naturales renovables, la gestión integral del recurso hídrico, el 
dominio público, la conservación de cauces y las áreas de manejo especial, es decir, se 
tendrá en cuenta que los factores que deterioran el ambiente corresponden a las 
alteraciones nocivas del flujo natural de las aguas. Así mismo, se tendrá en cuenta que 
se debe incorporar la prevención de desastres como un asunto de interés colectivo, 
donde las medidas para mitigar los efectos ocurridos durante los desastres serán de 
obligatorio cumplimiento. 
Se aclara que es necesaria la determinación de la amenaza por eventos de 
avalanchas, tema que se encuentra fuera del alcance de la presente investigación. 
La vulnerabilidad se evaluará teniendo en cuenta lo establecido en las líneas temáticas 
referentes a los asentamientos humanos y las condiciones habitacionales, el desarrollo 
económico y social y los derechos adquiridos por particulares, los permisos y 
concesiones. 
Con respecto a estas líneas temáticas es importante recalcar que el Código de 
Recursos Naturales Renovables considera como factores que deterioran el ambiente, 
entre otros, la concentración de población en condiciones de vida que atenten contra su 
bienestar y salud. Así mismo, que se tendrá en cuenta que las políticas de población 
brindan el derecho a los seres humanos a una vida saludable y productiva en armonía 
con la naturaleza. 
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Figura 7-2:  Componentes de la gestión del riesgo de inundaciones 
 
Fuente: Elaboración propia basado en (Sedano, 2012) 
 
Con respecto a la prevención y la mitigación, se integrará la gestión del riesgo de 
inundaciones a los planes de ordenamiento territorial de las zonas inundables, siguiendo 
las directrices establecidas en el Decreto 1807 de 2014 “Por el cual se reglamenta el 
artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 en lo relativo a la incorporación de la gestión 
del riesgo en los planes de ordenamiento territorial y se dictan otras disposiciones”, y 
teniendo en cuenta lo establecido en las líneas temáticas correspondientes a Gestión 
Integral del Recurso hídrico – planeación, y a la de zonificación, ordenamiento ambiental 
y ordenamiento territorial, las cuales establecen que dicho ordenamiento tiene como fin 
dar a la planeación económica y social, se dimensión territorial. 
Otros actores involucrados en el conocimiento del riesgo son las Secretarías de 
Educación de los entes territoriales, quienes podrán incluir en los planes académicos 
este tema y las Universidades, que podrán adelantar investigaciones en temas 
relacionados, así como el IGAC y el IDEAM. Los actores involucrados en la prevención y 
la mitigación del riesgo corresponden a las Secretarias de Planeación de los entes 
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territoriales, las Corporaciones Autónomas Regionales y las secretarías de 
Infraestructura. En el caso de la respuesta, los actores involucrados corresponden a los 
Consejos para la gestión del riesgo, la Cruz Roja Colombiana, la Defensa Civil, los 
departamentos de Bomberos, las Secretarías de Salud, las Fuerzas Militares y de Policía 
(UNGRD, 2013). 
En todos los casos, los actores involucrados de mayor jerarquía corresponden al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, al Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio y al Fondo de Adaptación. 
 
 





La motivación de la presente investigación correspondió a hacer un aporte desde la 
academia al gobierno nacional para que problemas recurrentes como los que se 
presentan como efecto de las inundaciones se puedan reducir al máximo, mediante la 
implementación de medidas no estructurales que estén contempladas en el 
ordenamiento territorial. 
Esta propuesta tiene un alcance puramente técnico, la materialización de la misma 
requiere estudios adicionales. 
Para elaborar una propuesta que llevara al fortalecimiento de la normatividad en 
relación con el tema de ronda hidráulica, fue necesario establecer inicialmente el 
contenido actual de los instrumentos legales vigentes, para lo cual se realizó la revisión 
de la normatividad colombiana. Esta revisión de la normatividad se enfocó en encontrar 
deficiencias en la legislación de la ronda hidráulica, que sugirieran la necesidad de 
complementar dicha normatividad. 
La revisión de la normatividad colombiana permitió establecer que es necesario que 
exista una reglamentación específica para el recurso agua, pero más importante una 
normatividad específica para el tema de las inundaciones. En este punto, se logró 
establecer que la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico 
contempla el riesgo por inundación pero asociado a la disminución de la calidad y la 
cantidad del recurso hídrico. 
Se encontró que no existe una base de datos que consolide todas la normatividad 
ambiental, lo cual dificultó que la revisión se hiciera de manera más completa. 
El Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014 “Prosperidad para todos” determina que la 
falta de delimitación de las rondas y franjas de protección de los ríos, así como la falta de 
determinación de las cotas máximas de inundación, ha generado conflictos en el uso del 
territorio. Esto se hace notable con respecto a la definición de ronda hidráulica, pues se 
habla de mareas máximas, cauce permanente, niveles máximos ordinarios y crecientes 
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ordinarias, pero no se explica cómo determinar cada uno de estos elementos de la 
norma, situación que genera ambigüedades al momento de aplicarla y abre ventanas 
para que el espacio fluvial pueda ser invadido. 
En la normatividad colombiana, aunque no explícitamente, se define la ronda hidráulica 
como un bien de dominio público, para el desarrollo y cumplimiento de las funciones 
públicas del Estado, la cual es inalienable, es decir que no se pueden negociar, y es 
imprescriptible pues su dominio siempre está restringido al estado. Esta es la única 
definición de ronda que se encuentra en la normatividad nacional, donde no se precisa 
cuál es su función, cómo, ni para que se debe delimitar, condición que genera 
ambigüedades al momento de aplicar la ley. 
La delimitación de las rondas hidráulicas sólo se reglamenta propiamente a partir de la 
Ley 1450 de 2011, mediante el Artículo 206. 
Se encontró la tendencia de definir las inundaciones como eventos catastróficos 
relacionados con el evento natural, pero en muy pocas partes se habla de los desastres 
asociados a las inundaciones como eventos resultantes de la vulnerabilidad a la que se 
encuentran expuestas miles de personas en todo el territorio nacional. 
La normatividad expedida a partir del fenómeno de la Niña que se presentó en el país 
en los años 2010 – 2011 permite ver la falta de planeación y cómo las medidas fueron 
mayoritariamente reactivas y no preventivas. 
La determinación de los niveles máximos ordinarios mediante los cuales se define el 
cauce natural a partir del cual se delimita la zona de ronda de hasta 30 metros, tiene la 
limitación que sólo es aplicable en corrientes que cuenten con mediciones de caudal y 
nivel directamente sobre la corriente, y en su ausencia no es posible determinar el 
promedio de los niveles máximos anuales de los últimos 15 años, lo cual implica tener 
registros. 
La normatividad nacional en lo referente a la delimitación de la ronda no contempla 
criterios geomorfológicos, es decir no evalúa la extensión a donde llegan las 
inundaciones dependiendo de las características fluviomorfológicas de patrón de drenaje, 
de pendiente, de forma de la sección transversal, de terrazas dejadas en tiempos 
pasados, entre otros, así como criterios geológicos y de peligrosidad de inundación. 
Para precisar los conceptos de EEUU y de España fue necesario entender todas las 
características de los programas a los cuales pertenecen estos conceptos, como el caso 
del Programa Nacional de Seguros Frente a Inundaciones de Estados Unidos o el 
programa LINDE de España. 




Debido a que se presentaron muchos inconvenientes para acceder a la información 
necesaria para aplicar cada uno de los criterios a los cuatro casos de estudio planteados 
en los objetivos de la presente tesis, tal como respuestas fuera de los tiempos 
estipulados por la ley, respuestas negativas sobre la posibilidad de acceso a la 
información, entre otros, sólo fue posible trabajar con tres casos de estudio. 
La aplicación del criterio de ronda hidráulica en los tres casos de estudio permitió 
establecer que en el caso donde las poblaciones se encuentren asentadas en las zonas 
inundables, como es el caso de la mayoría de las poblaciones ribereñas de nuestro país, 
la determinación de una franja de 30 metros no tiene mucha validez. Bajo este escenario 
se encontró la conveniencia de delimitar primero la zona inundable mediante aspectos 
geomorfológicos, o mediante la evaluación de la peligrosidad de inundación, para luego 
sí delimitar la franja que se debe reservar para el cuidado y protección ambiental de los 
cauces. 
En cuanto a la aplicación del criterio español de Dominio Público Hidráulico, se logró 
establecer que es el criterio más amplio y que define mayores restricciones a la 
ocupación del espacio fluvial a partir de aspectos técnicos que están más acordes con la 
realidad física del territorio, por lo cual se concluyó que es el criterio más completo y con 
más aplicación en nuestro territorio. 
Igualmente, se definió que el criterio de Vía de Intenso Desagüe no tiene tanta 
aplicación para el tema de ronda, pero sí que es una herramienta que puede ser de gran 
utilidad para la aplicación de medidas estructurales. 
Se plantea una propuesta técnica para la determinación de la ronda hidráulica, que 
tiene en cuenta criterios como el análisis de las unidades fluviomorfológicas, la 
peligrosidad de las inundaciones y las restricciones al uso del suelo. 
Debido a que la función de la zona de ronda es la protección ambiental de los cuerpos 
de agua y los ecosistemas de ribera, se encontró la necesidad de incorporar la gestión 
del riesgo de inundaciones para que también se tenga en cuenta la función de proteger a 
las personas y sus bienes. 
Como propuesta de mejoras o complementaciones a la normatividad colombiana se 
establece que el criterio de ronda puede ampliarse como parte estructurante de la gestión 
del riesgo de inundaciones. Para ello, se plantea que se delimite la ronda para la 
evaluación de la amenaza en el conocimiento del riesgo. 
La rama ejecutiva del poder público es la que tendría la competencia de incorporar las 
recomendaciones de la presente investigación a la normatividad colombiana, pues los 
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objetivos de la Rama Ejecutiva en el orden territorial corresponden a la administración de 
los asuntos propios de los entes territoriales, la planificación y promoción del desarrollo y 
en general, implementar medidas orientadas a mejorar la calidad de vida de los 
habitantes del territorio colombiano. 
Uno de los componentes más importantes de la gestión del riesgo de inundaciones 
corresponde a la prevención y la mitigación del riesgo mediante el ordenamiento 
territorial de las zonas inundables, el cual se basa en el conocimiento del riesgo, punto 
donde la propuesta de ronda hidráulica cobra gran importancia. 
  






Se recomienda al Gobierno Nacional adoptar la propuesta de mejoras a la 
normatividad colombiana que se plantea en la presente investigación, en aras de lograr 
un adecuado ordenamiento territorial de las zonas inundables, lo cual se vería reflejado 
en el desarrollo económico y social de las poblaciones ribereñas y por ende, el del país 
en general. 
Se recomienda al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y al Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, que se adopten más medidas no estructurales como la 
planificación territorial de las zonas inundables en sus planes, programas y proyectos. 
Se recomienda a las Corporaciones Autónomas Regionales fortalecer sus bases de 
datos en cuanto a la información necesaria para adelantar estudios como el que se 
desarrolla en esta investigación, pues estas son las entidades idóneas para adelantar 
este tipo de trabajos. 
Se recomienda al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, establecer la 
delimitación de la ronda hidráulica como una directriz que deben seguir todas las 
Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible del país. 
Se recomienda igualmente a las Corporaciones Autónomas Regionales que faciliten el 
acceso a la información con la que cuentan a investigadores de las diferentes 
universidades, pues desde sus proyectos se puede llegar a propuestas que redunden en 
el desarrollo económico y social de nuestro país. 
Se recomienda a cualquier investigador interesado en el tema objeto de esta tesis, que 
en investigaciones posteriores se incluyan en los análisis el caudal sólido y los cambios 
que puede llegar a tener el lecho. 
Como investigaciones que pueden surgir a partir de la presente tesis, que se pueden 
desarrollar desde la ingeniería o desde otras áreas del conocimiento, se recomienda 
profundizar en el tema del componente ecosistémico de las rondas hidráulicas. 
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Como estudios o investigaciones adicionales que se proponen se desarrollen a partir 
de la presente investigación, se contemplan los necesarios para la materialización de la 
propuesta realizada, para la cual se requiere de la intervención de disciplinas como la 
sociología, la antropología, la planificación urbano regional, economistas y financieros, 
entre otros. 
Se recomienda al Ministerio de Ambiente y Desarrollo sostenible que se empiece a 
elaborar un sistema de información geográfico que les permita el acceso a todos los 
habitantes del territorio nacional por medio de internet, donde puedan consultar las áreas 
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Anexo B: Series de caudales y niveles 





Año Q máx. (m
3
/s) Año Q máx. (m
3
/s)
1965 82,20 1999 2514,00
1966 69,10 2000 1968,00
1967 81,00 2001 1144,00
1968 67,10 2002 1464,00
1969 87,10 2003 1345,00
1970 101,60 2004 1471,00
1971 117,60 2005 1730,00
1972 118,50 2006 1730,00
1973 99,60 2007 1989,00
1974 89,68 2008 1905,00
1975 80,26 2009 1954,00
1976 64,90 2010 1597,00
1977 73,00 2011 2752,00
1978 76,94 2012 1741,00


































Serie de caudales máximos 
anuales estación Tobia
Serie de caudales máximos 
anuales estación Puente 
Santander
Año Nivel (msnm) Año Q máx. (m
3
/s) Año Nivel (msnm)
1999 425,72 1977 6148,00 1977 74,93
2000 424,94 1978 5869,00 1978 74,64
2001 423,76 1979 5745,00 1979 74,97
2002 424,22 1980 4672,00 1980 74,59
2003 424,05 1981 6894,00 1981 75,13
2004 424,23 1982 8237,00 1982 75,09
2005 424,60 1983 4700,00 1983 74,69
2006 424,60 1984 6362,00 1984 75,05
2007 424,97 1985 5485,00 1985 74,74
2008 424,85 1986 6659,00 1986 75,04
2009 424,92 1989 6031,00 1987 74,99
2010 424,41 1992 3878,00 1988 75,59
2011 426,06 1994 5262,00 1989 75,12
2012 425,00 1995 4765,00 1990 75,37
2013 424,31 1998 4610,00 1991 74,71
1999 5216,00 1992 74,45
2000 4318,00 1993 74,98
2001 3860,00 1994 75,10
2002 4340,00 1995 74,69
2003 4121,00 1996 75,19
2004 5492,00 1997 74,59
2005 5689,00 1998 75,04
2006 5689,00 1999 75,44
2007 5689,00 2000 74,99
2008 5689,00 2002 75,14
2009 5322,00 2003 74,99
2010 6448,00 2004 75,11
2011 6801,00 2005 75,44







Serie de niveles máximos 
anuales estación Puente 
Santander
Serie de caudales máximos 
anuales estación Peñas Blancas
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
• 
MINISTERIO DE VIVIENDA,CIUDAD y TERRITORIO 
República de Colombia 
DECRETO NÚMERO 1807 
19 SE? 2014 

"Por el cual se reglamenta el artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 en lo 

relativo a la incorporación de la gestión del riesgo en los planes de ordenamiento 

territorial y se dictan otras disposiciones' 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las 

conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y en el 

artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 y, 

CONSIDERANDO: 
Que el artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 determinó que el Gobierno 

l\Jacional reglamentaría las condiciones y escalas de detalle para la delimitación y 

zonificación de las áreas de amenaza y de las áreas con' condiciones de riesgo 

además de la determinación de las medidas específicas para su mitigación 

teniendo en cuenta la denominación de los planes de ordenamiento territorial, 

prevista en el artículo 9 de la Ley 388 de 1997. 

Que el artículo 8 de la Ley 388 de 1997 señala como una de las acciones 

urbanísticas que deben incorporarse en los planes de ordenamiento territorial la 

determinación de "las zonas no urbaniza bIes que presenten riesgos para la 
 ./ 
localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales". 
Que el artículo 10 de la Ley 388 de 1997 establece como determinantes de 

. superior jerarquía, que los municipios y distritos deben tener en cuenta en la 

elaboración y adopción de los planes de ordenamiento territorial, las relacionadas 

con la conseNación y protección del medio ambiente, los recursos naturales y la 

prevención de amenazas y riesgos naturales, así como las políticas, directrices y 

regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos naturales, el señalamiento 

y localización de las áreas de riesgo' para asentamientos humanos y las 
. estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos. 
. "' 
: 
Decreto No. Del de Hoja No. 2 
18 ,f\1' ".J 
"Por el cual se reglamenta el artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 en lo relativo a la incorporación de la 
gestión del riesgo en los planes de ordenamiento territorial y se dictan otras disposiciones' 
Que el numeral 10 del artículo 3 de la Ley 1523 de 2012 considera dentro de los 
principios que orientan la gestión del riesgo el principio de gradualidad, haciendo 
alusión a que "la gestión del desgo se despliega de manera continua, mediante 
procesos secuenciales en tiempos y alcances que se renuevan permanentemente. 
Dicha gestión continuada estará regida por los principios de gestión pública 
consagrados en el artículo 209 de la Constitución y debe entenderse a la luz del 
desarrollo político, histórico y socioeconómico de la sociedad que se beneficia". 
Que el artículo 39 de la Ley 1523 de 2012 establece que los planes de 
ordenamiento territorial deberán integrar el análisis del riesgo en el diagnóstico 
biofísico, económico y socio ambiental y considerar el riesgo de desastres, como 
un condicionante para el uso y la ocupación del territorio, procurando de esta 
forma evitar la configuración de nuevas condiciones de riesgo. 
Que el artículo 40 de la Ley 1523 de 2012 reitera que los planes de ordenamiento 
deben incluir las previsiones de la Ley 9 de 1989 y de la Ley 388 de 1997, en lo 
relativo a los mecanismos para el inventario de asentamientos en alto riesgo, el 
señalamiento, delimitación y tratamiento de las zonas expuestas a amenaza 
derivada de fenómenos naturales, socio naturales o antropogénicas no 
intencionales, incluidos los mecanismos de reubicación de asentamientos; la 
transformación del uso asignado a tales zonas para evitar reasentamientos en alto 
riesgo; ,la constitución de reservas de tierras para hacer posible tales 
reasentamientos y la utilización de los instrumentos jurídicos de adquisición y 
expropiación de inmuebles que sean necesarios para reubicación de poblaciones 
en alto riesgo, entre otros. 
Que en este contexto, se hace necesario integrar la gestión del riesgo de 







Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en el 
presente decreto establecen las condiciones y escalas de detalle para incorporar 
de manera gradual la gestión del riesgo en la revisión de los contenidos de 
mediano y largo plazo de los planes de ordenamiento territorial municipal y distrital 
o en la expedición de un nuevo plan. 
Parágrafo 1. Cuando el presente decreto se refiera a los planes de ordenamiento 
territorial se entenderá que comprende todos los tipos .de planes previstos en el 
artículo 9 de la Ley 388 de 1997. 
Parágrafo 2. De conformidad con lo previsto por la Ley 388 de 1997 y el artículo 
189 del Decreto Ley 019 de 2012, los estudios básicos de que trata el artículo 3 
del presente decreto, deben hacer parte de los proyectos de revisión de los 
contenidos de mediano y largo plazo de los planes de ordenamiento territorial o la 
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consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental 
correspondiente, los proyectos de revisión referidos sin el cumplimiento de este 
requisito. 
En ningún caso los concejos municipales o distritales podrán conferir 
autorizaciones con el fin de que los Alcaldes condicionen la realización de los 
estudios de que trata el artículo 3 del presente decreto, con posterioridad a la 
revisión del Plan, ni sujetos a autorizaciones posteriores del alcalde municipal o 
distrital. 
Art!culo 2. Estudios técnicos para la incorporación de la gestión del 
riesgo en la planificación territorial. Teniendo en cuenta el principio de 
gradualidad de que trata la Ley 1523 de 2012, se deben realizar los estudios 
báSICOS para la revisión de los contenidos de mediano y largo plazo de los planes 
de ordenamiento territorial o la expedición de nuevos planes y en su ejecución se 
deben realizar los estudios detallados. 
Artículo 3. Estudios básicos. para la revisión o expedición de planes de 
ordenamiento territorial-POT-, De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
anterior para la revisión de los contenidos de mediano y largo plazo de los planes 
de ordenamiento territorial o la expedición de nuevos planes, se deben elaborar 
estudios en los suelos urbanos, de expansión urbana y rural para los fenómenos 
de inundación, avenidas torrenciales y movimientos en masa, que contienen: 
a) 	 La delimitación y zonificación de las áreas de amenaza. . 
b) 	 La delimitación y zonificación de las áreas con condición de amenaza en las 
que se requiere adelantar los estudios detallados a que se refiere el siguiente 
artículo. 
c) 	 La delimitación y zonificación de las áreas con condición de riesgo en las que 
se requiere adelantar los e'studios detallados a que se reJiere el siguiente 
artículo. 
d) 	 La determinación de las medidas de intervención, orientadas a establecer 
restricciones y condicionamientos mediante la determinación de normas 
u rban ísticas. 
Parágrafo 1. Para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el presente decreto, 
se adoptan las siguientes definiciones: 
Áreas con condición de amenaza, son las zonas o áreas del territorio municipal 
zonificadas como de amenaza alta y media en las que se establezca en la revisión 
o expedición de un nuevo POT la necesidad de clasificarlas como suelo urbano, 
de expanSión urbana, rural suburbano o centros poblados rurales para permitir su 
desarrollo.. 
Áreas con condición de riesgo, corresponden a las zonas o áreas del territorio 
municipal clasificadas como de amenaza alta que estén urbanizadas, ocupadas o 
edificadas así como en las que se encuentren elementos del sistema vial, 
equipamientos (salud, educación, otros) e infraestructura de servicios públicos. 
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Delimitación, consiste en la identificación del límite de un área determinada, 
mediante un polígono. Debe realizarse bajo el sistema de coordenadas oficial 
definido por la autoridad cartográfica nacional y su precisión estará dada en 
función de la escala de trabajo. 
Zonificación, es la representación cartográfica de áreas con características 
homogéneas. Debe realizarse bajo el sistema de coordenadas oficial definido por 
la autoridad cartográfica nacional y su precisión estará dada en función de la 
escala de trabajo. 
Parágrafo 2. Aquellos mUniCipiOS o distritos que se encuentren expuestos a 
amenazas por otros fenómenos naturales (sísmicos, volcánicos, tsunami, entre 
otros) o de origen tecnológico, deben evaluarlas con base en la información 
disponible generada por las aut9ridades y sectores competentes y de acuerdo con· 
la situación de cada municipio o distrito. 
Parágrafo 3. En los casos en que un municipio o distrito esté expuesto a más de 
un tipo de fenómeno amenazante y que estos se superpongan o que tengan 
incidencia uno en otro, se deberá contemplar su efecto en los estudios y 
zonificaciones respectivas. 
Parágrafo 4. Si al momento de la revisión de los contenidos de mediano y largo 

plazo de los planes de ordenamiento territorial o la expedición de un nuevo POT, 

se cuenta con un Plan de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas 

. aprobado y el mismo incluye los análisis de amenazas, estos sirven de insumo 

para la elaboración de los estudios básicos en suelo rural. 
Artículo 4.· Estudios detallados. Los estudios detallados están orientados a 
determinar la categorización del riesgo y establecer las medidas de mitigación 
correspondientes. 
En la revisión de los contenidos de mediano y largo plazo de los planes de 
ordenamiento territorial o en la expedición de un nuevo POT,se debe establecer la 
priorización de los estudios detallados identificados en los estudios básicos y en el 
programa de ejecución se debe definir la programaciÓn de actividades, las 
entidades responsables y los recursos respectivos de los estudios que se 
ejecutarán en el período del alcalde que adelanta la revisión del plan o la 
expedición de uno nuevo. 
Artículo 5. Escala de trabajo. De conformidad con .Ias clases de suelo 
establecidas en la Ley 388 de 1997, los estudios se elaboran, como mínimo, en 
las siguientes escalas: 
TIPO DE 
ESTUDIO 
CLASE DE SU ELO ESCALA 
Estudio 
Básicp 
Urbano 1 :5.000 
Expansión Urbana 1 :5.000 







Expansión Urbana 1 :2.000 
Rural Suburbano 1 :5,000 
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Parágrafo 1. Los municipios o distritos que cuenten con info'rmación a una escala 
de mayor detalle deben emplearla para el desarrollo de los respectivos estudios. 
Parágrafo 2. Aquellos municipios o distritos con centros poblados rurales que por 
su alto grado de exposición a la ocurrencia de fenómenos naturales han sido 
afectados o tienen la posibilidad de ser afectados, deben adelantar los estudios 
básicos como mínimo a escala 1 :5.000. 
TITULO 11 





Artículo 6. Análisis de la información disponible. Para la elaboración de los 
estudios básicos y detallados se deben realizar los análisis de la información 
técnica disponible, considerando entre otros, los siguientes aspectos: 
1. 	 Recopilar y analizar la información contenida en el plan de ordenamiento 
territorial, estudios regionales, técnicos o informes técnicos, cartografía base, la 
información de las bases de datos institucionales y.la información de redes de 
monitoreo de amenazas existentes. 
2. 	 Verificar si se cuenta con la delimitación y zonificación de amenaza y/o riesgo 
para el municipio o distrito (suelo urbano, expansión urbana y suelo rural) y que 
la misma cumpla como mínimo con los siguientes aspectos: 
a. 	 Que corresponda al análisis del área urbana, expansión urbana y rural del 
municipio o distrito, se ajuste a las condiciones técnicas establecidas en el 
presente decreto y esté acorde con su situación actual. La información se 
podrá emplear siempre y cuando se verifique su pertinencia y se actualice 
cuando se requiera. . . 
b. 	 Que la información técnica disponible corresponda al análisis de las áreas 
en las que se hayan evidenciado afectaciones en el municipio o distrito. 
3. 	 En caso que se cuente con estudios detallados que permitan establecer el nivel 
de riesgo, se deberá verificar que los mismos cumplan con las condiciones 
técnicas establecidas en el presente decreto. 
Con base en este análisis se deberá establecer la información técnica disponible 
correspondiente a la delimitación y zonificación de las áreas de amenaza y de las 
áreas con condiciones de riesgo. En los casos de ausencia tota:l o parcial de la 
información, se deben establecer las acciones técnicas, institucionales y 
financieras necesarias para elaborar esta información .. 
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Artículo 7. Los alcaldes municipales podrán solicitar al departamento asesoría 
sobre los análisis que se deben adelantar para el estudio de los eventos que se 
presentan en su territorio según lo dispuesto en el presente decreto. 
CAPíTULO I 
CONDICIONES TÉCNICAS PARA lA ELABORACiÓN DE ESTUDIOS BÁSICOS 
Artfculo 8. Estudios básicos de amenaza por inovimientos en masa. Para 
determinar las condiciones de· amenaza por movimientos en masa en suelos 
urbanos, de expansión urbana y rural, los estudios básicos tienen las siguientes 
especificaciones mínimas: 
1 . 	 Área de estudio: Se adelantará éste tipo de estudios en todas las zonas de 
relieve escarpado, montañoso y ondulado, con pendientes iguales o 
superiores a 5 grados más los taludes marginales de cauces, así como las 
zonas planas que puedan recibir los efectos de los movimientos en masa. 
Adicionalmente, se consideran aquellas áreas urbanas y de expansión urbana 
que teniendo una pendiente menor a 5 grados hayan presentado problemas 
de inestabilidad y subsidencia debido a problemas geotécnicos o al desarrollo 
de actividades antrópicas. 
2. 	 Insumas: Para suelos urbanos, de expansión urbana y rwral, se deben utilizar 
como mínimo los siguientes' insumos que son elaborados o ajustados y 
evaluados a la escala de trabajo correspondiente: 
a. 	 Cartografía base que contenga entre otros: coordenadas, curvas de nivel, 
drenajes, red vial, infraestructura y equipamientos, asentamientos 
humanos. 
b. 	 Inventario de procesos morfodinámicos. 
En la elaboración de los estudios para suelos urbanos y de expansión urbana, 
adicionalmente se elabora: la geología para ingeniería y la geomorfología 
aplicada a movimientos en masa a nivel de elementos geomorfológicos. 
En la elaboración de los estudios para suelos rurales, adicionalmente se 
realiza: la geología, unidades geológicas superficiales, la geomorfología 
aplicada a movimientos en masa a nivel de subunidades geomorfológicas y 
cobertura y uso del suelo. 
3. 	 Alcance: La determinación de las condiciones de amenaza por movimientos 
en masa deberá integrar las diferentes variables que inciden en la ocurrencia 
tanto actual como futura de estos fenómenos. Se deben considerar dentro dé 
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los agentes detonantes los siguientes factores: agua, sismo y procesos 
antrópicos (cortes, excavaciones, rellenos y construcciones en general). 
Para el suelo urbano y de expansión urbana se utilizará, como mínimo, alguno 
de los siguientes análisis: estadísticos, determinísticos o probabilísticos. 
Para los suelos rurales se utilizará, como mínimo, alguno de los siguientes 
análisis: de inventarios, heurísticos o estadísticos. 
En todo caso, los análisis se realizarán en función de la magnitud de la 
·amenaza, su intensidad, consecuencias y la disponibilidad de información. 
4. 	 Zonificación. Para la zonificación de la amenaza, esta se categorizará en 
alta, media y baja, que se establece según el método empleado. En todo caso 
las áreas con procesos activos se consideran en la categoría alta. 
5. 	 Productos: Como resultado de los estudios, se elaboran los mapas de 
zonificación de amenaza por movimientos en masa, según lo dispuesto en el 
presente artículo. La leyenda deberá incluir la descripción de las 
características físicas de las unidades según la categoría establecida, los tipos 
de procesos predominantes y los posibles daños que se pueden generar. 
Se deberá elaborar un documento técnico que contenga la metodolog ía 
empleada y los resultados obtenidos. 
Artículo 9. Estudios básicos de amenaza de inundación. Para determinar 
las condiciones de amenaza por inundación en suelos urbanos, de expansión 
urbana y rural, los estudios básicos tienen ·Ias siguier.tes especificaciones 
mínimas: 
1 . 	 Área de estudio: Las zonas en las cuales exista la posibilidad de presentarse 
una inundación sean aledañas o no a ríos, caños, quebradas, humedales y 
otros cuerpos de agua o aquellas que hagan parte de su área de influencia. 
En el análisis se deben considerar los casos en los que existan precedentes 
de mecanismos generadores de inundaciones tales como encharcamiento por 
lluvias intensas sobre áreas planas, encharcamiento por deficiencia de 
drenaje, inundaciones costeras entre otros. 
Los municipios o distritos con un suelo rural superior a 1.500 km2, para los 
cuales no exista base cartográfica e insumos a 1 :25.000, podrán realizar los 
estudios para esta clase de suelo a escala 1 :100.000 o 1 :50.000. En aquellas 
áreas rurales donde se presenten inundaciones recurrentes, con presencia de 
elementos expuestos, deben realizar los estudios básicos a 1 :25.000. 
2. 	 Insumos: Se debe utilizar como mínimo los siguientes insumos: 
a. 	 Geomoñología. Identificación de las diferentes subunidades 
geomorfológicas asociadas a los paisajes aluviales, con especial énfasis en 
las geoformas correspondientes a la llanura de inundación. 
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b. 	 Modelo de elevación digital del terreno. 
c. 	 Identificación de las zonas inundables e inundadas (registro de 
eventos). A partir de información de las diferentes entidades a nivel 
nacional, regional o local, interrelacionada con la información de la 
comunidad identificar cuales áreas han sufrido afectaciones por inundación 
y en qué fecha. 
d. 	 Hidrología. Caracterización del comportamiento del régimen hidrológico en 
la región a la cual pertenece el municipio mediante un análisis de los 
eventos hidroclimáticos máximos' identificando para cuales' períodos de 
retorno se están presentando las afectaciones y las áreas afectadas para 
los mismos. 
3. 	 Alcance: Para la zonificación de la amenaza se emplean tres categorías: alta, 
media y baja, teniendo en cuenta el registro de eventos,'la recurrencia de los 
mismos y la intensidad (niveles alcanzados) de la inundación. 
Para el suelo urbano, de expansión urbana y rural se utilizará, como mínimo, 
análisis de tipo histórico y geomorfológico. De acuerdo con la información 
disponible se podrán complementar con análisis hidrológico-hidráulicos y 
métodos asistidos por sensores remotos y sistemas de información geográfica. 
En todo caso, los análisis se realizan en función de la magnitud de la 
amenaza, su intensidad, consecuencias y la disponibilidad de información. 
4. 	 Productos: Como resultado de los estudios, se elaboran mapas de 
zonificación de amenaza por inundaciones, según lo dispuesto en el presente 
artículo. 
Se debe elaborar un documento técnico . que contenga la metodología 
empleada y los resultados obtenidos. 
Artículo 10. Estudios básicos de amenaza por avenidas torrenciales. Para 
determinar las condiciones de amenaza por avenida torrencial en suelos urbanos, 
de expansión urbana y rural, los estudios básicos tienen las siguientes 
especificaciones mínimas: 
1. 	 Área de estudio: Todos los cauces presentes o con infh.,lencia en el municipio 
o distrito, que por sus condiciones topográficas puedan tener un 
comportamiento torrencial. 
2. 	 Insumos: Se debe utilizar como mínimo los siguientes insumos: 
a. 	 Geomorfología 
b. 	 Estudio hidrológico de la cuenca, orientado al flujo torrencial, considerando 
el ciclo de sedimentos. 
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c. 	 Análisis hidráulico del área a zonificar, teniendo en cuenta factores 
detonantes como precipitación o movimientos en masa. 
d. 	 La base cartográfica que se emplee en la zonificación corresponderá a una 
escala 1 :2.000. 
3. 	 Alcance: Para la zonificación de la amenaza, esta se categorizará en alta, 
media y baja, dependiendo de la frecuencia de presentación de los eventos y 
sus características: la profundidad de la lámina de agua, los materiales de 
arrastre y la velocidad del flujo. 
Se utiliza, como mínimo, alguno de los siguientes' análisis: estadísticos, 
determinísticos o probabilísticos .. 
En todo caso, los análisis se realizan en función de la magnitud de la 
amenaza, su intensidad, consecuencias y la disponibilidad de información. 
4. 	 Productos: Mapa de amenaza por avenidas torrenciales, en el cual se 
delimitan y zonifican los diferentes niveles de amenaza que presenta el 
territorio estudiado, según lo dispuesto en el presente artículo. 
Se deberá elaborar un documento técnico que contenga la metodología 
empleada y los resultados obtenidos. 
Artículo 11. Delimitación y zonificación de las áreas con condición de 
amenaza. Con fundamento en la delimitación y zonificación de amenazas, se 
delimitan y zonifican aquellas áreas sin ocupar del suelo urbano, de expansión 
urbana, rural suburbano o centros poblados rurales en las que en la revisión o en 
la expedición de un nuevo POT se proponga su desarrollo. 
La identificación de estas áreas se realizará a partir del análisis de las áreas 
zonificadas como de amenaza alta y media sin ocupar en los estudios básicos con 
aquellas que se consideren como objeto de desarrollo. En todo caso el desarrollo 
de las zonas de amenaza media y alta sin ocupar quedará sujeto a los resultados 
de los estudios detallados. 
Con esta información se elabora el mapa con la delimitación y zonificación de las 
áreas con condición de amenaza y se establecen los criterios para la 
caracterización y delimitación de las unidades de análisis en las áreas que serán 
objeto de estudios detallados. 
Artículo 12. Delimitación.y zonificación de las áreas con condición de 
riesgo. Con fundamento en la delimitación y zonificación d8 amenazas, se 
delimitan y zonifican las áreas con condición de riesgo, a fin de priorizar las áreas 
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La identificación de las áreas con condición de riesgo se realizará a partir del 
análisis de las áreas zonificadas como de amenaza alta en los estudios básicos, 
con la información cartográfica (predial o catastral, entre otras) disponible que 
permita identificar la existencia de elementos expuestos, de áreas urbanizadas, 
ocupadas o edificadas así como de aquellas en las que se encuentren 
edificaciones indispensables y líneas vitales. 
Con esta información se elabora el mapa con la delimitación y zonificación de las 
áreas con condición de riesgo y se establecen los criterios para la caracterización 
y delimitación de las unidades de análisis que dependen del fenómeno a estudiar y 
la priorización para la realización de los estudios detallados que permitirán 
categorizar el riesgo. 
Parágrafo. Las zonas de amenaza media para las cuales en la reVISlon o 
expedición de un nuevo POT Sé proponga el cambio de densidad o un cambio en 
los usos del suelo que pueda generar o incrementar el riesgo en la zona, se 
consideran como áreas con condición de riesgo. 
Artículo 13. Determinación de medidas de Intervención. Con base en los 
resultados de los estudios básicos, se deben determinar las medidas de mitigación 
no estructurales orientadas a establecer el modelo de ocupación del territorio y las 
restricciones o condicionamientos para el uso del suelo cuando sea viable, 
mediante la determinación de normas urbanísticas. 
CAPITULO 11 





Artículo 14. Estudios detallados. Los estudios detallados deben contener lo 
siguiente para cada uno de los eventos analizados: 
1. Análisis detallado de amenaza 
2. Evaluación de vulnerabilidad 
3. Evaluación del riesgo 
4. Determinación de medidas de mitigación. 
Parágrafo. En las zonas no ocupadas, esto es, que no hay elementos expuestos, 
se deben considerar las alternativas de intervención conducentes a la reducción 
de la amenaza, siempre y cuando sean viables desde el purto de vista ambiental, 
técnico, financiero y urbanístico. 
Artículo 15. Análisis detallado de amenaza por movimientos en masa. Para 
determinar la categorización del riesgo por movimientos en masa, los estudios de 
amenaza tienen las siguientes especificaciones mínimas: 
. 
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1. 	 Área de estudio. Se referirá a las áreas con condiciones de riesgo y 
amenaza, por movimientos en masa delimitadas en el plan de ordenamiento 
territorial, a partir de los estudios básicos de que tratan los artículos anteriores. 
Estás áreas podrán ser precisadas con base en la geoforma de la zona objeto 
de análisis. 
2. 	 Insumas. Se consideran como insumos mínimos que se elaboran y evalúan a 
la escala de trabajo, los siguientes: 
a. Geología'para ingeniería. 
b. Geomorfología.a nivel de elementos. 
c. Hidrogeología, con énfasis en comportamiento de los niveles freáticos. 
d. Evaluación del drenaje superficial. 
e. Sismología. 
f. Uso del Suelo. 
g. Exploración del subsuelo. 
h. Levantamiento topográfico, incluyendo la información predial o catastral. 
3. 	 Alcance. El análisis de la amenaza a nivel detallado se realiza empleando por 
lo menos métodos determinísticos y modelos matemáticos, en función de la 
dinámica del movimiento en masa objeto de análisis. 
Como parte del análisis de amenaza se debe tener en cuenta las causas de la 
inestabilidad del terreno, considerando dentro de los agentes detonantes los 
siguientes factores: agua, sismo y procesos antrópicos (cortes, excavaciones, 
rellenos y construcciones en general), mediante el análisis mínimo de tres 
escenarios. 
4. 	 Productos: Mapas de zonificación de amenaza por movimientos en masa, 
según lo dispuesto en el presente artículo. 
Se debe elaborar un documento técnico que contenga la metodología 
empleada y los resultados obtenidos. 
Artículo 16. Análisis detallado de amenaza de inundación. Para determinar 
las condiciones de amenaza por inundación; los estudios tienen las siguientes 
especificaciones mínimas: 
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1 . 	 Área de estudio. Se referirá a las áreas con condiciones de riesgo y amenaza 
por inundación delimitadas en el plan de ordenamiento territorial, a partir de 
los estudios básicos de que tráta el presente decreto y articulado con los . 
análisis del Plan de Ordenación y Manejo de Cuencas Hidrográficas~ POMCA­
aprobado. 
2. 	 Insumas: Se deben utilizar como mínimo los siguientes insumas: 
a. 	 Información de hidrología e hidráulica. 
b. 	 Información topográfica y batimétrica detallada de los tramos de cauce 
analizados, incluyendo aquellos elementos o tramos que estén asociados 
con el origen de la inundación. 
3. 	 Alcance: El análisis de la amenaza a nivel detallado se realizará teniendo en 
cuenta criterios históricos, geomorfológicos, hidrológico-hidráulicos empleando 
métodos asistidos por sensores remotos y sistemas de información geográfica .. 
4. 	 Productos: Mapa o mapas de zonificación de amenaza por inundación por 
desbordamiento, . el cual delimita y caracteriza los diferentes niveles de 
amenaza que presenta el territorio estudiado, según lo dispuesto en el 
presente artículo. 
Se debe elaborar un documento técnico que contenga la metodología 
empleada y los resultados obtenidos. 
Artículo 17. Evaluación de vulnerabilidad. Para evaluar la vulnerabilidad se 
consideran los siguientes aspectos: . 
1. 	 De acuerdo con lbS resultados del estudio detallado de amenazas para cada 
fenómeno analizado, se deben identificar y localizar en la cartografía 
correspondiente los elementos expuestos. 
2. 	 Se debe establecer las características de los elefTlentos expuestos a las 
amenazas identificadas, en cuanto al tipo de elemento, grado de exposición, 
resistencia que ofrece el elemento y distribución espacial. 
3. 	 Se deben identificar los diferentes tipos de daño o efecto esperado sobre los 
elementos expuestos que se pueden presentar como resultado del fenómeno 
natural. 
4. 	 Esta información debe zonificarse en un mapa a la misma escala del mapa de 
amenazas detallados estableciendo categorías de vulnerabilidad alta, media y 
baja, de acuerdo a las características de los elementos expuestos. 
Artículo 18. Evaluación del riesgo. La evaluación de riesgo es el resultado de 
relacionar la zonificación detallada de amenaza y la evaluación de la 
vulnerabilidad. Con base en ello, se categorizará el riesgo en alto, medio y bajo, 
en función del nivel de afectación esperada. 
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Para las zonas en alto riesgo se definirá la mitigabilidad o no·mitigabilidad, a partir 
de las alternativas de intervención física para reducir y evitar el incremento de la 
amenaza y/o vulnerabilidad. 
Para estas alternativas se deberá evaluar su viabilidad de ejecuclon desde el 
punto de vista técnico, financiero y urbanístico. Bajo estas evaluaciones se 
obtendrá la definición del riesgo alto mitigable o riesgo alto no mitigable . 
.	Artículo 19. Contenidos de la evaluación del riesgo. Los estudios de 
evaluación de riesgo deben acompañarse de los siguientes documentos por cada 
fenómeno analizado: 
1. 	 Documento técnico que contenga metodología de evaluación empleada y los 
resultados. 
2. 	 Fichas de evaluación de vulnerabilidad. 
3. 	 Mapa de vulnerabilidad categorizada en alta, media y baja. 
4. 	 Mapa de riesgo, categorizado en alto, medio y bajo, señalando para el riesgo 
alto si es mitjgable o no mitigable. 
5. 	 Mapas de localización y dimensionamiento de las medidas de intervención 
propuestas. 
6. 	 Presupuestos estimados de costos de las alternativas planteadas. 
7. 	 Inventario de viviendas en alto riesgo no mitigable 
Artículo 20. Medidas de Intervención. Para la prevención, mitigación del riesgo 
y/o reducción de la amenaza y/o vulnerabilidad de conformidad con lo previsto en 
el artículo anterior, el estudio de evaluación de riesgo planteará medidas que 
podrán ser estructurales y no estructurales. 
1. 	 Las medidas estructurales, son medidas físicas encaminadas a la realización 
de acciones y obras para atender las condiciones de riesgo ya existentes. 
Entre otras se consideran las siguientes: obras de estabilización y de 
reforzamiento de edi'ficaciones e infraestructura, las cuales deben ser pre­
dimensionadas sobre la cartografía a nivel de pre-diseño, con el estimativo de 
costos correspondiente. 
En la determinación de este tipo de medidas se deben considerar los 
potenciales efectos que producirán aguas abajo. 
En las zonas donde se define que el riesgo es no mitigable se deben identificar 
en detalle las viviendas y construcciones que serán objeto de reasentamiento, 
además de las obras de estabilización necesarias para evitar que aumente la 
influencia del fenómeno en estudio. 
2. 	 Las medidas no estructurales, orientadas a regular el uso, la ocupación y el 
aprovechamiento del suelo mediante la determinación de normas urbanísticas, 
I 
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proyectos para la implementación de sistemas de alertas tempranas en los 
casos que aplique, así como la socialización y apropiación cultural de los 
principios de responsabilidad y precaución. 
Artículo 21. Incorporación de los resultados de estudios detallados al POTa 
Con base en los resultados de los estudios detallados y mediante acto 
administrativo, el alcalde municipal o distrital o la dependencia delegada para el 
efecto, podrá realizar la precisión cartográfica y la definición de las normas 
urbanísticas a que haya lugar en el área objeto de estudio, de conformidad con lo 
previsto en el Plan de Ordenamiento Territoria.l y deberá registrarse en todos los 
plar,os de la cartografía oficial. 
En todo caso, cuando los resultados de los estudios detallados generen la 
modificación de los usos del suelo o de normas urbanísticas del Plan de 
Ordenamiento Territorial deberá emprenderse su revisión, ajuste o modificación en 








Artículo 22. Documento Técnico de Soporte. Los estudios básicos, y cuando 
se disponga de estudios detallados, deben integrarse al Documento Técnico de 
Soporte que contiene la justificación, la descripción, el desarrollo y la aplicación de 
las determinaciones de planificación de los componentes y contenidos del Plan de 
Ordenamiento Territorial. 
Artículo 23. Componente General. En relación con la gestión del riesgo, en el 
componente general del POT se deberá considerar como mínimo: 
1. 	 Objetivos y estrategias territoriales de mediano y largo plazo. Se deben 
establecer los objetivos y estrategias de mediano y largo plazo garantizando la 
incorporación de la gestión del riesgo en el plan de ordenamiento territorial y la 
definición de medidas para el conocimiento y la reducción (prevención y 
mitigación) del riesgo, procurando el desarrollo seguro del territorio, de acuerdo 
con los análisis efectuados en los estudios básicos, así como con los análisis 
de estudios detallados cuando se disponga de estos. 
2. 	 Contenido estructural. En el contenido estructural se deben especificar y 
ubicar en planos: 
2.1 . Las áreas con condición de riesgo y con restricción por amenazas 
identificadas en los estudios básicos y supriorización para la 
elaboración de los estudios detallados en el corto, mediano y largo 
plazo, en función de los objetivos, estrategias y prioridades adoptados 
.. 
. . ;···•· 
~ 
V
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para la concreción del modelo de ocupación territorial y de acuerdo con 
la programación prevista en el respectivo plan. 
2.2. 	 La determinación y ubicación en planos de las zonas que presenten alto 
riesgo para la localización de asentamientos humanos, por amenazas o 
por riesgos naturales, siempre y cuando se cuente con los estudios 
detallados que permitan su caracterización. 
2.3. 	 En la determinación de los suelos de protección deben considerarse las 
áreas que cumplan las siguientes condiciones y que por tanto tienen 
restringida la posibilidad de urbanizarse: 
a. 	 Las áreas sin ocupar zonificadas en los estudios básicos como 
amenaza alta, en las que la información sobre intensidad y 
recurrencia f) registros históricos de los fenómenos por movimientos 
en masa, avenidas torrenciales o inundación evidencian que la 
determinación de las medidas de reducción son insuficientes en el 
tiempo para garantizar el desarrollo de procesos de urbanización. 
b. 	 Las áreas zonificadas como riesgo alto no mitigable en suelo urbano, 
de expansión urbana y rural, de acuerdo con los estudios detallados, 
cuando se cuente con ellos. 
Artículo 24. El Componente Urbano. En relación al .suelo urbano y de 
expansión urbana, este componente deberá contemplar por lo menos, los 
siguientes contenidos para adelantar la delimitaci6n de las áreas expuestas a 
amenazas y riesgos naturales, de conformidad con lo previsto en el componente 
general del plan de ordenamiento territorial: . 
1. 	 Para las áreas con condición de amenaza: La asignación del régimen 
general de usos y tratamientos que se podrán desarrollar en estas áreas, 
estableciendo los condicionamientos o restricciones de usos, densidades, 
ocupación y edificabilidad que eviten la generación de situaciones de riesgo. 
El desarrollo de estas áreas se condiciona a la elaboración de los estudios 
detallados de que trata el presente decreto, para lo cual se deben señalar los 
criterios para la caracterización y delimitación de las unidades de análisis y 
para la realización de los estudios detallados. 
2. 	 Para las áreas de amenaza media ocupadas. La determinación de las 
acciones requeridas para estas áreas relacionadas con el manejo de aguas y 
adecuación de taludes, entre otros, así como de las acciones para realizar 
seguimiento y monitoreo a fin de garantizar que no se generen condiciones de 
riesgo. 
3. 	 Para las áreas con condiciól, riesgo: La definición de las condiciones 
técnicas que se estimen convenientes para la elaboración de los estudios 
detallados que permitan establecer la categorización del riesgo. 
Decreto No. Del 	 de Hoja No. 16 
801 
"Por el cual se reglamenta el artículo 189 del Decreto Ley 019 de 2012 en lo relativo a la incorporación de la 
gestión del riesgo en los planes de ordenamiento territorial y se dictan otras disposiciones' 
La asignación del régimen general de usos y tratamientos, y normas de 
densidades, ocupación y edificabilidad que se podrán desarrollar 
condicionados a los resultados de los estudios detallados .. 
4. Para las áreas de riesgo que cuenten con estudios detallados: 
4.1. La delimitación y zonHicación de las zonas de riesgo alto, medio y bajo con 
la determinación de aquellas zonas de riesgo alto que se consideren como 
mitigaoles y no mitigables. 
4.2. La definición de las medidas de intervención para el desarrollo de las 
zonas de riesgo mitigable. Igualmente, se contemplará la asignación de 
usos y tratamientos y las demás normas urbanísticas de carácter general 
para el desarrollo de estas áreas (densidades, ocupación'y edificabilidad). 
4.3.Cuando las zonas de alto riesgo se definan como no mitigables, se 
establecen las medidas para su manejo y para evitar la ocupación de 
estas áreas, de acuerdo con el régimen aplicable al suelo de protección. 
Parágrafo. El desarrollo urbanístico de áreas con condición de amenaza estará 
sujeto a la realización de los estudios detallados, así como a la ejecución de las 
medidas de reducción (prevención y mitigación) que se determinen en los mismos. 
Para el efecto, en el plan de ordenamiento territorial o los instrumentos que lo 
desarrollen y complementen se deben, si es del caso, Jijar criterios diferenciales 
para la caracterización y redelimitación de las unidades de análisis en las áreas 
objeto de los estudios detallados. 
Como mínimo se deben considerar los predios que pueden ser afectados por la 
ocurrencia del fenómeno natural objeto de análisis y se deben señalar las 
condiciones y parámetros para la realización de los estudios, de conformidad con 
lo establecido para el trámite de lioencias de urbanización contempladas en el 
Decreto 1469 de 2010 o la norma que la adicione, modifique o sustituya. 
Los estudios podrán estar a cargo del gestor y/o promotor y/o urbanizador dentro 
del trámite de los instrumentos de planeamiento intermedio y de licenciamiento 
urbanístico. 
Artículo 25. El Componente Rural. En relación al suelo rural y rural suburbano, 
este componenté deberá contemplar por lo menos, los siguientes contenidos para 
adelantar la delimitación de las áreas expuestas a amenazas y riesgos naturales, 
de conformidad con lo previsto en el componente general del plan de 
ordenamiento territorial: 
1. 	Para las áreas de amenaza alta y media: La definición de medidas de manejo 
especial para las zonas calificadas como de amenaza alta y media en los 
suelos rurales no suburbanos mediante el desarrollo, entre otros, de usos 
agroforestales, la implementación de prácticas culturales de conservación y 
manejo de cultivos, las medidas para el control de· erosión y prácticas 
mecánicas de conservación tales como el manejo de escorrentías, así como 
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determinar la necesidad de adelantar estudios detallados en las áreas de 
restricción por amenaza. 
2. 	Para las áreas con condición riesgo: La definición de las condiciones 
técnicas para la elaboración de los estudios detallados que permitan establecer 
las categorías de riesgo en estas áreas y la asignación del régimen general de 
usos. 
3. 	Para las áreas de riesgo que cuenten con estudios detallados: La 
delimitación y zonificación de las áreas de riesgo alto, medio y bajo con la 
determinación de aquellas zonas de riesgo alto que se consideren como 
mitigables y no mitigables. 
La asignación de usos y las demás condiciones para orientar la ocupación de 
las áreas calificadas como de riesgo mitigable y para las clasificadas como de 
riesgo no mitigable se aplicará el régimen del suelo de protección. 
Parágrafo. El desarrollo por parcelación en áreas con condición de riesgo en 
suelo suburbano y centros poblados rurales que no cuenten con estudios 
detallados al momento de adoptar la revisión del plan de ordenamiento territorial, 
estará condicionado a su realización, así como a la ejecución de las medidas de 
reducción (prevención y mitigación) que se determinen en estos estudios. 
Artículo 26. Programa de ejecución. En el programa -de ejecución se incluyen 
con carácter obligatorio, los programas y proyectos para el conocimiento y la 
reducción (prevención y mitigación) del riesgo que se ejecutarán durante el 
periodo de la administración municipal o distrital correspondiente; de acuerdo con 
lo definido en el correspondiente Plan de Desarrollo y según la vigencia del plan 
de ordenamiento territorial, señalando las prioridades, - la programación de 
actividades, las entidades responsables y los recursos respectivos. 
Con fundamento en lo establecido en Iqs componentes general, urbano y rural, 
dentro de los programas y proyectos se deben considerar como mínimo los 
estudios detallados en las áreas priorizadas, el desarrollo de medidas de 
mitigación estructurales y no estructurales y las acciones para adelantar 
reasentamientos. 




Artículo 27. Requisitos profesionales. Los estudios técnicos señalados en el 
presente decreto deben ser elaborados y firmados por profesionales idóneos en 
las materias, quienes son responsables de los mismos sin perjuicio de la 
responsabilidad por la correcta ejecución de los diseños y las obras de mitigación. 
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Artículo 28. De conformidad con lo previsto en la Ley 1523 de 2012, los 

. municipios y sus fondos territoriales de gestión del riesgo definirán mecanismos de 

financiación para la· realización de los estudios contemplados en el presente 

decreto. . 
Parágrafo. En desarrollo de los pnnclplos de coordinación, concurrencia, 
complementariedad y subsidiariedad. y el artículo 47 de que trata la citada ley, el 
Fondo Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres en la priorización de la 
inversión de recursos para el conocimiento y la reducción del riesgo para la 
implementación de lo previsto en este decreto, podrá apoyar a los municipios de 
categorías 5 y 6, de conformidad con los criterios que se establezcan para el 
manejo de este fondo. 
Artículo 29. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, 
especialmente el parágrafo 1 del artículo 23, las expresiones "y muy alta" y "y/o 
vulnerabilidad" del parágrafo 2 del artículo 23; y la expresión "y vulnerabilidad" del 
parágrafo 1 del artículo 32 del Decreto 1640 de 2012. 
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